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S U M A R I O  
Se abre la sesión a las cuatro y cincuenta mi- 

El señor Presidente pronuncia unas palabras 
de saludo al  Presidente de la Cámara de 
Diputados de Venezuela, que se encuentra 
presente en la tribuna de honor, palabras 
que hace extensivas al Parlamento y pue- 
blo venezolano. Estas palabras fueron aco- 
gidas con grandes aplausos de tada la Cá- 
mara, puesta en pie. 

nutos de la tarde. 

Se entra en el orden del día. 

Dictámenes de Comisiones sobre 
proyectos y proposiciones de ley: 

B1 De la Comisión de Hacienda, 
sobre el proyecto de ley de Im- 
puestos sobre Transmisiones 
Patrimoniales y Actos Jurídicos 
Documentados (continuación). 4178 

Prosigue el debate del articulado. 

Página 

Artículos 23 a 26 . . . . . . . . . . . . . . . . . .  4178 

EI señor Lluch Martín retira dos enmiendas 
del Grupo Parlamentario Sodalistas de Ca- 
taluiia, por las razones que expone. Segui- 
damente fueron aprobados los textoc del 
dictamen. 

PAgina -- 
Artículos 27 a 32 . . . . . . . . . . . . . . . . . .  4179 

El señor Solana Madariaga, don Luis (Grupo 
Parlamentario Socialista del Congreso), de- 
fiende una enmienda a l  artículo 27, a la que 
se opone el señor Del Valle y Pérez (Grupo 
Parlamentario Centrista). Estos dos seño- 
res Diputados intervienen nuevamente para 
rectificar. Fue rechazada la enmienda y 
aprobado el texto del dictamen para todos 
estos artículos. lnterviene el señor Rodrí- 
guez-Miranda Garcfa (Grupo Parlamentario 
Centrista) para explicar el voto sobre el ar- 
tículo 27. 

PAglna 

Artículo 33 ........................ 4182 

El señor Barón Crespo defiende una enmienda 
del Grupo Parlamentario Socialista del 
Congreso. Turno en contra del señor Ro- 
dríguez-Miranda García (Grupo Parlamen- 
tario Centrista). Fue rechazada la enmienda 
y aprobado el texto del dictamen. 

Páglna 

Artículo 34 ........................ 4186 

Sin discusión, fue aprobado el texto del dic- 
tamen. 

PAgina 

Artículo 35 ........................ 4186 

Los señores Solana Madariaga, don Ldis, y 
Pérez Royo ,  defienden enmiendas de los 
Grupos Parlamentarios Socialista del Con- 
greso y Comunista, respectivamente. El se- 
ñor Rodríguez-Miranda Gómez se manifies- 
ta en contra d e  estas enmiendas. Para rec- 
tificar interviene nuevamente el señor Pé- 
rez Royo .  Fueron rechazadas estas enmien- 
das y aprobado el texto del dictamen. Para 
explicar el voto intervienen los señores Ba- 
rrera Costa (Grupo Parlamentario Mixto) y 
T r í a  Fargas (Grupo Parlamentario de la 
Minoría Catalana). 

Página 

Artículo 36 ........................ 4191 

Sin discusión, fue aprobado el texto del dic- 
tamen. 

Página 

Artículos 37 y 38 . . . . . . . . . . . . . . . . . .  4191 

El señor Liuch Martín (Grupo Parlamentario 
Socialistas de Cataluña) defiende una en- 
mienda, a la que se  opone el señor Escartín 
lpiens (Grupo Parlamentario Centrista). in- 
tervienen nuevamente estos dos señores Di- 
putados para rectificar. Fueron rechazadas 
estas enmiendas y aprobado el texto del 
dictamen para el artículo 37. 
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Seguidamente se vota la enmienda del Grupo 
Purlamentario Comunista al artículo 38, que 
fue  defendida en la sesión de ayer. Fue re- 
chazada y aprobado el texto del dictamen 
para este artículo. 

Pllglna 

Artículos 39 al 42 .................. 4193 

Sin discusión, fueron aprobados los textos del 
dictamen. 

Pllglna 

Artículo 43 ........................ 4193 

Por el Grupo Parlamentario Comunista de- 
fiende una enmienda el señor Pérez Royo. 
Turno en contra del señor Rodríguez-Mi- 
randa Gómez (Grupo Parlamentario Cen- 
trista). Intervienen nuevamente estos dos 
señores Diputados para rectificar. Fue re- 
chazada la enmienda y aprobado el texto 
del dictamen. 

Pánlna 

Disposiciones finales primera a 
cuarta y transitorias primera a 
cuarta ........................... 4196 

Sin discusión, fueron aprobadas de acuerdo 

Interviene a continuación el señor Ministro de 
con el texto del dictamen. 

Hacienda (García Añoveros). 
PBplna 

C) De la Comisión de Presidencia., 
en relación con la proposición 
de ley sobre reglamentación de 
encuestas electorales . . . . . . . . .  4197 

E señor Fraga lribarne explana varios votos 
particulares del Grupo Parlamentario de 
Coalición Democrática y mantiene uno de 
ellos al artículo 7." de esta proposición de 
ley. A continuación el señor Ramos Fernán- 
dez-Torrecilla (Grupo Parlamentario Socia- 
lista) defiende una enmienda a dicho ar- 
tículo. Turno en contra de estas enmiendas 
del señor Escartfn ipiens (Grupo Parkmen- 
tario Centrista). 

Se procede a la votación de los artículos 1." 
al 6." y 8." al 11  y Disposiciión adiciona! de 

acuerdo con los textos del dictamen. Fue- 
ron aprobados. 

Habiéndose admitido a trámite la enmienda 
tfcmsaccional formulada por el señor Fra- 
ga Iribarne, se procede a su votación. Fue 
rechazada. La enmienda del Grupo Parla- 
mentario Socialista del Congreso fue apro- 
bada y aprobado, por tanto, en este sentido, 
el artículo 7 . O  Queda aprobado de esta for- 
ma el dictamen sobre esta proposición de 
ley. E1 señor Cuatrecasas Membrado (Gru- 
po Parlamentario de la Minoría Catalana) 
explica su voto. 

Se suspende la sesión. 
Se reanuda la sesión. 

Debate y votación de totalidad de 
los siguientes Reales Decretos- 
leyes: 

Páglna 

Al Real Decreto-ley 1/1980, de 25 
de enero, sobre presupuestos 
extraordinarios de liquidación 
de deudas de las Corporaciones 
Locales y su financiación ...... 4203 

Intervienen los señores Cañellas Balcells (Gr.u- 
PO Parlamentario Centrista). Cullel Nada1 

(Grupo Parlamentario de la Minoría Catala- 
na), Fraga lribarne (Grupo Parlamentario 
Coalición Democrática), Tamames Gómez 
(Grupo Parlamentario Comunista) y Fajar- 
do Spínola (Grupo parlamentario Socialista 
del Congreso). A continuación hace uso de 
la palabra el señor Ministro de Administra- 
ción Territorial (Fontán Pérez). 

Seguidamente se samete a votación la conva- 
lidación o derogación de este Real Decre- 
to-ley. Fue aprobada su convalidación por 
282 votos contra dos, con dos abstencio- 
nes. A continuación se somete a votación 
la petición de los Grupos Parlamentarios 
Minoría Catalana, Coalición Democrática, 
Comunista y Socialista del Congreso, de tra- 
mitar este Decreto-ley como proyecto da 
ley. Por 286 votos y una abstención, se 
acuerda su tramitación como proyecto de 
ley por el procedimiento de urgencia, de 
acuerdo con el 'mtículo 86 de la Constitu- 
ción. Para explicar el voto interviene el se- 
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Ei  señor Presidente anuncia el programa de 
trabajo para la sesión de mañana. 

ñor Alavedra Moner (Grupo Parlamentario 1 
de la Minoría Catalana). 

Se abre la sesión a las cuatro y cincuenta 
' minutos de la tarde. 

rio, debido a la complejidad de esta ley y, 
además, por el hecho de que esta enmienda, 

PAgina 1 
1 El señor PRESIDENTE: Señorías, asiste 

B) Real Decreto-ley 2/1980, de 1 1  
de enero, sobre medidas eco- 

' hoy a esta sesión, en la tribuna de honor, don I Carlos Canache, Presidente de la Cámara de 
nómicas fiscales complementa- 
rias de la elevación del precio 
de los productos petrolíferos . . . 4214 

Intervienen los señores Rodríguez-Miranda 
Gómez (Grupo Parlamentario Centrista), 
Peces-Barba Martínez (Grupo Parlamenta- 
rio Socialista del Congreso), Pérez Ruiz 
(Grupo Parlamentario Andalucista), Fraga 
Iribarne (Grupo Parlamentario Coalición 
Democrática) y Pérez Royo (Grupo Parla- 
mentario Comunista). A continuación hace 
uso de la palabra el señor Ministro de Ha- 
cienda (García Añoveros). El señor Peces- 
Barba Martínez pide la palabra para recti- 
ficar al señor Ministro de Hacienda, a lo 
que no accede el señor Presidente, por los 
motivos que expresa. El señor Peces-Barba 
Martínez hace constar su protesta. 

El señor Presidente anuncia que se va a pro- 
ceder a la votación en relación con la con- 
validación o derogación de este Real De- 

Diputados de Venezuela. Son profundos y tra- 
dicionales los lazos históricos que nos unen 
a Venezuela y bien visibles son los signos 
recientes de nuestra amistad y de nuestra 
compenetración. - En nombre de  la Cámara, que es tanto como 
decir en nombre del pueblo español, saludo y 
celebro la presencia del señor Canache y en 
61 saludo al1 Parlamento de Venezuela y al 
propio pueblo venezolano. (Grandes y prolon- 
gados aplausos de los miembros de la Cámara 
puestos en pie.) 

DICTAMENES DE COMISIONES SOBRE 
PROYECTOS Y PROPOSICIONES DE LEY: 

B) DE LA COMISION DE HACIENDA SO- 
BRE EL PROYECTO DE LEY DE IMPUESTO 
SOBRE TRANSMISIONES PATRIMONIALES 
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PO Socialista como por parte del Grupo ma- 
yoritario en el Senado, hay predisposición a 
recoger el espíritu de esa enmienda, dejar ya 
este malentendido, o este pequeño fallo, para 
el Senado, donde se resolverá y, a continua- 
ción, decir que las dos enmiendas, que se ten- 
drían que someter ahora a votación, las re- 
tiramos. 

El señor PRESIDENTE: Por una y otra 
cosa, muchas gracias, señor Lluch. 

Quedan retiradas las enmiendas 27 y 28, 
de Socialistas de Cataluña, a los artículos 23 
y 24. 

Podemos someter a votación, en consecuen- 
cia, los artículos 23, 24, 25 y 26, pues respecto 
de los dos últimos no hay mantenidas en- 
miendas por ningún Grupo Parlamentario. Por 
tanto, se someten a votación los artículos 23 
a 26, amlbos inclusive. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente re- 
sultado: votos emitidos, 239; a favor, 237; en 
contra, uno; abstenciones, una. 

El señor PRESIDENTE : Quedan aprobados 
los artículos 23 a 26 en los terminos que figu- 
ran en el dictamen de la Comisión. 

Mantiene el Grupo Parlamentario Socialista 
del Congreso una enmienda, la número 11, 
al artículo 27. Tiene da palabra para su de- 
fensa el señor Solana, don Luis. 

Art~culos 
27 a 32 

El señor SOLANA MADARIAGA (don 
Luis) : Señor Presidente, seiíorías, como po- 
drán ustedes comprobar, esta ley es una ley 
real'mente compleja, es una ley difícil de en- 
tender que, incluso, ha dado origen a algunas 
confusiones, como ahora mismo acabamos de 
comprobar, no s610 por la complejidad inter- 
na, sino por la nueva redacción que la Co- 
misión ha dado a da ley. 

Al hilo de la enmienda número 11 permi- 
tirán Sus Señorías que haga una parada di- 
dáctica. Y o  quisiera comentar a la Cámara 
cuál es ida entraña de la ley que estamos deba- 
tiendo para que, a partir de ahora, Sus Se- 
ñorías sepan un poco más en profundidad de 
qué estamos hiablando. Es una ley que está 
ligada a dos figuras fundamentales: al con- 

boder. Más o menos el mensaje es el siguien- 
e :  el ciudadano quiere tener la seguridad de 
p e  determinado bien es suyo, y el Estado le 
iice: para garantizarte ese ejercicio yo te 
:obro un impuesto. 

Esto ha dado origen a que esta ley tenga 
inos antecedentes antiquísimos. Reallmente 
iesde el mismo instante en que la humanidad 
xetende tener algo de su propiedad y existe 
Jn pdder de garantizarlo, aparece la figura del 
mpuesto para (garantizar ese ejercicio de po- 
ier. Podíamos buscar antecedentes en Roma, 
:n los fueros españoles, pero, muy concreta- 
nente, hay tres antecedentes en las leyes de 
Uon, Vilíaverde y en la de 1964, y ahora ésta, 
lue es una mezcla, no sé si equilibrada o no, 
:ntre el Ministro actual y su antecesor. 

No sé si se han dado cuenta también de 
lue esta ley da un enorme aspecto de ser una 
:rinca de oposición. Ayer fue claramente pues- 
to de maniifesto en el debate que había una 
2specie de estilo de oposición en las personas 
que salían a ila tribuna. La razón es sencilla. 
Esta ley ppddríamos decir que es la orla del 
sistema capitalista. Es simplemente el gran 
marco que adorna el sistema: no es el siste- 
ma, obvia(mente, pero es el gran adorno. Y 
¿qué aparece en esta orla? Aparecen los no- 
tarios, los registradores de la propiedad, los 
abogados del Estado, los agentes de cambio 
y balsa, los corredores de comercio y un 9ar- 
guísimo etcétera de figuras que, probable- 
mente, dará lugar a que casi todos [los señores 
Diputados que intemengan en esta tribuna 
pertenecerán, probalblemente, a algunos de 
estos cuerpos 'para poder entender en profun- 
didad la ley. Esto, sobre todo, se dará obvia- 
mente en las grupos paliticos donde es más 
fácil tener representantes de estos cuerpos 
concretos. 

La enmienda número 11 encaja perfecta- 
mente en este tema. La enmienda 11 tiene, 
por nuestra parte, solamente una corrección. 
El texto dice que las letras de cambio ten- 
drán que ser necesariamante timbradas. Y 
aparece una escala. La enmienda socialista 
no modifica la idea de letra de cambio tim- 
brada, ni da escala. ¿Qué es #lo que modifica? 
Que el legislador, prabablemente porque la 
ley es antigua, no se ha enterado, no ha asu- 
mido, no ha querrdo asumir una nueva figura 

cepto de ,propiedad privada y al concepto de , que existe en el mundo del mercado hoy día, 



CONQRESO 
- 4180 - 

13 DE FEBRERO DE 198O.-NÚM. 62 

que es la figura del certimficado de depósito, y 
lo obvia. 

Las explicaciones que se nos dan son que 
regular el certificado de depósito es muy com- 
plejo. Lo que queremos advertir es que si se 
está haciendo una ley que pretende retomar 
y modernizar una tradición, sería bueno que 
en el artículo 27, 1, apareciese el certificado 
de depósito también y que, a partir de ahora, 
pudiera ser timbrado el certificado de depó- 
sito ; es decir, obligar al timbre al certificado 
de depósito. Si se aprueba el articulo 27, 1, 
tal como está, puede ocurrir que la letra de 
cambio aparecerá, es un un documento tim- 
brado, pero el certificado de depósito no, y 
vamos a presenciar la posi4bilidad de que la 
banca, o induso un empleado de banca que 
no sea muy fiel a su institución no timbre. 
El certificado de depósito es suscrito de bue- 
na fe por el cliente que va al banco, pide un 
certificado y se lo dan. El certificado no viene 
timbrado y ocurre que alguien se ha quedado 
sin cumplir la obligación e incluso que alguien 
se ha podido quedar con el dinero del timbre, 
lo cual sería peor. 

Para cerrar cualquiera de las dos salidas, 
que nos parecen peligrosas, y para conseguir 
que la ley incorpore toda la modernidad que 
es necesario que se incorpore a esta ley, par- 
timos de que es una ley antigua, tradicional 
y de alguna manera tangencia1 al sistema. 
Por eso nos parecía importante que el certifi- 
cado de depósito fuera reconocido como otro 
de los instrumentos de tráfico que necesaria- 
mente tengan que estar en efectos timbrados 
desde el origen. 

El señor 'PRESIDENTE: Para un turno en 
contra de esta enmienda tiene la palabra el 
señor Valle. 

El señor DEL VALLE Y PEREZ: Señor 
PreSidente, Señorías, si el otro día habláiba- 
mos de !a contrarrdorma fiscal, y mucho 
me temo que hablar de contrarreforma fiscal 
era no entender (en función de defender un 
tipo progresivo) da reforma fiscal, aquí y aho- 
ra estamos tratando de una serie de enmien- 
das inútiles, y lo estamos haciendo al amparo 
de sentar una serie de posiciones y de hacer 
una parada didáctica, como ha dicho quien 
me ha precedMo en d uso de $la palabra. Yo 

desde (luego no sé mucho de poder ni de 
propiedad privada ; no he sido nunca titular 
de ninguna financiera ni he estado ligado a 
determinada entidad bancaria. En consecuen- 
cia, lo Único que estoy d&endienido es la po- 
sición del Estado. 

Con respecto a ello, aquí se dice que de lo 
que se trata es de sujetar una nueva figura, 
cual es el Certificado de Depósito. Vuelvo a 
decir que quien me ha precedido en el uso 
de la palabra no ha deído detenidamente la 
ley. En el artículo 23, al tipificar el hecho 
imponible, al determinar qué es el hecho im- 
ponble, a los efectos de este Impuesto de 
transmisiones patrimoniales y actos jurfdicos 
documentados, se señala clarísimamente que 
están sujetos los resguardos y Certificados de 
Depósito. En la misma medida, en el artícu- 
lo 24, número 2, se dice que son sujetos pa- 
sivos en $los Certificados de Depbsito y los 
resguardos, los que los expidan. 

Con respecto al artículo 27, ¡la tributación 
en forma similar a las letras de cambio se 
recoge en este número 2 de este mismo ar- 
tículo 27, inmediatamente del número que se 
pretende enmendar, en el que se dice que 
los idocumentos que realicen una función de 
giro o suplan letras de cambio y los Certifi- 
cados de Depósito trsbutarán por la anterior 
escala de gravamen y mediante el empieo de 
timbres móviles. 

Se dice que introduciéndolo en d Ipárrafo 
primero de lo que se trata es de que «ab ini- 
tio» estén sujetos 'los Certificados de Depó- 
sito y se extienda el efecto timbrado corres- 
pondiente, señalando que esto es una moder- 
nidad. Quiero decir que no es así, sino que 
es lo que se 'hacía antes, y por eso se ha in- 
troducido un párrafo tercero en el artículo 27 
por el que se permite d Ministerio de Ha- 
cienda autorizar en determinados casos el 
pago en metálico en sustitución del efecto 
timbrado, cuando las características del trá- 
fico mercantil o su proceso de mecanización 
así lo aconsejen, adoptando las medidas opor- 
tunas para ila pertinente identificación del 
documento. 

Creemos que esta enmien'da, que tenía su 
razón de ser en el antiguo articu*lo 31 del pro- 
yecto, que es el artículo 27, 1, en el actual, 
no tiene razón de ser hoy, porque ha sido 
perfectamente asumida, primero en Ponencia 
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y luego en Comisión, y que está recogida la 
tributación de los Certificados de Depósito 
en esta ley y recogida en la misma forma y 
medida que para las letras de cambio. 

El señor 'PRESIDENTE: Para un turno de 
rectificación tiene la palabra el señor Solana. 

El señor SOLANA MADARIAGA (don 
Luis): Está claro, y ya lo advertí en mi in- 
tervención anterior, que 'luchar contra upo- 
sitores que han logrado ya plaza es muy 
complejo, difícil y de entrada reconozco la 
situación de inferioridad de condiciones que 
en esta ley tiene el Diputado que les habla. 

Pero hay un matiz que parece que de al- 
guna manera lo ha escamoteado, o no 'lo ha 
querido subrayar el representante de UCD, 
porque dice que eso ya lo establece el1 núme- 
ro 2 del artículo 27. Y o  le digo al represen- 
tante de UCD que no sé si se ha fijado que 
hay una palabra que en el artículo 27, nú- 
mero 1 ,  viene, y en los otros no, que es la 
expresión ((necesariamente)). Es decir, que 
justamente lo que se nos intenta quitar es lo 
que estamos pidiendo en nuestra enmienda, 
y es que el certificado de depósito esté tim- 
brado. Como se dice que eso viene después 
y que no es necesario, creemos que el matiz 
es importante. Hay una pequeña dilferencia, 
y en este caso me temo que es esencial, por- 
que si todo fuera igual, la enmienda habría 
sido admitida. 

El señor DEL VALLE Y PEREZ: Simple- 
mente para aclarar que en el artículo 27 se 
emplea la palabra ((necesariamente)), porque 
de lo que se trata es de, controlando las letras 
de cambio a través de la numeración corres- 
pondiente, no dar fuerza ejecutiva a aquellas 
letras de cambio que no correspondan la fe- 
cha de expedición de la letra con la fecha de 
impresión lde la misma. Esta prevención no 
es necesaria por razón de 'fraude, con res- 
pecto a (los certificados de depósito. En dofi- 
nitiva, lo que hay que ver en una ley no es 
sdlo un artículo, sino el conjunto de la misma. 

El señor PRESIDENTE: Vamos a proce- 
der a la votación. Someteremos en primer 
lugar a votación la enmienda número 11, ael 

Grupo Parlamentario Socialista del Congre- 
so, respecto al artículo 27. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente na- 
suitado: votos emitidos, 256; a favor, 96; en 
contra, 144; abstenciones, 16. 

El señor PRESIDENTE : Queda rechazada 
la enmienda número 11, de31 Grupo Parlamen- 
tario Socialista $del Congreso, respecto del 
artículo 27. 

Vamos a votar los nú,meros 1 y 2, puesto 
que el tema que plantea el señor Solana está 
reflejado en estos números. ¿Está de acuerdo 
el señor Solana? 

El señor SOLANA MADARIAGA (don 
Luis): Preferiría el primero por separado, y 
el1 2 y el 3 en una sola votación. 

El señor 'PRESIDENTE : iSometemos a vo- 
tación el número l del artículo 27 según el 
texto del dictamen de la Comisión. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente re- 
sultado: votos emitidos, 258; a favor, 164; en 
contra, 92; abstenciones, das. 

El señor PRESIDENTE : Queda aprobado 
el número 1 del artículo 27 en los términos 
que figuran en el dictamen de la Comisión. 
( E l  señor Rodríguez-Miranda pide la palabra.) 

Tiene la palabra el señor Rodríguez-Miran- 
da, 'para explicación de voto, por el Grupo de 
Unión de Centro Democrático. 

El señor RODRIGUEZ-MIRANDA GO- 
MEZ : Gracias, señor ,Presidente. Muy bre- 
vemente, para explicar el voto del Grupo 
Centrista. 

El Grupo Centrista del Congreso, a pesar 
de las palabras del señor Solana, según el 
cual estábamos sometiendo a la considera- 
ción de esta Cámara nada menos que la orla 
del sistema capitalista, ha votado que sí por- 
que entendía que las letras de cambio son un 
documento mercantil a través del cual se rea- 
liza un tráfico importante y debían estar su- 
jetas, no comprendiendo desde luego que un 
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avanzadas, haya votado que no, haya preten- 
dido nada menos que la exención del tráfico 
jurídico de las letras de cambio. 

Realmente, las posiciones de progreso y 
conservadurismo no se ven muchas veces en 
la Cámara. Las leyes son complicadas, pero 
yo no sé si más que la complicación de las le- 
yes es la complicación de las posturas men- 
tales. En todo caso, nuestro Grupo ha asu- 
mido una postura coherente con la 'ley, con 
su propia postura política en esta Cámara, y 
se congratula de que el sentido progresista 
del Grupo Socialista le lleve a la exención de 
la letra de cambio y de documentos análo- 
gos. 

El señor PRESIDENTE: Vamos a proceder 
a la votación del artículo 27 en sus números 
2 y 3, y los artículos 28 a 32, ambos inclu- 
sive. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente re- 
sultado: votos mitidos,  265; a favor, 262; 
en contra, tres. 

El señor PRESIDENTE : Quedan aproba- 
dos 110s números 2 y 3 del artículo 27, y los 
artículos 28 a 32, ambos inclusive, todos ellos 
en los ,términos en que figuran en el dicta- 
men de la Comisión. 

Enmienda número 12, del Grupo Parlamen- 
tario Socialista, respecto del articulo 33. 

Tiene !la palabra el señor Bar6n. 

Articulo 33 

El señor BARON CRESPO: Señor Presi- 
dente, Señorías, es muy posible que ustedes 
no hayan participado en el aumento o en la 
reducción de capital1 de una sociedad anóni- 
ma, es cuando menos improbable que no ha- 
yan tenido que firmar una letra de cambio, 
pero lo que es absolutamente imposible es 
que Sus Señorías no hayan tenido que hacer 
cola ante una ventanilla durante una hora 
por lo menos, y al presentar la instancia se 
hayan encontrado con la sorpresa de que no 
tenían debidamente reintegrado el impreso, es 
decir, que faltaban pólizas. Esta es una ex- 
periencia cotidiana de los ciudadanos espa- 
ñoles, 

La enmienda socialista número 12 a esta 
ley lo que pretende es suprimir definitiva- 
mente aigo que es ya una humillación secu- 
lar, que es una especie de peaje que se pone 
entre la Administración y el ciudadano con 
motivos cuando menos dudosos, y que desde 
luego rozan claramente, entendemos nos- 
otros, con la Constitución. 

Nosotros proponemos en el artículo 33 de 
esta ley que se suprima la necesidad de re- 
integrar con timbres móviles las instancias y 
recursos de los particulares, presentados ante 
las oficinas públicas, las certificaciones ex- 
pedidas por autoridades y funcionarios a ins- 
tancia de parte y las autorizaciones, licencias, 
concesiones y permisos expedidos por auto- 
ridades administrativas. Y ello, en primer lu- 
gar, en base al artículo 31 de la Constitu- 
ción, que habla de que los ciudadanos esta- 
mos obligados a levantar las cargas tributa- 
rias de acuerdo con nuestra capacidad eco- 
nómica. 

Este es un primer punto que señala nues- 
tras obligaciones, pero realmente, en relación 
con da Administración, esta experiencia coti- 
diana a ,la que he hecho mención es grave. No 
me quiero referir a alguna experiencia que 
se ha vivido sobre todo en los bancos de la 
izquierda, por ejemplo los certificados de pe- 
nales que eran precisos para sacar el pasa- 
porte, o los certificados de buena conducta 
requeridos para conseguir el camet de con- 
ducir. Lo que sí es cierto es que entre el ciu- 
dadano de a pie y la Administración, aparte 
de la ventanilla, do que se establece es un 
complejo sistema, en el que es preciso tener 
exacto conocimiento de las póilizas. Esto, has- 
ta ahora, lo hemos podido salvar a través de 
un servicio de tipo parafiscal o parafuncio- 
narial, que es la diligencia de tos bedeles 
-Sus Señorías recordarán todos cómo cuan- 
do se produce esta situación hay que acudir 
al bedel, que tiene en su caja, normalmente 
de puros habanos, cuidadosamente divididos, 
diversos cajetines en los cuales se colocan 
las pólizas-, y así hemos podido ir salien- 
do todos, los que tienen título universitario 
y los que no lo tienen. (Dto es un anacronis- 
mo. 

Ayer se apartó como argumento para la 
aprobación de un artículo de esta ley, con 
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gran finura jurídica, por parte del señor Es- 
cartín, que era m i s o  homologar nuestro 
sistema con el de las Comunidades Europeas. 
Yo le pregunto a da Cámara si con las póli- 
zas podemos ir a negociar a Bruselas. 

Esto es una antigualla que no tiene justi- 
Acación. Las Únicas justificaciones que se pue- 
den dar son, en primer lugar, que los bedeles 
cobran poco y tienen que cubrir sus ingresos 
con el duro o los dos duros de propina que 
se les da. Nosotros entendemos que fos bede- 
les cumplen una función necesaria hoy por 
hoy, y que 110 que hay que hacer es pagar un 
sueldo decente a la gente, y no que tengan 
que recurrir a este tipo de sistemas. 

En segundo lugar, la razón que siempre se 
alega, cuando ya no hay ninguna otra que 
argumentar, es que el Estado español -y lo 
digo en términos estrictamente fiscales- ne- 
cesita estos ingresos por los timbres móvi- 
les. Es un poco irónico que se tenga que recu- 
rrir a las pólizas para asegurar los ingresos 
fiscales. 

Así, pues, nosotros entendemos que crear 
un sistema democrático neceslta algunos ges- 
tos que pueden ser un poco espectaculares 
y, desde luego, éste va a ser comprendido por 
todos los ciudadanos. A la mayor parte de 
los ciudadanos se !les escapa el tema de los 
certificados de depósito o incluso el proble- 
ma de ilas letras de cambio. Sin embargo, es- 
ta realidad cotidiana les afecta profundamen- 
te, y los que son Diputados por zonas rurales 
lo saben muy bien, porque en los medios agrí- 
colas hay muchos casos en que los interesa- 
dos difícilmente saben leer y escribir, a lo 
mejor se les *hace una instancia para la Dele- 
gación de Agriculltura, lla Delegación de Sa- 
nidad o la Seguridad Social, y se encuentran 
con que, en el caso de que se la envíen, les 
mandan una contestación, un oficio diciéndo- 
les con una cruz que falta el reintegro, y esta 
explicación no figura en el diccionario de la 
lengua castellana. 

Nosotros entendemos que no hay razones 
de tipo fiscal, ni desde el punto de vista de 
ingresos, que justifiquen y legitimen que pa- 
ra todo tipo de contactos con la Administra- 
ción se aplique el sistema de las pólizas, cu- 
ya supresión tendería a facilitar los contactos 
con una Administración cuyas lacras son muy 

conocidas desde hace siglos, y no me quiero 
referir aquí con detalle, por ejemplo, a las 
críticas que pudo hacer Larra, ya que todos 
las conocemos. Pero la supresión de las póli- 
zas sería un gran paso adelante en la conso- 
lidación de la democracia, a niveles cotidia- 
nos, en nuest,ro país. 

El señor PRESIDENTE: Turno en contra 
de esta enmienda. Tiene la palabra el señor 
Rodríguez-Miranda. 

E1 señor RODRIGUEZ-MIRANDA GO- 
MEZ : Señor Presidente Señorías, la enmien- 
da 12, del Grupo Parlamentario Socialista, ha 
venido a plantear a esta Cámara un tema 
que creo de singutar importancia. De mucha 
mayor importancia que el problema de los 
bedeles y de las pólizas a que se ha referido 
la intervención precedente. 

El tema que plantea da enmienda número 12 
al artículo 36 es sustancialmente el de lla gra- 
tuidad del servicio público prestado desde la 
Adminis tración . 

Se ha hablado aquí de lo ominoso que es 
efectuar colla ante una ventanilla y de que 
esto supone una humillación secular del pue- 
blo espafld, que no sólo está humilllado, sino 
que incluso pasa por un complejo proceso de 
desconocimiento que en ningún caso le puede 
llevar a Bruselas. A Bruselas, según el Grupo 
Socialista, no iremos con las pólizas, y a mí 
me parece preocupante mantener esta en- 
mienda por las razones a que voy a aludir a 
continuación. 

Creo que no es preciso tener un conoci- 
miento excesivo para poder saber que todo 
documento público, a partir de )la aprobación 
de esta ley, debe ir reintegrado con una póli- 
za de 25 pesetas. No hay variación alguna, y 
es el pago de una tasa por un servicio públi- 
co. Sí hay, señor Barón, una razón que justi- 
fique, que legitime, el cobro de esta tasa: es 
un servicio público que presta la Administra- 
ción, de consumo divisible con un beneficia- 
rio concreto y determinado. Quien concurre 
ante una ventanilla, quien concurre ante la 
Administración pública en demanda de un 
servicio especializado que a él le beneficia, 
debe pagar, si no el coste del servicio, al me- 
nos una parte del mismo, y eso es lo que di- 
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ferencia fundamentalmente la tasa - q u e  es 
lo que aquí se establece- por la prestación 
de un servicio, del impuesto, que se efectúa 
en proporción a la capacidad contributiva. 

Pero creo que hay razones más importantes 
todavía que alegar, porque el juicio ético del 
Grupo Socialista de pretender que la Admi- 
nistración, en la presentación de instancias, 
de recursos y de permisos, sea gratuita, se 
contradice con sus propios actos. Voy a re- 
ferirme a ello, y quiero llamar singularmente 
la atención de esta Cámara, porque un Grupo 
que viene solicitando la gratuidad, la abso- 
luta gratuidad, y viene solicitando que se de- 
rogue el precepto en el que está establecida 
la tributación en veinticinco pesetas, cobra 
en sus propias Areas de poder seis, siete u 
ocho mil pesetas por este mismo acto admi- 
nistrativo. 
Es importante, y creo que la Cámara debe 

conocer, que el Ayuntamiento de Madrid, en 
donde termina por completo el Grupo Socia- 
lista, al igual que el de Barcelona, el de Va- 
lencia, el de Sevillla o el de Palma de Mallor- 
ca, tienen establecidas unas Ordenanzas de 
exacciones para reintegro d e documentos, 
donde éstos no escapan con ,los cinco frágiles 
duros que hoy pretende el Gobierno someter- 
nos, sino que se ven sometidos a una tributa- 
ción que alcana la cuantía de 1,50 pesetas 
por cada mil pesetas. 
Es grave esto, porque cuando se alude a la 

ética de la administración gratuita para la Ad- 
ministración del Estado, que no se controla, 
se olvida que en la propia Administración que 
sí 5e controla se está cobrando no veinticinco 
pesetas por el mismo acto, sino seis, siete u 
ocho mil pesetas. 

Señores Diputados, una presentación de 
instancia o un recurso ante el Ayuntamiento 
de Madrid está gravado por los siguientes 
conceptos : primera hoja, diez pesetas ; por 
cada hoja más, cinco pesetas, y además, por 
la cuantía del documento, 1,50 pesetas por 
cada mil pesetas o fracción. Este concepto 
aparece en las Ordenanzas del Ayuntamiento 
de Madrid, y tengo a disposición de la Cá- 
mara las Ordenanzas de los principales Ayun- 
tamientos de España, todos ellos bajo la égi- 
da del poder socialista, en donde en conse- 
cuencia parece que debía haberse aplicado la 

filosofía, la ética de la gratuidad. Sin embar- 
go, yo me pregunto qué es lo que en este 
momento preocupa, si mantener una postura 
frente al Gobierno o si 110 que preocupa es, 
simplemente, destruir unos recursos que arti- 
cula el Gobierno en el ejercicio de la función 
del Estado. Esto es importante señalarlo, por- 
que creo que en el caso concreto en que aquí 
nos encontramos, discutir cinco duros, cuan- 
do por el mismo acto se están cobrando seis, 
siete u ocho mil pesetas en los Ayuntamien- 
tos socialistas, realmente implica un extraño 
contrasentido. 

Pero hay algo más. Quiero referirme, y an- 
tes lo he dicho muy brevemente, que quien 
obtiene la prestaci6n de un servicio comple- 
to por parte de da Administración pública, 
quien obtiene una actividad que le beneficie 
de manera determinada, debe tributar a tra- 
vés de una tasa, que es lo que aquí estamos 
regulando, porque obtiene precisamente ese 
beneficio a través de un servicio público cu- 
yo consumo sí es divisible, y en todo caso en 
el concepto de las tasas a que se refiere el 
artículo 36 del texto refundido en ningún 
modo está ajeno el principio de la capacidad 
contributiva como reflejo del principio de jus- 
ticia en el ámbito tributario, porque hay exen- 
ciones concretas, y lo veremos al analizar el 
artículo 37 en relación con el beneficio lega4 
de pobreza, actuación de oficio, jurisdicción 
penal, Tribunal de Cuentas con fallo absolu- 
torio, etc. Quiero decir que el reintegro de las 
veinticinco pesetas para instancias y docu- 
mentos ante la Administración pública tiene 
exenciones concretas por razón de justicia. 

No creo, señor Barón, que solicitando un 
reintegro por el pago de un servicio público 
estemos humilllando secularmente al pueblo 
español, ni creo que rocemos la Constitución. 
La Constitución establece precisamente un 
sistema de financiación de los servicios pú- 
blicos, y allf donde hay participación indivi- 
dualizada en el goce y beneficios que propor- 
ciona el servicio, allí debe haber una partici- 
pación igual en el mantenimiento del servicio. 

No hay tampoco un sistema complejo que 
implique tener un conocimiento específico ; si 
se acude -a los bedeles para comprar las pó- 
lizas, será por razón de comodidad. Todos 
los escritos ante la Administración del Esta- 
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do van reintegrados con veinticinco pesetas. 
Otra cosa serán los escritos ante los Ayunta- 
mientos, en donde sí que existe, entiendo, un 
sistema, y un sistema muy complejo. 

A Bruselas sí se irá con el reintegro de los 
documentos públicos, porque en Bruselas tam- 
bién se reintegran los documentos públicos, y 
yo querría decirle al señor Barón que pre- 
guntara a sus compañeros socialistas eu- 
ropeos si también allí se reintegran, como es 
exactamente la norma en todo el Derecho 
comparado. 

El señor PRESIDENTE: Para un turno de 
rectificación tiene la palabra el señor Barón. 

El señor BARON CRESPO: Señor Presi- 
dente, señoras y señores Diputados, nos aca- 
bamos de enterar que los servicios públicos 
que debe prestar la Administración del Esta- 
do producen beneficios en principio. Aquí hay 
una idea clarísima -aparte de la privatiza- 
ción de la Administración del Estado-, que se 
deduce de no haber leído la enmienda socia- 
lista, porque que se nos diga realmente, cuan- 
do se presenta una instancia o un recurso an- 
te la Administración, qué tipo de beneficio se 
produce al ciudadano. 

Nosotros habíamos entendido, y por eso 
habíamos aprobado la reforma fiscal, que 
realmente #la Administración del Estado de- 
be financiarse con los impuestos, y muy bien 
sabe el señor Rodríguez Miranda cuáles son 
los impuestos básicos -los directos y los in- 
directos- que componen el sistema tributa- 
rio. Es decir, que aquí lo que se nos viene a 
decir es que para que un funcionario mueva la 
mano hay que poner una pbliza, y nosotros 
no estamos de acuerdo con eso ; es inacepta- 
ble. 

En segundo lugar, se nos habla de que he- 
mos ganado las elecciones municipales. Nos- 
otros no podemos hacer nada contra eso ; te- 
nemos nuestra responsabiiidad. Hay unas Or- 
denanzas que vienen de antes, y hay otra si- 
tuación, que se ha contemplado en esta Cá- 
mara, que ha sido que en la Ley de Presu- 
puestos continuamente ha habido una discu- 
sión entre un Gobierno que ha perdido las 
elecciones municipales y una oposición que 
las ha ganado, y esto es absolutamente cia- 

ro. (Rumores.) Es decir, señores Diputados 
de la dereuha (Rumores), que si se leen uste- 
des la Ley de Presupuestos, en el artículo 3.0 
hay una Comisión de transferencias, que se 
ha discutido en la Sección 31 (las transfe- 
rencias globales a partir de la recaudación 
de impuestos indirectos), y que en Espafía 
ahora mismo tenemos una capacidad global 
de inversión por Ayuntamientos, por Dipu- 
taciones, incluidas las forales, y por Cabil- 
dos, que es del 13 al 15 por ciento. En el país 
más jacobino de Europa, que es Francia, es 
del 20 por ciento. 

Esto es lo que pasa, que a los Ayuntamien- 
tos no se les da fondos y se les exige respon- 
sabilidades. Por tanto, es muy diferente la 
situación de un Ayuntamiento, que resulta 
que tiene que depender de cómo se abre y se 
cierra el grifo, que la de la Administración 
Central del Estado, que tiene buen cuidado de 
recaudar sus ingresos. 

Por consiguiente, el argumento no es váli- 
do. Si se nos da la posibilidad de discutir có- 
mo tienen que financiarse los Ayuntamientos, 
seriamente admitiremos los argumentos del 
señor Rodríguez Miranda : si no, el argumen- 
to está viciado de origen. 

Nosotros nos ratificamos en que la Admi- 
nistración, en este supuesto, no produce be- 
neficios. Hemos respetado la parte del ar- 
tículo que se refiere a actuaciones jurisdic- 
cionales, que entendemos que es correcto, 
porque entre otras cosas nosotros tenemos la 
costumbre de consultar a los compañeros. Si 
el Señor Rodríguez Miranda preguntara al1 
señor Ministro de Relaciones con las Comu- 
nidades Europeas, no a un compañero socia- 
lista, quedaría asombrado de la opinión que 
pueden tener otros países europeos de la ins- 
titución secular de Ila póliza. 

Nada más y muchas gracias. (Aplausos.) 

El señor PRESIDENTE: En turno de rec- 
tificación, tiene la palabra el señor Rodríguez- 
Miranda. 

El señor RODRIGUEZ-MIRANDA GO- 
ME2 : Muy brevemente, señor Presidente, se- 
ñoras y señores Diputados, 

La intervención del señor Barón se ha ba- 
sado básicamente en dos puntos. El primero 
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de ellos, que aqul no existe beneficio. Natu- 
ralmente, existe beneficio, pero yo no he ha- 
blado de beneficio de la Administración ; he 
hablado de beneficio del administrado. La Ad- 
ministración pública presta una serie de ser- 
vicios a todos los ciudadanos y,  de éstos, unos 
son de consumo indivisible como, por ejem- 
plo, da milicia, la diplomacia, en donde nin- 
gún ciudadano puede jamás determinar cuál 
es la parte de beneficio concreto que le en- 
traña el establecimiento del servicio diplomá- 
tico en el exterior. 

Pero, frente a ello hay servicios plblicos 
que son de consumo claramente divisible, en- 
tre ellos da apelación a las oficinas públicas 
para demandar un comportamiento determi- 
nado, un examen de archivos, la expedicidn 
de una certificación, el análisis por técnicos 
y la expedición de una licencia, y este es el 
beneficio singular y el beneficio individual que 
obtiene no la Administración, el Estado, y 
esta es la razón justificativa de las tasas. Así 
están en el artículo 26 de la Ley General 
Tributaria y en la Constitución española, que 
también establece como sistema de ingresos 
públicos, junto a 30s impuestos, las tasas y 
las contribuciones especiales, 

Por otro Iado, lo siento mucho, pero en- 
tiendo que no se me ha contestdo en abso- 
luto, y que cuando yo he dicho que el Grupo 
Socialista niega cinco duros para el reinte- 
gro de los documentos del Estado y se atreve 
a exigir más de 6.000 pesetas para los docu- 
mentos de Ayuntamientos, no hay responsa- 
bilidad, no hay ética alguna que lo justifi- 
que. Entiendo que si el servicio público debe 
ser gratuito, la reforma debe empezar por la 
casa propia. (Rumores.) 

El señor PRESIDENTE: Vamos a proce- 
der a la votación en relación con este artícu- 
lo 33. En primer lugar, votaremos la enmienda 
niímero 12, del Grupo Patrlamentario Socia- 
lista del Congreso. 

Comienza la votación. (husu) 

Efectuada la votación, dio el siguiente re- 
sultado: votos emitidos, 281; a favw, 126; 
en contra, 153; abstenciones, dos. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada 
la enmienda número 12, del Grupo Parlamen- 

tario Socialista del Congreso, respecto al ar- 
tlculo 33. 

Sometemos a votacibn, seguidamente, el 
texto del artículo 33, segirn el dictamen de la 
Comisión. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Eefctuacma la votación, dio el siguiente re- 
s u l t d o :  votos mitidos, 282; Q favor, 162; 
ea contru 120. 

El señor PRESIDENTE Queda, en conse- 
cuencia, aprobado el artículo 33, conforme al 
dictamen de la iComisi6n. 

Votamos, seguidamente, el articulo 34. 
Comienza la votación. (Pausa) 

Artículo 34 

Efectuada la votación, dio el siguiente re- 
sultado: votos emitidos 282; a favor, 276; 
Bn mtm, seis. 

El señor PRiEsiDEN'iE Queda aprobado 
el artículo 34, conforme al dictamen de la 
Comisión. 

mentario Socialista del Congreso, al artícu- 
lo 35. Tiene la palabra don Luis Solana. 

Enmienda nthnero 13, del Grupo Parla- MCUIO ss 

El señor SOLANA ~MADARIAGA (don 
Luis): Señor IPresidente, antes de entrar en 
el debate de la enmienda número 13 quisiera 
garantizar que los Ponentes del Grupo So- 
cialista no serán contagiados del calor, bor- 
deando la demagogia, con que los Ponentes 
del Grupo Centrista están interviniendo en 
esta .ley; ley que, quisiera advertirles, es de 
XlD, que luego será asumida por la Cámara, 
pero que no es de los Abogados del Estado, 
ni de los Registradores, ni de los Notarios. ES 
decir, que aquellos que lo sean no le echen 
demasiado calor, porque es, simplemente, una 
ley más, aunque les afecte directamente. 

+El tema que ahora se piantea es, de alguna 
manera, un poco sorprendente,y es que ahora 
vamos a +hablar de títulos nobiliarios. En una 
ley que se titula de Corma tan compleja pu- 
diera ocurrir que saliera hasta esto, y, efec- 
tivamente, hasta los títulos nobiliarios salen 
aquí. Por supuesto, yo quisiera obviar el que 
se llegara a plantear en el debate que las 
enmiendas socialistas se están haciendo en 
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función de que se quiere que paguen más de- 
terminados políticos cuando les hagan duques 
al cesar, porque las enmiendas socialistas no 
van en absoluto por ese camino. 

El tema de fondo que se plantea aquí es 
qué es un título nobiliario. La realidad es que 
no está mal planteado que esté una ley como 
ésta con el título que tiene, porque el título 
nobiliario es lo que está a caballo entre el 
acto jurídico documentado y el patrimonio; 
el título nobiliario es algo que está a medias, 
porque no cabe duda que se puede sacar una 
cierta rentabilidad del título, y a la vez, por 
otra parte, pertenece al mundo de los honores 
del Estado, que premia a un ciudadano con 
un título dentro de un sistema de monarquía 
parlamentaria, en el que es tradicional que 
se puedan dar títulos nobiliarios. Asimismo 
se podría plantear la posibilidad de que esto 
estuviera incluido en el Impuesto sobre el 
Lujo, pero, a fin de cuentas, está aquí y 
tenemos que seguir con él. 

Por tanto, preguntamos al Grupo propo- 
nente de UCD - q u e  'ha ganado ya en Comi- 
sión este texto -¿es caro o no, es lujo o no 
es lujo pagar por suceder en un título con 
grandeza, según el proyecto 70.000 pesetas o, 
según la enmienda socialista, pagar 500.000 
pesetas una vez? No, yo creo que cualquier 
ciudadano comprenderá que esta posibilidad 
está reservada a muy pocas personas y que, 
insisto, tiene unas características de lujo 
bastante obvias, teniendo en cuenta que, bien 
mirado, esta cifra de 500.000 pesetas tampoco 
es tanto. El Grupo de Unión de Centro Demo- 
crático lo abarata a unos niveles que, real- 
mente, para un grande de España, en princi- 
pio, no va a resultar muy agobiante pagar 
70.000 pesetas. 

Nuestra enmienda está en estos términos; 
no tiene más trascendencia que conseguir que 
la sucesión de los títulos pague más. Pero 
esto llega a ua situación atín más escandalosa 
si, en cierta medida, tenemos en cuenta lo 
barato que la propuesta de U.GD está ponien- 
do el lujo del título nobiliario, y es que la 
rehabilitación -no sé si ustedes saben un 
poco cómo a veces se consigue- se puede 
buscar, simplemente, a través del árbol ge- 
nealógico, si existe algún panente lejanísimo 
que pueda justificar que tuvo algo que ver 

con un duque, un rey, e inmediatamente se 
pide la rehabilitación de un título. Según el 
proyecto d s  UniOo de Centro Democrático 
son 120.000 pesetas por un titulo modesto, sin 
grandeza de España. Nosotros planteamos, 
que, por lo menos, se paguen 500.000 pesetas, 
ya que consideramos que la rehabilitación 
de un título, que, insisto, va a significar una 
cierta trascendencia en la vida social de la 
persona, ha de tener un cierto coste fiscal en 
la ley. 

Esta es la enmienda. No se entra en el 
fondo de la cuestión sobre títulos sí, títulos 
no; no es éste el sitio ni el lugar, pero sí en 
que se encarezca algo que tiene una cierta 
trascendencia para la vida de las personas. 

El señor PRESIDENTE: Enmiendas núme- 
ros 45 y 46, del Grupo Parlamentario Co- 
munista. Tiene la palabra el señor B r e z  
Royo. 

El señor PERIEZ ROYO: Señor Presidente, 
Señorías, muy brevemente, desde los esca- 
ños, para defender conjuntamente, como ha 
dicho la Presidencia, las enmiendas números 
45 y 46, que en parte, solamente en parte, 
coincimden con la que acaba de defender el 
señor Solana por el Grupo Socialista. 

Las enmiendas que proponemos, al igual 
que algunas de las que defendíamos en la 
tarde de ayer, tienen un carácter conserva- 
dor, un carácter conservador de lo existente 
actualmente. Hoy, las intervenciones que han 
tenido lugar en relaci6n con este proyecto de 
ley se han calificado aquí de intervenciones 
academicistas o de oposición. Se ha hecho 
referencia a profesiones dignísimas, a nin- 
guna de las cuáles pertenece el Diputado que 
les habla. Por esta razón prefiero utilizar 
este calificativo -un tanto insólito desde 
estos bancos- de wonservadom, en el sen- 
tido de conservar -valga la redundancia- 
el gravamen para un acto que, tradicional- 
mente, ha estado sujeto al mismo y del que, 
por virtud de este proyecto, se pretende es- 
capar, como es el otorgamiento de títulos 
de nobleza. El otorgamiento de títulos de 
nobleza ha estado tradicionalmente sometido 
a gravamen en nuestro ordenamiento dentro 
de este impuesto de actos jurídicos docu- 
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mentados. Actualmente desaparece del pro- 
yecto, lo cual, dentro de este espíritu de 
conservación del gravamen, nos parece in- 
correcto; no encontramos razón para eliminar 
esta figura del gravamen. 

'La segunda enmienda, la número 46, se re- 
fiere a la escala del gravamen. Aquí también 
hay un criterio, digamos, moderado. Nos- 
otros, por decirlo así, ponemos la vida un 
poquito menos cara que en la enmienda so- 
cialista, y hacemos una revisión algo más 
modesta, pero que va bastante más allá de 
las cifras que propone el Partido del Gobier- 
no, que propone el proyecto. Y el criterio que 
hemos empleado no es arbitrario, sino que es 
simplemente el de multiplicar la escala ac- 
tualmente vigente por un múltiplo parecido, 
idéntico, al que se utiliza en relación a otros 
sujetos de gravámenes contemplados en el 
texto. 

En base a eso nos salen las cifras que pro- 
ponemos en nuestra enmienda número 46, y 
que sometemos a votación de la Cámara, para 
la que pedimos el voto afirmativo, anuncian- 
do, en cualquier caso, que también votaremos 
las cifras propuestas por el Grupo Parlamen- 
tario Socialista, porque, aunque no tengan 
el mismo criterio que las nuestras, nos parece 
que son unas cifras ajustadas también al 
gravamen al que debe someterse este tipo de 
.titulos. 

El señor PRESIDENTE: ¿Turno en contra 
de estas enmiendas? (Pausa.) 

Tiene la palabra el señor Rodríguez-Mi- 
randa. 

El señor RODRIGUEZ-MIRANDA GOiIVEZ; 
Seííor Presidente, seiíoras y señores Diputa- 
dos, aquí se plantea una cuestión curiosa: 
parece que la reforma fiscal, que se debate 
entre textos enormemente áridos, debe tener 
cada vez, con cada texto, alguna ocasión, 
al menos, jocosa. En otro tiempo fueron las 
camas y las cornucopias; hoy parece que han 
saltado al ruedo los marqueses; porque, en 
síntesis, la discusión, la postura, es: ¿cuanto 
vale ser marqués? 

Aquí se han presentado dos enmiendas: 
una, la número 13, del Grupo Parlamentario 
Socialista, y otra, la número 46, del Grupo 

Parlmamentario Comunaisba, que es una verda- 
dera euroenmienda, entiendo yo, porque, con 
una habilidad enorme, el Grupo Comunista 
desborda al Grupo Socialista por la derecha y 
sittía la cesta de la compm del marqués un 
poco más barata que el Grupo Socialista. 
(Risas.) 

Realmente, el saber cuánto vale ser mar- 
qués es una cuestión de pura apreciación; 
es una apreciación de juicios éticos en su tra- 
ducción en la reforma fiscal. Yo quisiera 
decir que la reforma introduce en el texto 
actualmente vigente algunos puntos impor- 
tantes. 

Hasta ahora tributaban por el concepto de 
grandezas, honores y condecoraciones en el 
apartado 34 de la tarifa, de acuerdo, nada 
menos, que con trece escalas y una comple- 
mentaria, cada una de ellas, a su vez, con 
cuatro grados diferentes, s e a n  el grado de 
sucesión y el grado de rehabilitación. Eso 
producía un cúmulo de casi treinta y tantas 
tarifas, que la ley simplifica; y no s610 
simplifica, es importante decirlo, sino que 
la ley eleva; eleva multiplicando por dos y 
estableciendo una adecuada curva en el or- 
den de la tributacidn en cada una de las tres 
escalas diferentes en que articula. 

Lo que Ocurre es que a la presentación de 
las enmiendas, sean euroenmiendas o sean 
enmiendas a la izquierda de las euroenmien- 
das, creo que habría que hacerlas rebatk con 
argumentos que fueran euroargumentos, ar- 
gumentos europeos, puesto que aspiramos a 
integrarnos en Europa. 

Un análisis del Derecho comparado euro- 
peo nos puede aportar, quizá, alguna luz. 
Quisiera recordar, a los dos ilustres parla- 
mentarios que me han precedido en el uso 
de la palabra, que en el análisis del conjunto 
del Derecho europeo no existe ningún país, 
sea monarquía o república, en el que se 
tribute por la transmisión de un título nobi- 
liario. El único país en donde se establece 
la tributación es en Inglaterra, y tiene una 
justificación; y es que lo que paga allí es el 
título vinculado al mayorazgo y, en conse- 
cuencia, es la transmisión de bienes que está 
unida a una figura medieval, la figura de la 
vinculación, y éste es el concepto que paga. 
Fuera del caso inglés no hay ningún otro 



en el Derecho europeo en donde la trans- 
misión de títulos esté sometida a gravamen. 

'Creo que con ello recojo algo que debe ser 
el futuro del Derecho español. Pero también 
es cierto que nuestras circunstancias socia- 
les, que nuestro contexto econ6mico y social 
no es el mismo que el del Derecho europeo, 
que no es el mismo que el de los países que 
nos rodean, y entiendo que en el caso español 
era oportuno establecer una tributación. Y 
el Gobierno, en el proyecto, remite una es- 
cala, una escala que se incrementa multipli- 
cando por dos la actualmente vigente y en 
donde establece el gravamen; y aquí establece 
una diferenciación: la transmisión de títulos 
hereditarios. Creo que éste es el reflejo de 
una postura en la apreciación del conjunto 
de componentes sociológicos que deben tra- 
ducirse en la tributación adecuada en la le- 
gislación. Todo lo demás, entiendo que son 
posturas que pueden rayar, en ocasiones, con 
la demagogia. i Cuánto puede costar! Podía- 
mos haber puesto diez millones o mil mi- 
ilones. 

En todo caso, sí quisiera contestar tambiéri 
a la enmienda 45, del Grupo Parlamentaria 
Comunista, porque hay un punto importante. 
En ella se establece el deseo de que la tribu- 
tación se establezca no s610 para la transmi. 
sión de los títulos y su rehabiiitación sinc 
también para su otorgamento. Normalmente 
en los países europeos de Derecho compa 
rado que constituyen monarquías, el otorga, 
miento de títulos no viene vinculado a lo! 
fenómenos del pasado, vinculación a hecho! 
de carácter guerrero o, incluso, de carácte 
puramente económico, y no se da el fen6 
meno de la compra de los títulos. Lo quc 
existe en el Derecho comparado es el otorga 
miento de dignidades a personas que hai 
prestado destacados servicios en el campo dc 
las ciencias, de las artes, de la literatura, et 
cétera. Es un reconocimiento a una funciól 
social que se considera notable, y entiendc 
que con ello se premian, a través de un sis 
tema de valores establecidos, conductas qu 
se consideran éticamente valiosas. 

Pretender someter a tributacibn, y en 1 
cuantía que lo establece la enmienda df 
Grupo Parlamentario Comunista, a posible 
científicos que puedan aspirar a tener un rc 

conocimiento nobiliario, o a posibles personas 
vinculadas al mundo de las artes o de las 

tras, sería, entiendo, excesivo y sería hacer 
agar por algo que se reconoce simultbea- 
iente su valía. Por eso el Grupo Socialista 
o entra en el terreno del otorgamiento, y 
n este sentido apoyó el proyecto del Go- 
ierno. El resto, el establecer las escalas, el 
efinir cuánto pueda costar ser o no mar- 
ués, creo que es una cuestión de aprecia- 
i6n; quizá el acercamiento a las posiciones 
el Gobierno de uno u otro Grupo sea un 
eflejo de la proximidad con que se vea el 
itorgamiento de Lord Atlee o Lord Bevan. 
Ssto es una postura puramente personal. 

:Entiendo que con la escala que el Gobierno 
bresenta en el proyecto -y que mi Grupo ha 
ipoyado en Ponencia y en iComisión, y lo va 
i hacer hoy en el Pleno-, está suficiente- 
nente sometido a tributación, sobre todo 
risto el Derecho comparado europeo, el fe- 
iómeno de la trasmisión de las grandezas, 
ionores y condecoraciones. 

El señor PRENSEDENTE: Tiene la palabra 
?1 señor Pérez Royo, para rectifi,cación. 

El señor PEREZ ROYO: Señor Residente, 
Señorías, para una rectificación que, en pri- 
mer lugar, pretende recordar que si hemos 
mantenido esta enmienda es porque la te- 
níamos inicialmente junto con otra serie 
de enmiendas que, sin desmerecer la presen- 
te, creíamos de más enjundia; es decir, que 
no nos hemos limitado a estos temas más o 
menos jocosos, como los ha calificado el 
'señor Rodríguez-Miranda, sino que había 
otra serie de temas de indudable importancia 
social y fiscal que hemos abordado en el 
examen de la ley. 

En segundo lugar, ya en relación a sus 
argumentos concretos, querría decirle que 
nuestra euroenmienda, como él la ha califi- 
cado, bien puede oalificarse así, y si hubiera 
echado una miajita más de imaginación, hu- 
biera visto que no solamente desbordamos 
por la derecha al Partido Socialista, sino que 
desbordamos por la derecha al propio $Par- 
tido del Gobierno, incluso más allá, puesto 
que, si se entiende bien nuestra enmienda, al 
establecer un gravamen relativamente cuan- 
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tioso para los títulos, puede entenderse que 
lo que estamos haciendo precisamente es 
valorizando estos títulos, y más dentro del 
modelo de sociedad que se defiende por aque- 
llos bancos, ya que, más o menos, usando un 
refrán, diría: tanto tienes, tanto vales. De 
manera que, por ese lado, así están las cosas. 

En tercer lugar, en cuanto al curioso argu- 
mento sobre la dificultad de no el estableci- 
miento, sino la conservación del gravamen 
que nosotros pretendemos para el otorga- 
miento de los títulos, el entorpecimiento que 
esto podría suponer en cuanto al fomento de 
las ciencias y las artes liberales, yo sugeriría 
al Gobierno que tratara de enderezar este fo- 
mento a través de otros caminos más ade- 
cuados precisamente a este objeto, en lugar 
de ceñirse a esas minucias fiscales. 

Por otra parte, también le recordaría el 
señor Rodríguez-Miranda que la jurispruden- 
cia reciente, la práctica reciente en materia 
de otorgamiento de títulos en otros países, 
puede ser diferente. En nuestro país, aparte 
de que se han concedido generalmente con 
exención, no han venido ligados a estos acon- 
tecimientos en el campo de las ciencias y 
de las artes liberales, como en otros países, 
sino en otros campos más próximos a esta 
Cámara. 

El señor PRESEDBNTE: Vamos a proceder 
a las votaciones. Votaremos en primer lugar 
la enmienda número 45, del Grupo Parlamen- 
tario Comunista, por la que se propone la 
incorporación del concepto «otorgamiento» 
en el párrafo primero de este artículo. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente re- 
sultado: votos emitidos, 283: a favor, 124; 
en contra, 149: abstenciones, 10. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada 
la enmienda número 45, del Grupo Parlamen- 
tario 'Comunista, respecto del primer párrafo 
del artículo 35. 

Votaremos seguidamente la enmienda n& 
mero 13, del Grupo Parlamentario Socialistas 
del Congreso, respecto de la escala. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente re- 
sulDado: votos emitidos, 284; a favor, 122; 
en ccwrtm, 151; abstenciones, 1 1 .  

!El seiior PRESIDENTE: Queda rechazada 
la enmienda n h e r o  18, del Grupo Parlamen- 
tario Socialistas del Congreso, respecto del 
artículo 35. 

Seguidamente sometemos a votación Sa 
enmienda n h e r o  46, del Grupo Parlamen- 
tacio Comunista, también referida a la es- 
cala del artículo 35. 

'Comienza la votacibn. (Pausa) 

Efectuada la votación, dio el siguiente re- 
sultado: votos emitidos, 284; a favor, 124; 
en &m, 150; abstenciones, 10. 

El señor PRESIlDENTE: Queda rechazada 
la enmienda número 46, del Grupo Parlamen- 
tario Comunistá, respecto de la escala del 
artículo 35. 

Votaremos seguidamente el artículo 35, in- 
cluida la escala, conforme al dictamen de la 
Comisi6n. 

Comienza la votación. (Pausa) 

Efactuada la votación, dio el siguiente re- 
sultado: votos emitidos, 283; a favor, 158; 
en contra, 25; abstmciones, 100. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado 
el artículo 35 conforme al texto del dictamen 
de la Comisión. 

Para explicación de voto, tiene la palabra el 
señor Barrera. 

El sefior BARRERA COSTA: Señores Dipu- 
tados, pocas veces he tenido la sensacih en 
esta Cámara de asistir a una discusión y a unas 
votaciones tan irrelevantes. Me he quedado, 
además, sorprendido de v 4  a los Grupos So- 
cialistas y Comunistas consagrar, en cierta ma- 
nera, la vigencia de  los títulos nobiliarios a 
través de sus enmiendas acerca de la tmnsmi- 
sión de los mismos e incluso del otorgamiento. 
Me parece que son cuestiones éstas ya supe- 
radas en el mundo actual. 
Yo no tenga en absoluto ninguna objeción 

a los que quieren recordar sus antepasados y 
utilizan unos títulos que ellos obtuvieron. Me 
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parece un derecho indiscutible y, además, per- 
fectamente legítimo que no perjudica a nadie 
en absoluto. Pero esto de querer establecer 
impuestos de  tal manera que significa darles, 
repito, una vigencia actual a unas cuestiones 
que me parece que relevan de la historia y no 
de otra cosa, lo considero absurdo discutirlo, 
sobre todo cuando no es por este camino por 
el que vamos realmente a aumentar los recur- 
sos del Estado, porque lo que pmia recaudar- 
se por esta vía es absolutamente inferior a lo 
que significa, sin duda, el tiempo de esta pro- 
ipia Cámara y todo el gasto necesario para 
efectuar la recaudacih. 

Por tanto, por estas razones me he abste- 
nido en todas estas votaciones, y realmente 
creo que habríamos podido hacer cosas más 
interesntes que no ocupar estos minutos ha- 
blando de estas cuestionies. 

El señor PRESIDENTE : Por el Grupo Parla- 
mentario Minoría Catalana, tiene la palabra 
el señor Trtas Fargas p r a  explicación de 
voto. 

El señor TRIAS FARGAS : Simplemente pa- 
Ira decir que nosotros pensamos que los mé- 
ritos de las personas se pueden recompensar 
según un abanico amplio de fórmulas. Me pa- 
rece que en una Monarquía como ésta no debe 
excluirse la posibilidad de recompensar con 
un título ecos méritos. En realidad, eso depen- 
derá de los méritos y tiimbién de la persona 
que los reciba. Yo quisiera recordar que Wins- 
ton Churchill, en Inglaterra, no quiso aceptar 
ningún título nobilliario. De manera que ex- 
cluirlos me parece a mí que es cerrar unas 
posibilidades de reconocimiento y que esto 
no es justo ni debe serlo. 

Lo que sí que me parece y nos parece a to- 
dos es que los títulos que se otorguen por 
ese motivo deben concederse sin carácter he- 
reditario, porque se recompensa a la persona, 
pero no a sus hijos ni descendientes. En este 
sentido, considero que debiera quedar claro 
que los otorgamientos son posibles, y si se 
quiere incluso aconsejables, en los casos en 
que el interesado lo desee y, desde luego, l o  
merezca, pero en todo caso creo que no deben 
ser hereditarios. 

En cuanto a los títulos hereditarios, noso- 
tros pensamos que no somos capaces, que no 

10s sentimos con fuerza para decidir si un 
narqués vale un milldn de pesetas o medio 
nillón, y por eso nos hemos abstenido en to- 
ias estas votaciones. 

El señor PRESIDENTE: Sometemos a vo- A r t h h  36 
:ación, seguidamente, el artículo 36, según el 
iictamen de la Comisión. 

Comimza la votación. (Paiusa.) 

Efactuada la votación, dio el siguiente re- 
sultado: votos emitidos, 278; CE favor, 270; en 
:ontra, cuatro; abstenciones, cuatro. 

El señor PRESIDENTE : Queda aprobado 
?1 artículo 36, conforme a los términos del 
dictamen de la Comisión. 

Al artículo 37 hay presentadas dos enmien 
das, las números 45 y 48, del G,rupo Parla- 
mentario Comunista. 

Articulo8 
37 y 38 

El señor PEREZ ROYO: Quedan retiradas, 
señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Quedan retiradas 
las enmiendas números 45 y 48, del Grupo 
Parlamentario Comunista. 

Enmienda número 22, del Grupo Parlamen- 
tario Socialislta de Cataluña. Tiene h padabra 
el señor Lluch. 

El señor LLUCH MARTIN: Esta enmienda 
tiene por objeto la exención de las instancias 
y recursos presentados ante las oficinas pú- 
blicas de la Seguridad Social y ente la Magis- 
tratura de Trabajo, y se justifica por los si- 
guientes argumentos : 

En primer lugar, por la razón de que las 
olases populares en general se encuentran in- 
defensas, por una simple razón: la de que 
tienen un temor al coste del procedimiento. 
Todo lo que sea contribuir a despejar este 
$temor tendente a la gratuidad de la justicia 
en el campo propio del Derecho del Trabajo 
supone un paso claramente positivo, no sola- 
mente porque favorecería el que esta justicia 
no quede sin aplicación por falta de petición, 
sino incluso para mejorar la imagen misma 
del Estado ante estas clases populares. 

Con todo, la enmienda de Socialistas de 
Gataluña ni siquiera pretende ser clasista a la 
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invesa, ya que no distingue entre los sujetos 
presentantes de los documentos, instancias o 
recursos. 

En último lugar, queremos decir que nues- 
tra enmienda está motivada por el hecho de 
que la Seguridad Social ya es 4i sí misma, 
4i gran parte, un servicio sostenido con gra- 
vámenes sobre los pa,rticulares incluidos en 
su h b i t o .  Un nuevo tributo sobre las actua- 
ciones ante la misma constituye, en cierto 
modo, una plurifisalidad sobre 'las mismas 
prestaciones. 

ipm estos tres motivos, mantenemos la en- 
mienda número 22, relativa a la exención de 
las instancias o recursos ipresentados ante las 
oficinas públicas de la Seguridad Social y 
ante la Magistratura de Trabajo. 

El señor PRESIDENTE: Turno en contra. 
Tiene la palabra el señor Escartín. 

El señor ESCARTiN IiPIENS: Señor Presi- 
dente, sefioras y Señores Diputados, muy b e -  
vemente, porque este debate se ha alargado 
ya con una serie de cuestiones en cierto modo 
marginales al tema básico que estábamos dis- 
cutiendo, que e s  01 Impuesto sobre Transmi- 
siones Patrimoniales y Actos Jurídicos Docu- 
mentados, pieza importante en el sistema fis- 
cal, por su importancia, no solamente presu- 
puestaria y t radicih jurídica, sino porque, 
además, incide en la vida de los ciudadanos 
de modo muy directo, de f m a  que hoy hay 
muchas personas que están pendientes del re- 
sultado de este debate, porque afecta no a 
clases !privilegiadas, sino al conjunto de la po- 
blación, y creemos que no lo debemos alargar 
en cuestiones que puedan ser de anécdota den- 
tro del conjunto de la gran importancia del 
impuesto que estamos debatiendo. 

Además, esta enmienda del Grupo Socialis- 
ta de Cataluña es coincidente con una enmien- 
da similar del Partido Socialista Obrero Es- 
pañol que ha sido ya debatida anteriormente, 
y no es sino una manifestación particular de 
lo que antes ha sido dicho y discutido. 

Unicamente hay una particularidad en que 
quiero ,insistir. 

Nuevamente se está pidiendo la exención 
para esta tasa de 25 pesetas por un servicio 
que se demanda de la Administración Pú- 
blica, y que realmente encarece de las 10 pe- 

setas actuales a las 25, y, además, en muchos 
casos, y precisamente ante la Magistmtum de 
Trabajo, como sabe el enmendante, hay una 
ex&ción personal. 

IPero es que realmente estamos en contra de 
las exenciones personales que afectan a una 
categoría 'especial de ciudadanos, sean estos 
quienes sean, porque hay que determinar y 
hay que hacer leyes objetivos según la capa- 
cidad económica y no según la clase de los 
ciudadanos. Esto nos recuerda el viejo siste- 
ma de privilegios, que hay que desterrar del 
sistema fiscal. 

iPor tíltimo, no se ha advertido \por el en- 
mendante que la enmienda se refiere a la exen- 
ción de las instancias presmtadas por particu- 
lares, y que luego se invoca en su argumen- 
tación a los trabajadores, pero lo que no se 
dice 'es que entre esos particulares están los 
empresarios, y, por consiguiente, habría que 
eximir también a los propios empresarios, lo 
que no  considero justificado, y me remito a la 
argumentación que mi compañero ha hecho 
ya brillantemente sobre el tema de las tasas de 
los servicios públicos. 

E4 señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el 
señor Lluch, en turno de rectificación. 

El señor LLUGH MARTIN: Para decir sim- 
plemente que creo que #el señor Escartín no 
ha escuchado mi argumentación. 

He dado tres argumemtos y respecto al se- 
gundo he dicho, y lo leo, más o menos, de 
mis notas: «Con todo, la enmienda ni siquie- 
ra pretende ser clasista a la inversa, ya que 
no distingue entre los sujetos presentantes de 
los documentos». (Por tanto, no hemos escon- 
dido nada. 
En segunido lugar, decir que en algunos a- 

s o ~ ,  como el de la Magistratura de Trabajo, 
esta exención se da. Pero recuerdo el otro 
argumento que damos, el primero, que era pa- 
ra mejorar la imagen misma del Estcido, eVi- 
tando una cierta prevención que hay en el 
prccedimiento. Es igual que se paguen 25 que 
10 pesetas, porque no es ninguna fuente de 
ingresos sustancial de las que decía Heribert 
Barrera, pero se trata de algo que puede con- 
tribuir, sobre todo, a mejorar la imageni, faci- 
litar que las clases populares no tengan miedo 
a este tipo de acciones. 
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Por lo tanto, no se ha contestado a ninguno 
de mis argumentos. Yo creo que esta expec- 
tativa que él dice que hay de los que esperan, 
a lo mejor no están incluidos entre los afec- 
tados. Y nosotros consideramos que la imagen 
del Estado y de la Justicia no puede ser con- 
siderada como anécdota dado que no es una 
barrera pequeña, desde nuestro punto de vista, 
sino sustancial. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el 
señor Escartín, para rectificar. 

El señor ESCARTIN IPIENS: Para reite- 
rarme en lo dicho. La justicia laboral es gra- 
tuita para los trabajadores -vuelvo a hsis- 
tir- según su legislación específica y, por 
consiguiente, me reitero en los argumentos 
anteriores, pero quiero que quede bien claro 
que no hay ningún gravamen por lrazón de no 
acoger esta esención a los trabajadores res- 
pecto a la Magistmtura de Trabajo, porque 
gozan ya de esa exención. 

El señor PRESIDENTE: Vamos a proceder 
a las votaciones en relación con este artícu- 
lo 37. 

(Para debida constancia, quiero significar 
que las enmiendas retiradas por el Grupo Par- 
lcamentario Comunista son las números 47 y 
48, y no  las números 45 y 48, como errónea- 
mente había indicado esta Presidencia. 

Vamos a proceder a la votación de la en- 
mienda 22, del Grupo IParlamentario Socialis- 
ta de Cataluña, en relación con este artícu- 
lo 37. 

Comienza la votación. [Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente re- 
suttado: votos ernitidm, 281; a favor, 125; en 
contra, 146; abstenciones, 1 O.  

El señor PRESIDENTE : Queda rechazada 
la enmienda 22, del Grupo Parlamentario So- 
cialistas de Cataluña respecto al artículo 37. 

Votaremos, seguidamente, el texto del ar- 
tículo 37 conforme al dictamen de la Comi- 
sión. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efuctuada la votación, dio el siguiente re- 
sulta&: votos emitidos, 281; a favor, 279; en 
contra, dos. 

El señor 1PRESIDENTE : Queda aprobado 
el artículo 37 conforme al texto del dictamen 
de la Comisión. 

Votaremos, seguidamente, la enmienda 51, 
del Grupo IParlamentario Comunista, -al núme- 
*o 1 del artículo 38, que fue ya.defendido y 
debatido en la tarde de ayer. 
Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada fa votación, dio el siguiente re- 
sultado: votas mitidos, 282; a favor, 127; era 
contra, 153; abstenciones, dos. 

El seflor PRESIDENTE : Queda rechazada 
la enmienda 51, del Grupo Parlamentario Co- 
munista, respecto del artículo 38. 

Votamos, seguidamente, el texto del artícu- 
lo 38, según el tQcto del dictamen de h Co- 
mis i6n. 

El señor PEREZ ROYO: Pedimos votación 
separada del número 1. 

El señor PRESIDENTE: Votamos el núme- 
ro 1 del artículo 38, segíin el texto del dicta- 
men de la Comisión. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectumda la votación, dio el siguiente re- 
sultado: votos emitidmi 280; Q favor, 159; en 
contra, 25; abstenciones, 96. 

El señor PRESIDENTE : Queda aprobado el Artlculoa 
número 1 del artículo 38, conforme al dicta- 
men de la Comisión. 

Votaremos, seguida>mente, el artículo 38 en 
sus números 2, 3, 4 y 5, más los artículos 39 
a 42, ambos inclusive. ¿Están de acuerdo con 
la acumulación. (Pcausa.) 

39 al 42 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada tu votación, dio el siguiente re- 
sultado: votos emitidos, 281; a favor, 276; en 
contra, cQd; aúsknciones, tres. 

El señor PRESIDENTE: Quedan aprobados Artfculo 43 
los números 2, 3, 4 y 5 del artícullo 38, y los 
articulos 39 a 42, todos ellos de conformidad 
con el texto del dictamen de la Comisión. 

El Grupo Parlamentario Comunista mantie- 
ne la enmienda número 54 al artículo 43. 
Tiene la palabra el señor Pérez Royo. 
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El señor PEREZ ROYO: Señor Presidente, 
Señorías, para la defensa de la úlltima 4i- 
mienda, en este ya prolongado debate sobre el 
Impuesto de Transmisiones, la enmienda nú- 
mero 54, que propone la supresión del núme- 
ro 4 de este artículo 43 que establece que 
cuando en relación a un acta o contrato so- 
metido B gmvamen se haya declarado la nu- 
lidad, «aunque el acto o contrato no haya 
producido efectos lucrativos, si la rescisión o 
resolución se dealarase por incumplimiento 
de las obligaciones del contratante fiscalmen- 
te obligado al pago del Impuesto, no habrá 
lugar ci devolución alguna)). Nuestra enmienda 
se orienta, como digo, a establecer la supre- 
sión de este apartado, y los argumentos en los 
que se basa nuestra enmienda coinciden en 
una gran medida, en absoluta medida incluso, 
diría yo, con  la filosofía expuesta ayer por el 
señor Escartín, si no recuerdo mal, o por el 
señor Del Valle, a l  hablar del principio de 
capacidad contributiva en relación a este gra- 
vamen. 

El problema es el siguiente: Se nos decía 
que el gravamen no debe establecerse sobre 
el acto jurídico en sí, sino sobre el acto en 
tanto en cuanto entraña un desplazamiento 
patrimonial. Pues bien, si el acto es nulo, es 
declarado como tal nulo y, en consecuencia, 
no tiene lugar desplazamiento (patrimonial. Al 
producirse la anulación del acto, el desplaza- 
miento patrimonial no llega a tener lugar, pres- 
cindiendo de quién haya tenido o no la culpa, 
de quién sea la parte culpable de la nulidad 
del acto. No nos parece oportuno someter a 
gmvamen estos actos en relación a los cuales, 
como digo, no se ha producido el desplaza- 
miento patrimonial que daría razón de la a- 
pacidad contributiva que se pretende someter 
a gravamen. Búsquense para el contratante 
no cumplidor las formas de sanción en el De- 
recho Civil, 'en el Derecho IPenal, en el ámbito 
que sea, pero, evidentemente, desde el punto 
de vista fiscal, este acto debe considerarse 
como no sujeto a gravamen si somos coheren- 
tes con el principio de capacidad contributiva 
que ayer se esgrimía ccm relación a otros su- 
puestos de este mismo texto. 

El señor PRESIDENTE: ¿Turno en contra? 
Tiene la palabra el seiior Rodríguez-M,imnda. 

El señor RUDRIGUEZ-MIRANDA GOMEZ : 
Sobre esta última enmienda del Grupo Parla- 
mentario Comunista al artículo 43, yo qui- 
siera decir que si antes me he referido a que 
la m i e n d a  del Grupa Comunista a la tribu- 
taci6n de las grandezas y honores, caiificán- 
dola de eurocomunista, yo me atrevería se- 
ñalar que la enmienda número 54 no se atre- 
verían a suscribirla ni los ultramontamos de 
la derecha, señor Pérez Royo, porque real- 
mente es una puerta abierta al1 fraude fiscal. 
No comprendo cómo un grupo político que 
se sitúa T'ice- en posiciones de izquierda, 
abre la puerta al flraude fiscal, y la prueba es 
que en Comisión todos los grupos políticos 
votaron en contra de ella. 

Señor Pérez Royo, cuando se declara la nu- 
lidad de un acto civil, en forma judicial o en 
forma administrativa, no hay lugar al pago 
del impuesto, y hay una devolución, y a ella 
se refiere el artículo 43 en w número 1. Pero 
cuando esa anulación procede del incumpli- 
miento voluntario de una de las partes, se está 
dejando nada menos que la fijeza del impues- 
to a la libre voluntad de una de las partes y 
se está abrimdo la puerta al fraude, a la de- 
fmudación fiscal. Si se suprime el número 4 
del artículo 43, mucho me temo quc la fijeza 
y permanencia del Impuesto de Transmisicnes 
en el itimpo tendrá muy poca vigencia, por- 
que desde luego con ello daremos un escape, 
una vía libre al fraude fiscal. 

Yo entiendo que el artículo 43, en su inte- 
gridad, recoge una doctrina largamente elabo- 
rada en este Impuesto que hoy nos ha tocado 
debatir, uno de los más antiguos del Derecho 
Fiscal español; un Impuesto realmente modé- 
lico en cuanto que ha establecido no s&lo el 
fenómeno de su vigencia durante más de 150 
años, sino también la posibilidad de exporta- 
cidn de sus criterios a otros derechos que en 
él se han inspirado, y creo que quedará enor- 
memente cojo el proyecto si, a través de la 
admisióa de la enmienda del Grupo Comunis- 
ta, dejáramos la puerta abierta al fraude en 
todo tipo de opemciones de tlransmisiomes en- 
tre partes, en virtud del simple incumplimien- 
to particular. 

En consecuencia, mi Grupo va a mantener 
el mismo criterio coherente can el resto del 
texto que ha mantenido hasta ahora, y va en 
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contra de la enmienda y a solicitar el mante- 
nimiento del texto del dictamen de la Comi- 
sión. 

El señor PRESIDENTE: El señor Pérez 
Royo tiene la ,palabra para rectificación. 

El señor PEREZ ROYO: Para una breve 
rectificación, en la que no quisiera incurrir 
en el academicismo en el que inevitablemente 
nos hemos movido durante una gran parte 
del debate de este texto, porque la propia 
naturaleza del mismo 110 exige, pero en el 
que en cierta medida la prolpia réplica del se- 
ñor Fernández Miranda, perdón, Rodríguez- 
Miranda, me fuerza a incurrir. 

E'fectivamente, al Grupo Parlamentario Co- 
munista, y concretamente al Diputado que 
les habla, no se le escapa la larga tradición 
de este precepto. No se nos escapa que esto 
procede del Impuesto de Derechos Reales que 
ha sido exportado a la Ley General Tributaria 
en su artículo 25, apartado 2 ;  no se nos es- 
capa tampoco la referencia del Derecho com- 
parado. Podríamos hablar del artículo 8." de 
la Ley de Registro italiana, para refrescarle 
la memoria, si es que al señor Rodríguez- 
Miranda le hace falta. Pero, además de re- 
frescarle la memoria, también le diría que esto 
no impide que la doctrina más sana que 'ha 
analizado este prdblema en nuestro país -y 
representantes eximios de esa doctrina se en- 
cuentran hoy aquí en esta Sala- han criti- 
cado (precisamente el artículo 25, 2, de la Ley 
General Tributaria, que tiene causa directa 
en un precepto parecido a éste, precisamente 
sobre la base de su inadecuación al concepto 
fundamental de la capacidad contributiva al 
construir un sistema coherente al nuestro. 

En cualquier caso, lo que no se puede hacer 
es la invocación, como cláusula genérica al 
problema, de que estamos abriendo el portillo 
al fraude, para hacer algo que está mal hecho 
desde el punto de vista de los (principios de 
un impuesto de esta naturaleza que, como 
decía ayer, reclama coherencia en una me- 
dida probablemente mayor a ningún otro, se- 
gún (han tenido ocasión de decir los dignos 
representantes de UCD, que conocen perfecta- 

El fraude, lpor otra parte, no queda abier- 
to, puesto que, en definitiva, el1 problema 
sería que, al no producirse efectos lucrativos, 
sencillamente no se (habría producido el hecho 
imponible del impuesto y no se habría produ- 
cido material y sustancialmente eJ hecho im- 
ponible del i>mpuesto. 

En cualquier caso, si se quieren evitar pro- 
blemas de fraude, que se busquen otras vías, 
como sancionar al contratante incumplidor. 
Hay vías tipificadas en nuestro ordenamiento 
y no hace falta, para .lograr el etecto que se 
pretende, establecer algo que, como digo, 
dañaría gravemente la congruencia de este im- 
puesto y nuestro sistema tributario en su 
conjunto. 

Pidiendo nuevamente excusas por e9 acade- 
micismo en el que me he visto obligado a in- 
currir al hacer la réplica y defensa de mi 
enmienda, doy por finalizada la intervención 
y el conjunto del debate. 

El señor )PRESIDENTE: En turno de recti- 
ficación tiene la palabra el señor Rodríguez- 
Miranda 

El señor RODRIGUEZ-MIRANDA GOMEZ : 
Señor 'Pérez Royo, yo no sé qué extraña fijeza 
le ha llevado a confundirme con don Torcua- 
to. No tengo nada que ver con el señor Fer- 
nández-Miranda, se lo garantizo, ni personal 
ni políticamente. Lo que sí mantengo es el 
mismo criterio que he mantenido en mi an- 
terior intervención. 

Yo comprendo que su académica interven- 
ción ha venido a centrar 'las cosas, pero, al 
mismo tiempo, la fijeza de sus argumentos 
se ha doiblegado, porque ha visto daramente 
que la admisión de la eliminación del aparta- 
do 4 sería -y voy a proponerle un argumento 
no académico- permitir que el efecto de tri- 
butación de una compra-venta de un piso que- 
dara al libre arbitrio de las partes y no fuera 
imposición en virtud de la potestad fiscal para 
ello. 

No quiero abundar en argumentos para 
que la sesión siga titulándose de académica. 
Entiendo que nuestro Grupo es coherente con 
este proyecto, porque tiene una larga his- 

mente este impuesto por su ejercicio prQfe- , toria y a ella me he referido, y este precepto, 
sional. 1 a su yez, tiene una larga historia dentro del 
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proyecto y es uno de los más fundamentales 
para eliminar el fraude fiscal. 

El señor PRESIDENTE: Vamos a proceder 
a la votación. Votaremos, en prilmer lugar, el 
texto del artículo 43 tal y como figura en el 
dictamen de la Comisión, excepto su núme- 
ro 4. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente re- 
sultado: votos emitidos, 284; a favor, 281; en 
contra, dos; nulos, uno... 

El señor PRESIDENTE : Queda aprobado 
el artícdio 43 conforme al dictamen de la Co- 
misión, salvo el número 4, que será objeto de 
votación seguidamente. 

Votamos, pues, ahora el número 4 en una 
sola votación junto con la enmienda. De ma- 
nera que votar «sí)) es votar a favor del apar- 
tado según el dictamen de la Comisión y vo- 
tar «no)) es votar por ,la supresión, es votar 
por 'la enmienda del Grupo 'Parlamentario Co- 
munista. Por consiguiente, nú'mero 4 del ar- 
tículo 43. 

Comienza 4a votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente re- 
sultado: votos emitidos, 284; a favor, 258; en 
contra, 24; abstenciones, una; nulos, uno. 

Ei señor PRESIDENTE: Queda, pues, apro- 
bado el número 4 del artículo 43 conforme al 
texto del dictamen de la Comisión. 

Finalmente someteremos a votación con- 
junta las cuatro Disposiciones finales y las 
cuatro Disposiciones transitorias. 

Comienza la votación. (Pausa) 

Dkporlclo- 

y tnrnritoriaa 

Efectuada la votación, dio el siguiente re- 
sultado: votos emitidos, 284; a favor, 283; 
en contra, uno. 

El señor PRESIDENTE : Quedan aprobadas 
las cuatro Disposiciones finales, así como las 
cuatro Disposiciones transitorias. 

En los términos resultantes de las diversas 
votaciones verificadas, queda aprobado el pro- 

yecto de Ley del Impuesto sobre Transmisio- 
nes Patrimoniales y Actos Jurídicos Documen- 
tados. 

Tiene la palabra el señor Ministro de Ha- 
cienda. 

El señor MINISTRO DE HACIENDA (Gar- 
cía Añoveros) : Señor Presidente, señoras y 
señores Diputados, éste hace ya el número 
seis de los proyectos de ley del proceso de 
reforma tributaria que aprueba esta Chmara. 

Este proyecto de ley, y para salir al paso 
de algunas dudas que albergaban algunos 
Diputados intervinientes en esta sesión, fue 
presentado a esta Cámara el 21 de julio de 
1978 y el Gobierno surgido después de las 
elecciones del año 1979 se limitó a establecer 
su mantenimiento como proyecto del Gobier- 
no. Por tanto, este proyecto es del anterior 
Gobierno y de éste. 

Quiero indicar, muy brevemente, el sentido 
que tiene este proyecto de ley dentro del con- 
junto de la reforma tributaria. El sentido que 
tiene es el de eliminar trabas para el tráfico 
de capitales, para el movimiento de capitales. 
El Impuesto de Transmisiones, en todos los 
países, es un impuesto que acaba siendo có- 
modo para el recaudador. Los hechos más no- 
torios, los inmuhles, siempre controlados por 
unos sistemas o por otros, determinan una 
cierta propensión a gravar ampliamente las 
transmisiones de inmuebles, por ejemplo, o 
de otros elementos, y esta propensión hace 
que, a veces, alcancen topes exageradamente 
elevados. 

Los tipos elevados de este impuesto son 
perjudiciales para el movimiento de capita- 
les. La idea según la cual los capitales deben 
moverse en la economía para ir a aquel lugar 
en que sea más correcta la asignación de los 
recursos se ve contrarrestada ,por un impuesto 
que pone obstáculos, precisamente, a ese mo- 
vimiento de capitales. Por eso, la esencia de 
la reforma de este impuesto desde el punto 
de vista técnico y desde el punto de vista de 
comodidad de los contribuyentes, de su sim- 
pli'ficación, porque este impuesto había adqui- 
rido complejidad innecesaria, sobre todo des- 
de el punto de vista jurídico, es facilitar el 
movimiento de capitalles e ir, por tanto, a 
poner el peso de la reearidación en impuestos 
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más racionales desde el punto de vista eco- 
nómico. 

El ideal es que un impuesto de este tipo 
tenga prácticamente el valor de una tasa, 
como se llama s n  Italia, y como han recorda- 
do aquí algunos intervinientes, la llamada 
Tasa de Registro, que es una tasa casi de con- 
trol del tráfico de inmuebles o de ciertas ope- 
raciones societarias y poco más. Por tanto, 
esta reforma supone una reducción de los ti- 
pos. Hay una reducción de los tipos imposi- 
tivos en este impuesto y creemos que esta 
reducción es beneficiosa para la economía. 

Yo celebro que este impuesto haya sido 
aprobado por el Congreso, y espero que pron- 
to sea también aprobado por el Senado, para 
que pueda entrar en vigor con rapidez. 

En el tráfico de inmuebles en concreto, te- 
niendo en cuenta además, y como consecuen- 
cia de otras medidas de la reforma tributaria, 
que el control de los valores es más eficaz 
que antes, un tipo del 8 y pico por ciento 
es un tipo muy alto lpara el tráfico de inmue- 
Mes, y un tipo del 3 6 4 por ciento es un tipo 
muy alto para operaciones societarias o trans- 
misiones de muebles, sobre todo cuando se 
controlan las lbases adecuadamente ; y es con- 
gruente con al conjunto de las reformas que, 
si somos capaces de controlar bases tributa- 
rias, somos coherentes reduciendo los tipos, 
que es lo que se alegó en contra de las re- 
formas tributarias que se querían hacer en 
este país. Y es que como las bases no se con- 
trolaban, los tipos tenían que ser altos. Aquí, 
desde el principio, se dio el paso en la refor- 
matributaria para controlar las bases y re- 
ducir los tipos. No ha ocurrido sdo en este 
impuesto, sino en otros que ya han sido apro- 
bados por esta Cámara y están vigentes, y yo 
me congratulo de ello, y me congratulo de 
que haya dado un paso más el conjunto de 
la reiforma tributaria. 

(Por último, también muy brevemente, de- 
cir que en estas circunstancias este impuesto 
no creo que sea la orla del sistema capita- 
lista. O yo no sé lo que es la orla o no sé 
lo que es el sistema capitalista, porque el im- 
puesto es un obstáculo para el sistema capi- 
talista. En un sistema capitalista puramente 
libre no debe existir este impuesto. Por tan- 
to, no es (la orla, es un Obstáculo, es una 
piedra en el lfuncionamiento del sistema, y 

precisamente ,por eso hemos reducido los ti- 
pos, aparte de las razones antes indicadas. 

Nada más y muchas gracias. 

C) DE LA COMISION DE PRESIDENCIA 
EN RELACION CON LA PROPOSICION DE 

CUESTAS ELECTORALES. 
LEY SOBRE REGLAMENTACION DE EN- 

El señor PRESIDENTE: Pasamos al exa- 
men del dictamen de la Comisión de Presi- 
dencia en relación con la proposición de Ley 
sobre Reglamentación de Encuestas Electora- 
les, dictamen que fue putblicado en el «Bo- 
letín Oficial de las Cortes Generales)) de 14 de 
diciembre de 1979. 

Al artículo l . O ,  el Grupo Parlamentario de 
Coalición Democrática mantiene un voto par- 
ticular. (Pausa.) A petición del señor Fraga 
se va a acumular en esta intervención la de- 
fensa de los distintos votos particulares man- 
tenidos respecto de esta proposición de ley. 

Tiene la pelabra el señor Fraga para su de- 
fensa. 

El señor FRAGA IRIBARNE: Señor Pre- 
sidente, señoras y señores Diputados, quiero 
hacer un esfuerzo, y ojalá otros me secun- 
den con mayor autoridad en temas de mayor 
volumen, por abreviar el tiempo de esta Cá- 
mara, tan sdbrecargada de trabajo en este 
momento. 

Voy a decir simplemente que nuestro Gru- 
po Parlamentario tpresentó el 3 de mayo de 
1979 una proposición de [ley para regular las 
encuestas electorales, entendiendo que con 
ello ]prestaba un servicio a la buena repre- 
sentación y no a la deformacidn de la opi- 
nión pública y, por lo mismo, a una aclara- 
ción y consdidacidn del sistema democrático 
en sus más profundos cimientos. 

El 30 de mayo se publicó en el ({Boletín 
Oficial de las Cortes» ; fue tomada en consi- 
deración, con anuencia general, en el Pleno 
del1 27 de junio; la Ponencia lo despachó el 
20 de noviembre, ({Boletín Oficial de las Cor- 
tes» del día 29, y la Comisión la dictaminó el 
5 de diicembre, «Boletín Oficial de las Cor- 
tes)) del día 14, 
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En este largo proceso, la propuesta origi- 
nal, a pesar de su aceptación general, no  sólo 
se ha ido dejando horas, días, semanas y me- 
ses, sino, a decir verdad, bastantes plumas y 
algunos de los dientes que, en mi opinión, la 
ley debía tener para su mejor eficacia. 

No quiero llevar las cosas hasta comparar 
este ,proceso con la famosa ceremonia de 
Avila en la que a Enrique IV, por más de 
un concepto impotente, le fueron quitando 
los levantiscos nobles castellanos, sucesiva- 
mente, el trono, el cetro, la espada, etc. 

Quiero más bien seguir el consejo de un 
viejo libro de retórica que estudié de niño, 
que decía que no había que usar frases como 
aquella dc «la muerte de Escipión dejó cas- 
trada la República», pudiendo decir «la dejó 
huérfana)). 

No voy a entrar en si estar castrado o 
huérfano es lo mismo, pero creo que para 
algo ha servido ya nuestra proposición, y es 
para que, tomando conciencia del espíritu en 
que estaba inspirada, una disposición aná- 
loga haya sido incluida en la ley orgánica 
que regula las distintas modalidades de refe- 
réndum, y fundamentalmente lo que voy a pe- 
dir a la Cámara es que no nos quedemos 
atrás de lo que allí ya hemos acordado. 

No puede ser, por otra parte, más opor- 
tuna su promulgación, como lo revelan noti- 
cias de estos mismos días. Leo en el diario 
«ABC» del día 6 de febrero de 1980, con 
un amplio titular que dice «Las encuestas 
dan el triunfo al partido que las encarga)), lo 
siguiente : «Las dos últimas encuestas dadas 
a conocer a la opinión pública y encargadas 
por dos partidos políticos, PSC-PSOE y Con- 
vergencia Democrática de Catahña, respec- 
tivamente, daban como vencedores en las 
elecciones al Parlamento Catalán, precisa- 
mente a los colectivos que las habían pedido». 
Y sigue la noticia: «... con lo que también 

en esta ocasión se cumple el principio de que 
el partido que encarga la encuesta es el que, 
por uno u otro motivo, resulta favorecido)). 
Y la información termina diciendo : «Desde 
medios polítiros responsables se ha solicitado 
a la Generalidad que, dentro de las posibili- 
dades que le concede la legislación vigente, 
regule tanto la elaboracion de tales encuestas 
como los sondeos de opinión)). Parece, pues, 

llegado el momento de que seamos nosotros 
quienes lo hagamos. 

Como digo, cosas que a nuestro juicio de- 
bieran estar en la ley, han sido quitadas. El 
artículo 1." reduce solamente a las campañas 
electorales su ámbito de vigencia y se exclu- 
yen, por otra parte, elecciones tan importan- 
tes como las sindicales. 

El artículo 2." obliga a declarar la persona 
física que haya encargado (la realización del 
sondeo, que puede ser un hombre de paja, 
cuando lo que realmente interesa es el grupo 
promotor y verdaderamente comprador. 

En el artículo 3"., a nuestro entender, no 
se dan medios bastantes de juicio a la Junta 
Electoral Central, cosa que expresamente pre- 
vé la ley francesa en un informe completo. 
Cierto es que la Junta podrá pedir datos. 
El absurdo ejemplo que se ha invocado de la 
memoria del delpósito previo en materia de 
prensa creo que no era aplicable al1 caso. 

El tema de las sanciones del artículo 10 ha 
quedado reducido a términos más 'bien mo- 
destos. 

Pues bien, señoras y señores Diputados, si 
bien nuestros votos particulares tendían a res- 
tablecer en este momento el texto original de 
la ley, renunciamos a ellos, salvo en un pun- 
to que ahora diré. Creemos que, con todo, es 
un paso importante del que debemos felici- 
tarnos y que nos hace avanzar hacia un 
auténtico régimen representativo y no de 
deformación artificial de la opinión pública. 

Subsiste, sin embargo, un artículo, el 7." 
(y es lo único que voy a defender y a pedir 
encarecidamente a todos los Grupos Parla- 
mentarios: que, si es posible, lo reconside- 
ren), en el cual reside, en definitiva, el ver- 
dadero meollo de la cuestión. 

Creo que, por una parte, en un punto es 
coincidente la enmienda socialista y, por otra, 
creo que es convincente por sí solo el prece- 
dente de la Ley de Referéndum. 

En definitiva, parece que todo ello hace 
poco dudoso que sean los cinco días previos 
a la consulta electcral aquellos en los cuales 
no puedan publicarse o difundirse estas en- 
cuestas electorales. Nosotros pedíamos siete ; 
la Comisión los había reducido a tres. El que 
sean cinco días es algo que no parece que 
deba discutirse después de haber fijad9 este 
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criterio, acertadamente, en fa Ley de Refe- 
réndum. 

Sin embargo, nosotros quisiéramos insistir 
también en el tema del comentario público. 
Si no se puede difundir un sondeo, pero se 
pueden comentar intencionadamente los ante- 
riores (incluso introduciendo, como es inevi- 
table en 110s comentarios, datos nuevos), en- 
tiendo que esto (puede ir más allá que la pu- 
blicación o difusión y, por tanto, pedimos 
-y s610 mantenemos esto- que el artícu- 
lo 7." diga así: «Durante los cinco días ante- 
riores al de la votación, queda prohibida la 
publicación, difusión y comentario público de 
cualquier sondeo de los comprendidos en el 
artículo l:, por cualquier medio de comu- 
nicación». Este voto particular o enmienda 
«in voten, en cuanto que suponga readapta- 
ción final, implica cambiar en el texto del 
dictamen «tres días» por «cinco» y añadir 
las 'palabras (cy comentario público». 

Termino, pues, señor IPresidente, señoras y 
señores Diputados, agradeciendo a todos el 
interés y cooperación que han puesto en esta 
proposición de ley de  nuestro Grupo y rogan- 
do, por una verdadera democracia, que esta 
única petición que mantenemos de enmienda 
al artículo 7." sea aceptada por la mayoría 
de la Cámara. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE : Habiendo rnante- 
nido el Grupo de Coalición Democrática úni- 
camente el voto particular respecto del ar- 
tículo 7.", con la formulación que ha expuesto 
el señor Fraga, y refiriéndose la enmienda 
del Grupo Parlamentario Socialista del Con- 
greso a este mismo artículo 7.", entiende la 
Presidencia que procede a'hora un turno de 
defensa de la enmienda del Grupo Parlamen- 
tario Socialista, 

Tiene la palabra el señor Ramos Fernández- 
Torrecilla. 

El señor RAMOS FERNANDEZ-TORRE- 
CILLA : Señor Presidente, señoras y señores 
Diputados, muy brevemente. 

Nuestro Grupo mantiene su posición inicial 
en torno al tema de los días en que quede 
prohibida la publicación y difusión de cual- 
quier sondeo, y no entro en la consideración 
que ha añadido el portavoz del Grupo Parla- 

mentario de Coalición Democrática en rela- 
ción con el simple comentario, que nos pa- 
rece que no puede ser incluido en el mismo 
tema. 

Nosotros, desde el primer momento, en- 
mendamos la proposición inicial señalando 
que el plazo correcto sería el de cinco días, 
que creemos que, por una parte, se ajusta es- 
trictamente a elas necesidades del origen de 
la proposición y, por otra, a las posibilidades 
de rectificación en caso de que la Junta Elec- 
toral tuviera que efectuarla porque el sondeo 
estuviera, de alguna manera, manipulado, pues 
entendemos que los tres días quizá no fue- 
ran plazo bastante lpara hacer cualquier en- 
mienda. 

Lo único que deseo invocar ante la Cá- 
mara es la coherencia con nuestros propios 
actos. En 'la ley que regula #las distintas mo- 
dalidades de referéndum (ha sido ya apro- 
bada por esta Cámara, y es evidente que la 
proposición que contemplamos sería de apli- 
cación también a 110s referenda) se dice que 
el tiempo o el plazo de publicación de en- 
cuetsas sea de cinco días. Por eso es por lo 
que mantenemos nuestra enmienda. 

(El señor PRESIDENTE: ¿Turno en con- 
tra de las enmiendas? (Pausa.) Tiene la pda-  
bra e,l señor 'Escartín. 

El señor ESCARTIN IPIENiS: Señor Pre- 
sidente, señoras y señores Diputados, voy a 
tratar también de ser 110 más conciso posible 
en la defensa de lla posición del Grupo Par- 
lamentario Centrista en torno a esta lpropo- 
sición de ley y, por supuesto, no voy a entrar 
en ningún otro tipo de juicio sobre cualquier 
encuesta electoral que haya podido suceder 
en el pasado o tenga lugar en el futuro, por- 
que para plantear este tipo de cuestiones 
existen otros medios judiciales o incluso po- 
líticos. 

Por otra parte, el Grupo Parlamentario 
Centrista no parte, en modo alguno, ante 
esta proposición de 'ley de una posición nega- 
tiva en cuanto al valor de la ciencia y de la 
técnica del conoci'miento de la opinión pú- 
blica, porque, realmente, todos somos cono- 
cedores de cómo ante cualquier proceso eilec- 
toral en los países occidentales, en los Esta- 
dos Unidos, aparecen informaciones de pre- 
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dicciones de los institutos acreditados de opi- 
nión donde realmente, con aciertos o con 
márgenes de error de más menos uno por 
ciento, se llega a predicciones ciertamente 
acertadas de los resultados electorales. 

Realmente, con lo que nos encontramos en 
1980 es ante una situación que arranca de 
una ciencia y una técnica que llevan ya casi 
cien años de desarrollo. No voy a entrete- 
nerles en su consideración, pero todo des- 
emboca en torno a la perfección de lo que 
se ha denominado «el método representati- 
vo», es decir, el buscar en el sistema de en- 
cuestas, en el sistema de sondeos de opinión, 
un corte de la sociedad, un corte que permi- 
ta, con encuestas o con preguntas que no lle- 
gan a más de cuatro o cinco mil personas, 
obtener resultados que afectan, a lo mejor, a 
censos electorales de más de 50 millones de 
habitantes. 

Pues bien, todo esto, que además está con- 
firmado por la existencia de numerosos insti- 
tutos públicos o privados de opinión y por 
una cooperación internacional en este tema, 
en el que, por supuesto, está integrada Espa- 
ña, es una valoración positiva de todas las 
técnicas y ciencias de conocimiento de la opi- 
nión pública y de su difusión. 

Desde luego que somos conocedores de la 
posibilidad de manipulación de lla opinión pú- 
blica precisamente en los momentos delica- 
dos de una campaña electoral. No obstante, 
estas críticas no desvirtúan el sentido positi- 
vo que nos merece esta cuestión, como ya an- 
tes hemos indicado. 

Realmente, lo que podemos decir en cuan- 
to a 'la proposición - q u e  efectivamente fue, 
si no la primera, una de las primeras inicia- 
tivas del Grupo Parlamentario Coalición De- 
mocrática- es que ha sido la base de traba- 
jo con la que han operado la Bonencia y la 
Comisión, sobre la cual se h,an realizado algu- 
nos retoques, por supuesto, pero retoques que 
ha exigido el planteamiento del tema dentro 
de nuestro sistema jurídico. 

Por una parte, nos encontramos con el ar- 
tículo 81 de la Constitución, donde se nos 
planteó .la duda de si, al tratarse de una ma- 
teria electoral, le afectaba la condición de ley 
orgánica. Se elevó la correspondiente y opor- 
tuna consulta, de la cual, sin embargo, por la 

tácita hemos entendido los diversos Grupos 
Parlamentarios que, al no tratarse del con- 
junto de la Ley Elcctoral, sino de una parte 
importante de la misma, como es la publica- 
ción de estas encuestas electorales, por no 
tratarse -repito- del conjunto de la Ley 
Electoral, no tiene el carácter de orgánica y 
no es necesario, por consiguiente, el voto de 
ratificación. 

La segunda cuestión que se nos planteó es 
la forma de incardinar esta legislación den- 
tro de las normas jurídicas de nuestro Dere- 
cho positivo y de la Constitución que garan- 
tizan la libertad de expresión. 

Hace no mucho tiempo, en esta Cámara se 
dijo que, efectivamente, es necesario tener 
unos ideales, y que estos ideales políticos es- 
tán en parte recogidos en el texto de la Cons- 
titución. Para mí constituye un ideal la de- 
fensa y la potenciación del artículo 20, don- 
de se recoge, de una parte, la definición de la 
libertad de expresión, sus ,limitaciones, la pro- 
hibición de toda forma de censura previa y 
la tutela judicial, tanto en el orden civil co- 
mo en el penal, a cualquier extralimitación o 
a cualquier impedimento al ejercicio de este 
derecho. 

Por consiguiente, a la luz de estos princi- 
pios, hemos considerado la proposición que 
se nos ofrecía, en la cual hemos tenido tam- 
bién en cuenta las circunstancias del Dere- 
cho comparado. En el Derecho comparado, y 
dentro de la modesta investigación que he- 
mos realizado sobre el particular, hemos en- 
contrado un principio de permisividad, por- 
que si efectivamente en diversos parlamentos, 
como el de Estados Unidos e incluso el de 
Inglaterra, hace unos doce años aproximada- 
mente se crearon comisiones para restringir 
durante la campaña electoral la publicación 
de estas encuestas, lo cierto es que la gene- 
ralidad del Derecho comparado ha tenido el 
principio de permisividad, como lo demues- 
tran todas las legislaciones europeas, con ex- 
cepción de dos, que son, a nuestro entender, 
la legislación portuguesa, que prohíbe duran- 
la totalidad de la campaña la difusión de es- 
tas encuestas, y la Ley francesa de 19 de ju- 
lio de 1977, que es 'la evidente inspiración de 
la propuesta de Coalición Democrática. 

La propuesta, en su artículo l.', recogía 
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la extensión a todas las modalidades de elec- 
ción y no solamente a las, diríamos, específi- 
camente políticas, habiendo quedado reduci- 
da exclusivamente a las elecciones estatales, 
de comunidades autónomas, de provincia o 
municipio, en razón especialmente del hecho 
de que la propia organización electoral y la 
propia naturaleza política determinaban que 
éstas eran a las que efectivamente deberían 
dirigirse las llimitaciones. Las Juntas Electo- 
rales no siempre tienen competencia sobre 
otro tipo de elección que no sean las espe- 
cíficamente políticas. 

Respecto de los datos que deben ser obje- 
to de publicación hemos añadido solamente a 
la proposición, aparte de algunas cuestiones 
de forma, el principio de responsabilidad, es- 
tableciendo claramente la doble responsabili- 
dad : de una parte, del órgano de difusión que 
publica la encuesta y, de otra, la que corres- 
ponde a quienes la realizan. Por supuesto que 
se ha suprimido, por las reminiscencias que 
pudiera tener respecto de la antigua fórmula 
del depósito previo de la Ley de Prensa de 
1966, esta figura que recogía el artículo 3." 
de la proposición de ley. 

En cuanto a las competencias de la Junta 
Electoral Central, el dictamen de la Comisión 
ha recogido estrictamente las referentes al 
área de esta ley, que es exclusivamente la pu- 
blicación de una encuesta electoral durante 
la campaña y en el área a la que ésta se re- 
fiere. Entonces, ha quedado totalmente eli- 
minada cualquier intervención de la Junta en 
la disciplina del Derecho privado del contra- 
to que pueda ligar a la persona que encarga 
la encuesta con aquél que la ejecuta mate- 
rialmente. 

Por el contrario, las competencias de la 
Junta quedan limitadas exclusivamente al as- 
pecto de la difusión y control de los datos que 
se publican y, naturalmente, a las rectifica- 
ciones, respecto de las cuales también se ha 
introducido una modificación sobre el valio- 
so texto de la proposición inicial, en la cual 
se establece sencillamente que la réplica se 
ejercite como se ejercita en general en los 
medios de difusión, es decir, proporcionada 
a la propia noticia que inicialmente fue publi- 
cada. 

El tema que ha quedado específicamente 

como más conflictivo es el del plazo, respecto 
del cual la proposición establecía el de diez 
días; la ley francesa, en la que se inspira, 
establece el de siete días, y el Grupo Socia- 
lista planteaba en una de sus mmiendas el 
plazo de los cinco días, el cual, efectivamen- 
te, ha sido recogido en la Ley de Referén- 
dum. Nuestro Grupo planteó inicialmente una 
enmienda defendiendo el plazo de dos días an- 
teriores a 'la celebración de la votación, en 
los que se prohibiría la publicación de una 
encuesta y transigió, ya en Comisión, con el 
establecimiento de tres días que permitieran 
una posibilidad de réplica ; pero considera- 
mos esta materia suficientemente discutida 
y aceptamos la enmienda socialista en cuanto 
a que sean cinco días, por tratarse de una 
cuestión debatida en la Ley de Referéndum. 

Por lo que respecta al tratamiento sancio- 
nador, hemos seguido el principio de respeto 
a la unidad de la ley penal y del Código como 
criterio fundamental, y a este respecto he- 
mos de ser coherentes también con el ante- 
proyecto de Ley de Código Penal que está 
ya presentado en esta Cámara, en cual se 
establece la figura delictiva que puede afec- 
tar a este tipo de actuaciones. Hemos limi- 
tado también el que las sanciones administra- 
tivas no quebranten el principio de una dupli- 
cidad de sanción para el mismo hecho y he- 
mos establecido asimismo una coherencia en- 
tre la propia legislación electoral en su as- 
pecto sancionador y la ley que ahora estamos 
defendiendo. 

Por último, se han aceptado algunas en- 
miendas en las que se pretendía la posibili- 
dad de delegar la Jiinta Electoral Central sus 
facultades cuando el área de da elección se 
refiera a un ámbito más reducido, en cuyo 
caso podrá delegarse en  las Juntas Electo- 
rales de distrito. 

En fin, creemos que esta ley, en la forma 
que ha quedado dictaminada por la Comisión 
y con la modificación del plazo de los cinco 
días en vez de los tres que dice el texto del 
dictamen, es perfectamente defendible ; nuec- 
tro Grupo la asume plenamente. Considera- 
rnos que se integrará en la futura Ley Elec- 
toral, que por mandato constitucional debe 
realizar esta Cámara, y creemos que se ha 
llenado una laguna dentro del respeto a la 
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Constitución y a la libertad de expresión, que 
ha de ser un principio cardinal de la filosofía 
que debe ligar toda la legislación en mate- 
ria de publicaciones o de cualquier otra 
cuestión relacionada con la difusión en los 
medios de comunicación social. 

El señor PRESIDENTE: Vamos a proceder a 
las votaciones. Vamos a votar, en primer lu- 
gar, el texto del dictamen en s u  totalidad, 
salvo el artículo 7.0, respecto del cual se man- 
tiene vivo el voto particular de Coalición De- 
mocrática y la enmienda del Grupo Parlamen- 
tario Socialista del Congreso. Por consiguien- 
te, votaremos en primer Jugar los artículos 1.0 
a 6.", ambos inclusive, los artículos 8." a 11 
y la Disposición adicional. 

Comienza la votación. (Pausa. 1 

Efectuada la votación, dio el siguiente re- 
sultado: votos mitidos,  288; a favor, 286; 
abstenciones, dos. 

El señor PRESIDENTE : Quedan aprobados 
los artfculos 1." a 6.". así como los artículos 
8." a 11 y la Disposición adicional, todo ello 
en los términos que figuran en el dictamen 
de la Comisión. 

En relación con el artículo 7." el señor Fra- 
ga ha planteado una enmienda de aproxima- 
ción entre su posicidn inicial y el texto del 
dictamen. ¿Hay alguna objeción por parte de 
algún Grupo Parlamentario a su admisión a 
trámite? (Denegaciones.) Como no la hay, 
someteremos a votación, en primer lugar, el 
voto particular del Grupo Parlamentario de 
Coalición Democrática, que supone que el pla- 
zo de tres días sea de cinco, y que la prohibi- 
ción se extienda no sólo a la publicación y 
a la difusión, sino también al comentario pá- 
blico. Ese es el sentido del voto particular 
que sometemos a votación seguidamente. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio al siguiente re- 
sultado: votos emitidos, 288; a favor, 53; 
en contra. 143; abstenciones, 92. 

El señor PRESIDENTE : Queda rechazado 
el voto particular del Grupo Parlamentario 
Coalición Democrática en la versión transac- 

2ional que ha sido presentada y admitida a 
trámite. 

Si les parece bien a Sus Señorías, a conti- 
nuación votaremos la enmienda que queda y, 
?n su caso, el texto del dictamen. Termina- 
das así las votaciones, pasaremos a las ex- 
plicaciones de voto. 

Votamos seguidamentte la enmienda nú- 
mero 18 del Grupo Parlamentario Socialista 
del Congreso respecto del artículo 7.", que 
supone únicamente que el plazo de tres días 
sea de cinco. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente re- 
sultado : votos emitidos, 287; a favor, 285 ; 
abstenciones, dos. 

El señor PRESIDENTE : Queda aprobada 
la enmienda número 18 del Grupo Parlamen- 
tario Socialista del Congreso y queda, por 
consiguiente, aprobado el artículo 7." en los 
términos que figuran en dicha enmienda. 

Con ello, y con el resultado que revelan 
las votaciones anteriores, queda aprobada la 
proposición de ley sobre Reglamentación de 
Encuestas Electorales. 

Por el Grupo Parlamentario de la Minoría 
Catalana tiene la palabra el señor Cuatreca- 
sas, para explicación de voto. 

El señor CUATRECASAS MEMBRADO : 
Señor Presidente, señoras y señores Diputa- 
dos, simplemente para indicar que nuestro 
Grupo ha votado afirmativamente el voto 
particular propuesto por Coalición Democrá- 
tica por la sencilla razón de que nos parece 
importante lo que se contenía en el espíritu 
de esta enmienda de aproximación, por cuan- 
to que no solamente introducía la prohibi- 
ción en este término de cinco días - q u e  afor- 
tunadamente ha sido aceptado- de divulgar 
los resultados de encuestas, sino incluso su 
comentario. 

Parece que en nuestra sociedad las encues- 
tas están destinadas a unos fines que no de- 
berían ser, en buena lógica, los que en defi- 
nitiva se pretendían desde el punto de vista 
técnico: más que el conocimiento del que 
pide la encuesta, cuáles son sus probabilida- 
des y, por tanto, su predicción de futuro. Lo 



- 4203 - 

CONGRESO 13 DE FEBRERO DE 1980.-NÚM. 62 

que muchas veces sucede es que se utiliza 1 dinarios de liquidación de deudas de las Cor- 
para intentar convencer a un electorado. j poraciones Locales y su financiación. 

LOS SIGUIENTES REALES DECRETOS- 
LEYES 

En esta cadena, que difícilmente tiene una 
posibilidad de racionalización, deseamos, por 
parte de nuestro Grupo Parlamentario, que 
esta ley contribuya, al menos, a introducir 
en parte la racionalidad. Pero insistimos en 
nuestro voto favorable a lo que indicaba Coa- 
lición Democrática en cuanto a la prohibi- 
ción de comentarios dentro de este período 
de cinco días, porque ,creemos que el ciuda- 
dano tiene derecho al respeto a su propia in- 
timidad, a su libre decisión y a su opción 
política, sin que ello pueda verse tergirversa- 
do por presiones que, sin duda, pueden lle- 
varle a decisicnes no meditadas. 

En esta actuación, que nos parece que está 
en la base de todo proceso de desarrollo de- 
mocrático, hemos votado afirmativamente a 
favor de esta enmienda de transacción pre- 
sentada por Coalición Democrática, y que 
conste que, en definitiva, ya tenemos acos- 
tumbrado al electorado de Convergencia i 
Unió a encuestas desfavorables. Por tanto, 
cuando nos sale en algún periódico un resul- 
tado bajo, ello nos abre a la esperanza, por- 
que normalmente la realidad ha desmentido 
estos resultados. 

Gracias, señor Presidente. 

, Ayuntamiento de Barcelona, hubo de acudir 
, a atender esas deficiencias financieras de las 

El señor PRESIDENTE: Se suspende la se- 
sión por quince minutos. 

TRAORDINAR~OS DE LIQUIDACION 
DE DEUDAS DE LAS CORPORACIO- 
NES LOCALES Y SU FINANCIACION. 

Se reanuda la sesión. 

ta instrumentar un conjunto de créditos es- 
peciales próximo, en SU total, a 10s 100.000 

de pesetas- 
Con ello, por una parte, se reconocía la in- 

¿Grupas Parlamentarios que desean inter- 
renir en el debate? (Pausa.) 

Han pedido la palabra para un turno a fa- 
ror el Grupo 'Parlamentario Centrista; tur- 
10 cn contra, el Grupo Parla,mentario Minoría 
Zatalana; y en ,turno de Grupos, Coalición 
Democrática, Comunista y Socialista del Con- 
;reso. Quedan así fijados los términos del de- 
3ate. 

Para consumir un turno a favor tiene la 
>alabra, por ci Grupo Parlfarnentario Centris- 
ta. el señor Cañellas. 

El señor CARELLAS BALCELLS: El Real 
Decreto-ley que hoy se somete al examen y 
convalidación de esta Cámara se inscribe en 
el marco general de las sucesivas medidas 
políticas y financieras adoptadas por el Go- 
bierno para asentar sobre unas bases econó- 
micamente saneadas las Haciendas de las 
Corporaciones Locales. 

El problema de los déficits estructurales 
de estas Corporaciones, especialmente acusa- 
do en los Ayuntamientos de las grandes po- 
blaciones, empezó a manifestarse en propor- 
ciones notables a partir del año 1976. La ace- 
leración del proceso inflacionista, con la so- 
brecarga de los gastos corrientes, sobre todo 
de personal, y la rigidez de un sistema de in- 
gresos no actualizado, determinaron una ver- 
dadera crisis financiera en numerosos muni- 
cipios, que no podían nivelar sus presupues- 
tos. 

El Gobierno, que ya en 1975 había acudido 
a dotar por el sistema de créditos un presu- 
puesto especial, de gran volumen, para el DEBATE Y VOTACION DE TOTALIDAD DE 
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las Corporaciones que resultaron democráti 
camente elegidas en el año 1979 una situa 
ción de equilibrio financiero, a partir de 1s 
cual pudieran hacer frente a sus responsabi, 
lidades políticas y administrativas. 

Pero resultaba -y resulta- a todas luce: 
manifiesto que no podían -ni debían- ge. 
neralizarse ni mantenerse indefinidamente es. 
tas medidas de excepción. Era preciso em. 
prender una decidida política de saneamien. 
to básico de las Haciendas Locales, tan grave- 
mente deterioradas, principalmente en los mu- 
nicipios grandes y medianos. 

Después de las elecciones dc abril de 1979, 
el Gobierno estudia un plan de medidas ur- 
gentes de carácter financiero para tratar de 
los recursos indispensables a los Municipios 
españoles. Esas medidas iniciales fueron es- 
tudiadas por parte del Gobierno con repre- 
sentantes de las Corporaciones Locales, y se 
tradujeron en el texto del Real Decreto-ley 
11/1979, de 20 de julio, que fue convalidado 
por esta Cámara, con el respaldo de una am- 
plia mayoría de los señores Diputados. 

El Real Decreto-ley de julio significa una 
renovación del planteamiento presupuestario 
de la Administración Local. Determina un im- 
portante incremento de los recursos mediante 
la mayor participación en los impuestos indi- 
rectos del Estado y la actualización de las 
bases sobre las que opera la Contribución 
Urbana. 

Ofrece un amplio margen para la imposi- 
ción municipal autónoma : Impuestos de ra- 
dicación, Gastos suntuarios, Licencia Fiscal. 
Con ello, desarrollando el principio constitu- 
cional de la Autonomía, deposita en manos 
de las Corporaciones la responsabilidad de la 
aplicación de estas medidas fiscales. Al mis- 
mo tiempo, invita y estimula a las Corpora- 
ciones para que ajusten las tasas que perci- 
ben al costo real de los servicios económicos 
que prestan. 

Pero también el Real Decreto-ley de julio 
establece una modernización de todo el sis- 
tema presupuestario de la Administración 
Local, que luego se manifestaría en los nue- 
vos modelos de presupuesto para el año 1980. 
Se consagran los principios de especialidad, 
anualidad y publicidad presupuestaria y el del 
presupuesto bruto. 

Se agiliza el sitema de habilitación de cré- 
ditos y suplementos de créditos, y la utiliza- 
ción de los mayores ingresos obtenidos en el 
año, lo cua les una importante novedad en la 
Administración Local. 

Después de este Real Decreto-ley, el Go- 
bierno mantuvo el contacto con las Corpora- 
ciones para el estudio y seguimiento de sus 
problemas. 

El Gobierno está convencido de que con los 
nuevos recursos que las Corporaciones reci- 
ben del Estado, junto con el esfuerzo fiscal 
que están obligados a desarrollar, y aplican- 
do rigurosamente los principios presupuesta- 
rios, las Corporaciones están capacitadas pa- 
ra hacer frente a sus obligaciones legales. 

La participación en los impuestos indirec- 
tos recaudados por el Estado representarán 
en 1980, en pesetas reales de 1978, el 600 por 
ciento de lo percibido en 1977. A ello hay que 
añadir el incremento de la Contribución Ur- 
bana y los frutos del esfuerzo fiscal autóno- 
mo de las Corporaciones. 

Finalmente hay que subrayar que este in- 
cremento de participación representa en 1980 
un 90 por ciento más que en el ejercicio an- 
terior. 

Entonces, ¿por qué un presupuesto extra- 
ordinario de liquidación de deudas para 1979? 

Primero, la mayor parte de las Corporacio- 
nes han operado en 1979 con presupuestos 
prorrogados del ejercicio anterior. Hasta la 
renovación de los Ayuntamientos fue así por 
imperativo legal y, después, durante los ocho 
meses siguientes, porque, en su mayoría, las 
Corporaciones optaron por acogerse a la pró- 
rroga de los Presupuestos de 1978. Y este 
hecho de la prórroga determina en muchos 
supuestos un déficit presupuestario de carác- 
ter estructural. 

En segundo lugar resulta que el Real De- 
:reto-ley de julio, aunque ha tenido una inci- 
íencia positiva en los ingresos municipales, 
10 podrá producir la plenitud de sus efectos 
iasta el año 1980. No obstante, se puede cal- 
:dar que los mayores ingresos derivados de 
a aplicación de las medidas de julio han re- 
)resentado un incremento de ingresos próxi- 
no a los 30.000 millones de pesetas. Pese a 
o cual, no hay que desconocer el hecho de 
lue -por todo lo dicho- la situación de 1979 
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tradores, las Corporaciones Locales se encon- 
trarán a partir de 1980 ante un horizonte no 

guarda cierta semejanza con la de años an- 
teriores. 

Al mismo tiempo hay que destacar que to- 
da esa política que ha asumido el Gobierno 
de UCD ha de llevarse a cabo con sentido de 
la responsabilidad y sin lesionar el principio 
de equidad que debe regir el conjunto de la 
vida local española en todo el Estado. 

Por eso, en este Real Decreto-ley el Go- 
bierno adopta la decisión de compartir con las 
Corporaciones el esfuerzo de la amor5zación 
de los créditos con los que se nutrieron los 
presupuestos de liquidación de deudas. Así 
asume a partir de 1980, al 50 por ciento, la 
carga financiera de anualidades e intereses 
de dichos presupuestos. 

Todas estas consideraciones ponen de ma- 
nifiesto que el Gobierno de UCD ha afron- 
tado con toda seriedad y rigor la situación de- 
ficitaria de las Haciendas Locales. 

Se han adoptado todas esas medidas, que 
irán seguidas de otras que darán lugar a nue- 
vos incrementos de la participación local en 
los impuestos indirectos del Estado, Como ya 
se anunciaba en el Real Decreto-ley de julio, 
los porcentajes de participación se elevarán 
a medida que las Corporaciones vayan asu- 
miendo la responsabilidad de servicios y com- 
petencias -principalmente de carácter so- 
cial- que hoy ejerce directamente el Estado 

El señor PRESIDENTE: Para fijar la posi- 

:al austera pero sana, y se encontrarán en 
mejores condiciones .que antes para prestar 
los servicios que la comunidad local deman- 
de. 

El señor PRESIDENTE: Por el Grupo Par- 
lamentario de ,la Minoría Catalana tiene la 
palabra el señor Cullel. 

Ejl señor CULLEL NADAL: Muy brevemen- 
te. Antes de proceder a la convalidación del 
Real Decreto de 20 de julio nos gustaría, en 
nombre de la Minoría Catalana, fijar nuestra 
posición. 

Nuestra intención inicial es de rechazo de 
este Real Decreto, porque en el mismo, si bien 
son ciertas todas las argumentaciones que ha 
dado el portavoz del Grupo de UCD, observa- 
mos dos omisiones importantes que pueden 
comprometer gravemente la eficacia del mis- 
mo decreto que aquí se ha glosado. 

La primera es que en el citado decreto no 
se incluye la financiación del 50 por ciento 
de las cargas financieras de los presupuestos 
de liquidación de deudas del año 1975; y en 
segundo lugar, también muy importante, es 
que en el citado Decreto tampoco se ecpeci- 
fica que las operaciones de crédito con las 
cuales hay que nutrir los presupuestos espe- 
ciales de urbanismo puedan ser computables 
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El señor FRAGA IRIBARNE: Señor Presi- 
dente, señoras y señores Diputados, anuncio 
de nuevo mi propósito de ser breve, porque 
debemos serlo todos, y debemos esperar que 
el nuevo Reglamento nos obligue a serlo cuan- 
do no lo seamos de buen grado; y, sobre to- 
do, que vayamos creando los métodos para 
que los grandes temas ocupen el orden del 
día, y que no queden postergados para el 
tercer día de la semana los temas importan- 
tes que el país espera, como orden público, 
ferrocarriles parados, etc. En este espíritu de 
brevedad, diré : 

Primero, seguimos creyendo que se está 
abusando del Decreto-ley. La práctica del De- 
creto-ley se está extendiendo innecesariamen- 
te, y nosotros somos opuestos a ello. 

Segundo, entendemos que las cuestiones de 
los déficits, deudas y financiación de las Ha- 
ciendas locales, importantes y urgentes como 
son, también son un tema grave para la eco- 
nomía, que debe resolverse definitivamente 
por leyes generales, debatidas y contrastadas 
en esta Cámara. Y precisamente si procede- 
mos todos con precisión y brevedad podría 
hacerse por ley y no por Decreto-ley. 

Tercero, nuestro Grupo, que ya en su día, 
el debate constitucional, fue partidario, y 

no lo obtuvo, de que el Decreto-ley estuviera 
prohibido tambiái en asuntos fiscales en cuan- 
to afectan a *ingresos y gastos del (Presupuesto 
del Estado, entiende que éste es un criterio 
que debería establecerse por 110 menos por uso 
y convicción de esta Cámara. Tudo lo que 
sea coherencia es importante en esta tribuna. 

Nosotros seguimos convencidos de que 
cuanto aumente el déficit del sector público 
es gmvmente peligroso para la salud econó- 
mica y política de España. 

Este $Demeto-ley, sin cuantificar y sin justi- 
ficar -por justificables que sean las razones 
últimas-, es lo cierto que lo aumenta sin pre- 
cisión, y esta viciosa práctica agrava la proli- 
feración de los Decretos-leyes cuando afectan 
a esta materia. 

Por otm parte, bien está mirar a la teoría 
del borrón y cuenta nueva, pero veamos el 
pceden te  que sentamos. Se trata de deudas 
contraídas en muchos o a ~ o s  fuera de la ley. 
En necesario por ello fijar el criterio de que 

en adelante no podrá invocarse este prece- 
dente. 

Finalmente, en cuanto al fondo del asunto, 
entiendo que el criterio en general debe ser 
el de que estos temas entren en el Presupues- 
to del Estado de cada año, y que haya una par- 
tida de crédito en el Presupuesto y otra en 
las partidas de créditos oficiales para repar- 
tir a todos los ayuntamientos, no tanto en 
funci6n de las deudas que tengan, sino justa- 
mente por el contrario: 4i cuanto a la capa- 
cidad de administración que hayan demos- 
trado. 

Por todo ello, señor Presidente y señores 
Diputados : 

Primero, no somos partidarios de un Decre- 
to-ley más. 

Segundo, QI atención a las circunstancias 
del tema de que se trata, no nos opondremos 
a la ratificación. 

Tercero, nos sumamos a la propuesta de 
que sea tramitado, para corregir lo que poda- 
mos, para salvar y sanar lo que podamos sal- 
var y sanar, m o  proyecto de ley. 

El sMor PRESIDENTE: Para fijar la posi- 
ción d0l Grupo Parlamentario Comunista, en 
relación con este Decreto-ley, tiene la palabra 
es señor Tamames. 

El señor TAMAMES GOMEZ: Señor Pre- 
sidente, señoras y señores Diputados, querría 
empezar marcando una coincidencia con la 
intervención anterior del señor Fmga y tam- 
bién disintiendo, en parte, de ella. 

La coincidencia es que, efectivamente, son 
muchos los Decretos-leyes que llegan a esta 
Cámara, la mayoría de  ellos innecesariamente 
si hubiera el vardadero deseo de tramitarlos 
por la vía de ungencia como leyes ordinarias, 
lc cual se demuestna en este caso, puesto que 
este Decreto-ley empezó a configurarse en 
diciembre de 1979, y con un poco más de pre- 
visión se podría haber empezado inoluso a 
mediados del otoño de ese mismo año, como 
luego trataré de demostrar. 

Esta observación de que estamos ante una 
specie de lluvia permanente de Decretos- 
ieyes la hicimos en una in t enmcih  cuando 
criticábamos la cuestión a la luz del Decreto- 
ley cobre el censo de población y, sobre todo, 
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con respecto a los índices de revisión de pre- 
cios de las obras públicas del Estado. 

Ya allí dijimos que era una cantidad exce- 
siva, que veintiún Decretos-leyes a lo largo 
de un año era una cantidad Qccesiva, y se 
nos criticó por parte de otro Gmpo diciendo 
que no era un problema de cantidad, sino de 
calidad; pero es que, realmente, la cantidad 
llega un momento en que produce eso que se 
llama el cambio cualitativo y transforma la 
verdadera situación. Esto es lo que sucedió 
el año pasado y esto es lo que podría suceder 
este año si 'los Grupos Parlamentarios no dié- 
ramos ya un aviso muy serio de que al Go- 
bierno no puede seguir tratando de introducir 
cambios importantes a h v é s  de Decretos- 
leyes. 

La cparte en que disiento de nuestro compa- 
ñero, el Profesor Fnaga, va encaminada en el 
sentido de que ésta no es una cuestión que 
pueda ser tratada brevemente porque se con- 
sidere que no es lo suficientemente importan- 
te como para requerir una larga explicación 
-tampoco yo la voy a hacer-, pero el tema, 
señor Fraga -segunamente lo sabe y lo que ha 
querido hacer ha sido ahorrar tiempo-, es 
importante. Y es importante porque se re- 
quiere a todo un legado, a toda una herencia 
de los ayuntamientos democráticos, tema a 
que ya nos hemos referido en más de una 
m s i b n  y con el cual no voy a cansar a la 
Cámara, pero sí diré que afecta a la vida de 
los ayuntamientos, de centenares de ayunta- 
mientos, en total, de los seiscientos munici- 
pios españoles que están dentro del régimen 
de liquidación de deudas de presupuestos. 

Lo que me ha extrañado en la intervención 
del Grupo Centrista ha sido que daba la im- 
presión de que este Decreto-ley caía un poco 
del cielo, y precisamente en el propio preám- 
bulo del mismo se pone de relieve que tiene 
una genesis bastante clara en toda una serie 
de conversaciones de la Administración Cen- 
tral con los Grupos políticos y con la repre- 
sentación de 110s ayuntamientos, a los que por 
primera vez en un texto legal se les reconoce 
ya, como tal representación colectiva, una per- 
sonalidad, por así decirlo. 

Las conferencias municipales de Valencia, 
Sevilla y, sobre todo, Zaragoza, celebrada ésta 
Última en noviembre de 1979, pusieron de re- 

lime la necesidad de resolver de una vez d 
problema de los presupuestos de iliquidación 
de deudas. 

En la discusión del Rrewpuesto del año 
1980, a finales de diciembre, volvimos a plan- 
tear el tema y fue entonces cuando el Vice- 
presidente del Gobierno sugirió la posibilidad 
de un Decreto-ley, que dijo estaría listo antes 
de finales de mero. Aunque se haya retrasado 
algunos dias no voy a hacer (la crítica por el 
retraso de una semana, pero lo cierto es que 
ésta es la génesis del Decreto-ley y estas con- 
versaciones son las que han permitido llega'r 
hoy a estas disposiciones, que muy brevemen- 
te vamos a comentar. 

Se dice que es por última vez. Por última 
vez es algo contundente y nosotros no esta- 
mos dispuestos a discutirlo, pero es que pen- 
a m o s  que la reforma fiscal de los ayunta- 
mientos está definitivamente en marcha, que 
se puso en marcha ya en el verano de 1979 
y creemos que esa reforma fiscal garantiza 
que ya no va a ser necesario volver a estos 
métodos. En cambio, en lo que no estamos de 
acuerdo -y así 110 decimos claramente- es 
en que en estos presupuestos de liquidación 
de deudas, al pasar a 1979, se establezca ia 
diferencia con lo que sucedió hasta el 31 de 
diciembre de 1978. Así se lo dijimos al Vice- 
presidente del Gobierno, al Ministro de Ad- 
ministración Territorial y al Ministro de Ha- 
cienda en las conversaciones mantenidas, y 
estamos de acuerdo en que haya una reparti- 
cipación de la carga al cincuenta por oiento 
entre el Estado, la Administracih Central y 
los ayuntamientos hasta diciembre de 1978, 
pero seguimos manteniendo nuestra postura 
de que para 1979 se debía haber hecho el mis- 
mo tratamiento, porque si se hizo frente a 
los ayuntamientos no demwrhticos, no halla- 
mos la razóri para que no se haga de cara a 
los ayuntamientos democráticos. No se ha 
explicado, ni hemos recibido satisfacción, en 
cuanto a esa discriminación evidente, y ade- 
más el único argumento que podía haber, y 
que se cita en el prehbulo,  es que la refor- 
ma fiscal de las Haciendas locales se puso en 
marcha con el Real1 Decreto 11/1979, de 20 
de $dio. 

Esta reforma fiscal, como en el mismo De- 
creta se dice, no ha tenido la posibilidad de 
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funcionar de hecho a lo largo de 1979, no ha 
resuelto la situación, y, por lo tanto, en una 
situación de prórroga, de inercia de todo el 
período anterior, se debería haber aplicado el 
mismo criterio de que la carga se repartiera 
entre la Administración Central y 110s ayun- 
tamientos. 

Decíamos que no vamos a insistir en que 
no sea por última vez, porque está claro que 
la reforma fiscal va avanzando. En el Presu- 
puesto de 1979, por ejemplo, del ayuntamien- 
to de Madrid y0 el déficit es considerable- 
mente menor que en 1978. Ha habido medidas 
importantes de saneamiento f inancio,  no 
tantas de aumento de ingresos como de mejor 
control del gasto. En ese sentido estamos de 
acuerdo, pero no en lo segundo, respecto a 
que de la carga se tendría que haber hecho 
cargo el Estado para 1979. 

Tambi6n coincidimos con el Grupo de (la 
Minoría Catalana en el sentido de que se 
debería haber incluido en el presupuesto de 
liquidación de deudas el de Barcelona de 
1975. Es cierto que pudo haber un «lapsus» a 
lo largo de la negociación, en el sentido de 

~ 

no este, 'porque él se comprometió muy olara- 

y algunos aspectos formales y complementa- grandes almacenes, instituciones públicas, etc., 
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en el futuro, se opere con racionalidad y sin 
cicatrices. Me refiero al tema de la recepción 
del Metropolitano en aplicación de la Ley de 
Desprivatización de la Compañía Metropoli- 
tana de Madrid. Ahí no se puede entregar un 
sistema de transporte subtemíneo en malas 
condiciones, y no porque el Metropolitano mi- 
da más, como dice lla propaganda, sino porque 
ese Metropolitano que mide más en túneles 
y en vías tiene practicamente el mismo equipo 
móvil de antes, y nos encontramos con pro- 
blemas muy serios de equipo que tendrían que 
resolverse antes de la recepción. 

También quiero decir que nos congmtula- 
ría mucho escuchar del Gobierno un cmentis» 
al rumor que se  va extendiendo de que el 
Metropolitano de Madrid y el de Barcelona 
van a ser los únicos que se van a acoger real- 
mente a las medidas para enjugar el déficit 
previsto €n la Ley de Desprivatización, y que, 
en cambio, dos de Sevilla y Bilbao no entrarfa 
en ese mismo régimen. Nos parece que sería 
una discriminación inaceptable. 

Como también pensamos que antes de lle- 
gar a una recepción del Metropolitano de Ma- 

urbanismo, vía control de gastos, que podría sufmgar el déficit de RENFE cuando, medido 
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sí se esta dando a la Red Nacional, que es 
susceqtible de mejom como también lo es 
el transporte metropolitano. 

IPensamos, por consiguiente, que es buena 
ocasión de sacar a colación estas cuestiones, 
de ponerlas sobre la mesa, porque un Decreto- 
ley es una medida excepcional que en este 
caso podría haberse evitado. Ahí está, lo va- 
mos a votar, pero co<i todas estas salvedades 
y advertencias, de cara a un futuro que vamos 
a tener como inmediato (mucho antes de lo 
que pensamos. 

Nada más, y muchas gracias. 

El señor PRESI'DENTE: ,Por el Grupo Par- 
lamentario Socia1,ista del Congreso, y para 
fijar asimismo su posición en relación con 
este Decreto-*ley, tiene la palabra el señor Fa- 
jardo. 

El Señor (FAJARDO SPiNOLA: Señor Pre- 
sidente, señoras y señores Diputados, por su- 
puesto que mis primeras palabras tienen que 
referirse tambib al tema aquí suscitado de 
la utilización de la técnica, en este aso por 
primera vez, del Decreto-ley para regular cues- 
tiones que están reservadas o cuestiones en 
materia de reserva legal. 

Evidentemente, creo que todos nos hemos 
expresado -y ahora nosotros también- en 
contra de la utilización de una técnica exka- 
ordinaria. Posiblemente, como dijimos en el 
debate de la Ley de IPresupuestos, y yo mis- 
mo desde esta tribuna con ocasióri de la soli- 
citud de que una enmienda socialista fuera 
aprobada para este mismo tema que hoy es 
objeto del Decreto-ley, nos hubiéramos aho- 
rrado una técnica que venimos a convenir 
todos ahora que es extraordinaria. 

Pues bien, entrando en el fondo del tema, 
nosotros estamos a favor, por supuesto, del 
contenido de este Decreto-ley y, en conse- 
cuencia, estamos a favor de Su convalidación 
en este momento. Ahora bien, t a m b h  en el 
mismo sentido de otros oradores anteriores, 
nuestro Grupo Parlamentario tiene que indi- 
car que, por supuesto, el presupuesto de liqui- 
dación de deudas de 1975, que Sólo hace 
referencia a la ciudad de Barcelona -salvo 
alguna excepcidn muy pequeña, p k o  en lo 
importante y fundamental sólo en la ciudad 
de Barcelona-, debe efectivamente ser in- 

:luido que s610 en ese caso, así como tam- 
bién en el supuesto que esperamos de que las 
Bperaciones para financiar presupuestos de 
urbanismo sean computables a los Hectos de 
los coeficientes de obligatoria con$pcibn de 
h s  Cajas de Ahorro. 

Nosotros en este caso votaremos a favor 
de la convalidación, y precisamente pam que 
este tipo de rectificación del contenido se ve- 
rifique aquí, en las Cortes, también pedimos y 
esperamos que el Gobierno y el Grupo Parla- 
mentario Unión de Centro Democrático con- 
venga en aceptarlo, y pedimos que se tramite 
como proyecto de ley. 

Ahora bien, posiblemente ésta sea una oca- 
sión cmás de hablar del tema de los ingresos 
de las Conporaciones 'Locales, de hablar del 
tema de las Haciendas Locales en general. Ya 
se ha didio aquí por algún arador - c r e o  que 
por el que representaba ia Unión de Centro 
Democrático- que ésta es una suerte de ma- 
nifestación o de expresión de la bondad del 
Gobierno o de la bondad del Grupo del Go- 
bierno con los ayuntamientos. No fueron esas 
ciertamente sus palabras, pero sí el espíritu 
de las mismas. 

Quiero repetir una vez más -estadísticas 
en la man- que aquí no se trata de aumen- 
tos, porque no ha habido aumento en idas 
transferencias a las Administraciones Locales; 
todo lo contrario, si nosotros cogemos una ta- 
bla de transferencias para inversión a las Cor- 
poraciones Locales, no solamente -como un 
compañem mío de Grupo hizo esta mañana- 
encontramos que es inferior, muy inferior a la 
de otros países europeos, la participación en 
el conjunto del sector público, sino que ha 
disminuido sensiblemente en los últimos años 
la participación del sector ptiblico l m i  en el 
conjunto del sector público. 

Señoras y señores Diputados, aquí estarnos 
aprobando o convalidando un Decreto-ley que 
hace referencia sólo a un aspecto del tema, al 
aspecto del saneamiento de las deudas ante- 
riores, pero, de ninguna manera, al aspecto 
de la transformación progresiva +ue noso- 
tros pedimos- del sistema de las Haciendas 
Locales, porque esa transformación debe 
apuntar hacia una participación del sector pú- 
bPco local en el conjunto del sector público 
en general muchfsimo más elevada, por su- 



- 4210 - 

de esa deuda heredada - d e s d e  luego here- , 
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puesto, que la que se ha dado en los años 
anteriores y que la que se da ahora. 

Nosotros pensamos que hay que acudir a 
facilitar otras fuentes de financiación; fuentes 
de fhanciación tan importantes como la de 
las Cajas de Ahorro. Por eso pedimos que en 
el desarrollo del artículo 4." se facilite por un 
Decreto esta vía, que sea computable en el 
coeficiente de obligatoria consignación a las 
Cajas de Ahorro. Y esta vía de financiación, 
a través de las Cajas de Ahorro, responde, 
efectivamente, a la idea de que dichas Cajas 
sean la expresión del &horro popular y res- 
peten ese ahorro popular. Nosotros propugna- 
mos que sean un instrumento de arraigo del 
ahorro popular en la región de origen; que 
sean, además, unas instituciones más demo- 
cráiticas de lo que son actualmente. 

A propósito de ello, es oportuno indicar 
aquí que estas Cajas de Ahom siguen todavía 
reguladas por un sistema jurídico que impide 
el que sean una fuente de financiación de las 
Corporaciones Locales; que estas Cajas de 
Ahorro, en particular a través de la políticci 
que realiza la Confederación de Cajas de Aho- 
rro, son todavía un lugar donde posiblemente 
no ha entrado la democracia. 

Puedo utilizar esta tribuna como lugar de 
denuncia de un recientísimo caso de política 
represiva de !la Confederación de Cajas de 
Ahorro respeto de alguno de sus altos fun- 
cionarios que, tal vez por pertenecer a un 
partido político de los que no están en este 
momento en el poder dentro de esa Confede- 
ración, ha sido despedido de ella, ratificando 
y aumentando una política represiva de la 
Confederación, que está dentro de toda la cali- 
ficación que merece, para nosotros, una ins- 
titución de ahorro que, realmente, debería es- 
tar al servicio de la inversión en las Corpora- 
ciones Locales. 

Señoras y señores Diputados, nada más 
que indicar que nosotros votaremos a favor de 
la convallidación. Esperamos del Gobierno y 
del Grupo de Unión de Centro Democrático 
que este Real Decreto-ley pueda ser trami- 
tado como proyecto de ley para que así ten- 
gamos ocasión de introducir esas modificacio- 
nes y de contribuir con ello al saneamiento 

como proyecto de ley, pudieran introducirse 
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vez, puesto que no se sabe si, efectivamente, 
todo ese cúmulo que significa la deuda here- 
dada está realmente saldado con esta medida. 
No la consideramos nosotros como una me- 
dida de tíltima vez si, realmente, esto no está 
del todo terminado, puesto que s6lo abarca el 
objetivo del saneamiento y, de ninguna ma- 
nera, el objetivo de la transformación progre- 
siva del sistema de las Haciendas Locales. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra 
el señor Ministro de Administración Terri- 
torial. 

El señor MINISTRO DE ADMINISTRA- 
CION TERRITORIAL (Fontán 'Pérez): Señor 
Presidente, señoras y señores Diputados, en 
primer lugar, quiero ratificar en nombre del 
Gobierno y hacer mías las palabras pronun- 
ciadas desde esta tribuna por el representante 
del Grupo Parlamentario Centrista. Creo que 
han recogido de una manera fiel y acertada 
erl espíritu que inspira la redacción, presen- 
tación y promulgación de este Real Decreto- 
ley que sometemos hoy a la convalidación 
de la Cámara. 

Querría, seguidamente, sin extenderme mu- 
cho hacer algunos comentarios a las inter- 
venciones de los representantes de los distin- 
tos Grupos Parlamentarios que han hecho uso 
de la palabra. En primer lugar, querría co- 
mentar empezando por las del representante 
del Grupo político de la Minoría Catalana 
y siguiente por los portavoces de los otros 
Grupos Parlamentarios, las observaciones que 
se han hecho en torno a la posible propuesta 
de tramitación de este Real Decreto-ley como 
proyecto de ley ante las Cortes Generales. 
Efectivamente, no nos opondremos ni el Go- 
bierno ni su Grupo a la tramitación como 
proyecto de ley de este Real Decreto-ley 
que hoy sometemos a la convalidación de 
la Cámara, 

Se ha señalado, igualmente, a partir del 
Grupo político de la Minoría Catalana y si- 
guiendo por los representantes de otros Gru- 
pos políticos, Grupo Socialista, Grupo Co- 
munista, etc., la posibilidad de que en el texto 
de este Real *Decreto-ley, al ser tramitado 
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primer presupuesto extraordinario de liqui- 
dación de deudas que afectaba al Ayunta- 
miento de Barcelona por una cuantía próxima 
a los 11.000 millones de pesetas -presupues- 
to de  liquidación de deudas que fue autorizado 
por un Real Decreto-ley de mayo de 1 9 7 6 ,  
no es exactamente un caso paralelo al de los 
otros presupuestos de liquidación de deudas 
aprobados sucesivamente a lo largo de los 
siguientes Decretos-leyes. 

En primer lugar, recogía una situación an6- 
mala planteada en aquel momento en un solo 
municipio, en un municipio muy peculiar; 
tenía un carácter finalista en cuanto al de- 
talle de Jas partidas que podrían ser acogidas 
en ese presupuesto de liquidación de deudas 
y, en segundo lugar, no ofrecía una posibi- 
lidad abierta al resto de las corporaciones lo- 
cales, como la mayor parte de los Decretos- 
leyes que a estos efectos de la liquidación de 
deudas se han aprobado posteriormente. NO 
obstante, he de decir que no nos opondre- 
mos, ni como Gobierno ni como Grupo a que, 
a lo largo de la tramitación parlamentaria 
de este proyecto de ley que sustituya al Real 
Decreto-ley que hoy convalidamos, las anua- 
lidades pendientes de aquel presupuesto ex- 
traordinario de liquidación de deudas de 1975, 
que afectaba a problemas locales de la ciudad 
de Barcelona, puedan ser objeto del mismo 
tratamiento en cuanto a la participación del 
Estado que se haría cargo, al 50 por ciento, 
de las amortizaciones e intereses correspon- 
dientes a los próximos años. 

He señalado, también, que habría sido pre- 
ciso o conveniente, a juicio de algunos de los 
Grupos Parlamentarios que han hecho uso 
de la palabra desde esta tribuna, señalar ex- 
plícitamente que las operaciones de crédito, 
a efectos de la confección de los presupues- 
tos de urbanismo en las condiciones que se 
especifican en este Real Decreto-ley, fueran 
computables a los efectos de la inversión 
obligatoria por parte de las instituciones de 
crédito. 

Esta, como saben la mayoría o la totalidad 
de los señores Diputados, es una medida 
que puede tomar el Gobierno sin que revista 
rango de ley. En el Ministerio correspondien- 
te está en estudio la fórmula para que, efec- 
tivamente, el importe de esas operaciones es- 

peciales de &.edito de urbanismos, abiertas a 
la totalidad de las corporaciones locales, pue- 
dan acogerse a este coeficiente de inversión 
obligatoria de las instituciones de crédito que 
a ella acudan. 

Esta es, señoras y señores Diputados, la 
respuesta que en nombre del Gobierno ofrezco 
a los Grupos Parlamentarios que se han ma- 
nifestado en torno a aspectos concretos, pun- 
tuales, del Real Decreto-ley que sometemos 
a convalidación de la Cámara. 
Yo querría hacer otras observaciones, glo- 

sando brevemente algunas de las interven- 
ciones de los portavoces de estos Grupos. 
Efectivamente, los déficits estructurales que 
venían arrastrando las corporaciones locales 
durante estos años de transición política han 
de ser abordados mediante medidas prafun- 
das que saneen en la base la situación finan- 
cera de las corporaciones locales. 

En la línea de esta medida, como ha sub- 
rayado el Grupo Parlamentario del Gobierno 
y han reconocido los portavoces de otros 
Grupos Parlamentarios, opera efectivamente 
el Real Decreto-ley de julio de 1979, que fue 
tramitado, efectivamente, como Real Decreto- 
ley. Y por esta vía excepcional y dme urgencia, 
primero porque nosotros consideramos que la 
tramitación de este tipo de decretos-leyes es, 
efectivamente lícita dentro de los esquemas 
constitucionales en que nos movemos y, en 
segundo lugar, por la gran urgencia del 
tema. 

He de decir y aclarar que en ningún caso 
los presupuestos de liqudación de deudas, a 
que ahora abrimos paso con este Real Decre- 
to-ley, pueden servir para compensar deudas 
contraídas fuera de la ley, puesto que serán 
sometidos al riguroso control de la Hacienda 
Pública, de la misma manera y en las mismas 
condiciones que los presupuestos de liquida- 
ción de deudas anteriores. 

También he de decir que esta es una 
oferta del Gobierno, que se abre desde el Go- 
bierno y después de la convalidación del Real 
Decreto-ley y de su aprobación como proyec- 
to de ley ulteriormente; es una oferta que se 
abre desde los poderes públicos a todas las 
corporaciones locales que se encuentren en 
12 necesidad de acudir a esta fórmula de 
financiación de sus déficits o desniveles pre- 
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supuestarios. No son s610 los seiscientos ayun- 
tamientos a que, en números redondos, ha 
hecho referencia un señor Diputado, sino que 
es un número probablemente mayor, bastante 
mayor de corporaciones locales de todos los 
niveles de población. 

'Como consecuencia de estas conversacio- 
nes, como consecuencia de este discurso polí- 
tico, se produce el Real Decreto-ley de julio 
de 1979; y, como complemento de la nueva 
ordenación que ese Real Decreto-ley de julio 
abre para las Haciendas locales, se presenta 
este Real Decreto-ley en el que sí quiero sub- 
rayar que, cuando se señala en la exposición 
de motivos y en la parte articulada que es por 
última vez, es propósito del Gobierno -pro- 
pósito que, por otra parte, creo que han 
manifestado compartirlo en los momentos 
procesales oportunos representantes de otros 
Grupos políticos, de que, efectivamente, es- 
tos presupuestos extraordinarios de liquida- 
ción de deudas se planteen así por última vez. 

He de decir que, en efecto, para este pre- 
supuesto extraodnario de liquidación de 
deudas deil año 1979 no se abre el mismo 
tratamiento -en cuanto a la participación 
del Estado en el levantamiento de las cargas 
que representan las anualidades financieras 
por amortización e intereses, que para los 
presupuestos anteriores. Es que, efectivamen- 
te, está planteado desde otros supuestos po- 
líticos y desde otros supuestos estructurales 
respecto de las haciendas municipales. 

Ya sabíamos que los efectos del Real De- 
creto-ley de julio no iban a producirse con 
plenitud en el año 1979, y que producirán 
todo su rendimiento en el año 1980. También 
sabíamos y dijimos -yo mismo, desde esta 
tribuna, en aquel momento- que los efectos 
serían lo suficientemente sensibles como para 
que se pudiera hablar de un cierto cambio 
de tendencia en la estructura presupuestaria 
de las corporaciones locales. Dfectivamente, 
así ha sido, y los ayuntamientos no solamen- 
te han percibido el 2 por ciento de incre- 
mento en los impuestos indirectos que ha 
representando su participación en el impuesto 
sobre los carburantes, sino que, además, han 
devengado unas cantidades importantes a 
través de la modificación de las bases sobre 
las que opera el impuesto sobre la contribu- 

ción urbana. Como ya saben las personas que 
siguen de cerca la política municipal, esos in- 
gresos devengados, que son conocidos, pue- 
den ser imputados como ingresos en la li- 
quidación del presupuesto de 1979, indepen- 
dientemente de su percepción unos meses 
más tarde. 

En relación con el retraso a que aquí se ha 
hecho referencia respecto de la aprobación 
y publicación del Real ,Decreto-ley, realmente 
hay que reconocer que es un retraso mínimo. 
Porque sí se había hablado desde esta tri- 
buna, del mes de enero, y el Real Decreto-ley 
fue aprobado por el Gobierno el 25 de enero; 
su aprobación fue conocida en ese mismo día, 
y se publicó, eso sí desgraciadamente, en el 
«Boletín Oficial» de 1 de febrero de 1980, 
en vez del 31 de enero, con lo cual habríamos 
cumplido ese plazo que con tanto rigor se 
nos exige. 

En las intervenciones de los distintos Gru- 
pos Parlamentarios ha habido algunas consi- 
deraciones que, a mi modo de ver, se salen 
de la cuestión que estamos debatiendo, y que 
se comete a la consideración de esta Cá- 
mara. 

A mí me parece una legítima operación 
parlamentaria trae por los pelos otro tipo de 
cuestiones, como los que afectan a la estruc- 
tura de los transportes u otras cuestiones 
similares. Pero estos discursos no tienen real- 
mente nada que ver con este Real Decreto- 
ley, y nadie creo que espere de mí que me 
vaya a dedicar a comentarlos. 
Yo querría, por último, decir que el Gobier- 

no, al redactar este Real Decreto-ley, al 
proponerlo a la convalidación de la Cámara, 
no pierde de vista unos principios constitu- 
cionales que el propio Gobierno es el primer 
obligado a cumplir. Uno de estos es el prin- 
cipio de la autonomía de las corporaciones 
locales, el principio de la autonomía munici- 
pal. Autonomía quiere decir autogobierno, 
pero autonomía quiere decir tambien un prin- 
cipio político que ha de operar en conjunción 
con el principio político de la solidaridad y 
con el de la equidad que se consagra en la 
Constitución bajo la palabra de la igualdad. 

Esto quiere decir que alguien ha de con- 
templar -y es al Gobierno y a este Parla- 
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mento a quien corresponde contemplarlo- 
el conjunto de las administraciones públicas 
como eso, como un conjunto, como un todo, 
que constituye la estructura político-adminis- 
trativa del país y del Estado. 

Contemplándolo como un todo, hemos de 
operar al mismo tiempo sobre los principios 
de equidad. Por eso no hemos querido, no 
nos hemos sentido en ningún momento moral- 
mente autorizados a ir más allá de compartir 
entre todos los ciudadanos españoles al 50 por 
ciento las cargas financieras de las anualida- 
des y amortizaciones derivadas de los presu- 
puestos de liquidación de deudas que ya han 
nutrido o van a nutrir las arcas de un cierto 
número de corporaciones municipales, en las 
que -también hay que decirlo- vive apro- 
ximadamente la mitad de los ciudadanos es- 
pañoles. Pero hay que decir que forma parte 
de esta política del Gobierno, inspirada por 
el principio de la igualdad y por la solida- 
ridad, por motivos de equidad, prestar espe- 
cial atención a las corporaciones locales que 
por el volumen de sus presupuestos, por la 
más rigurosa, celosa o eficaz administración 
de sus propios recursos, no acuden a estos 
presupuestos de liquidación de deudas. Me 
refiero muy concretamente a los pequeños y 
medianos municipios, que, probablemente, no 
tienen estas urgencias, urgencias que afec- 
tan a terceros, como son todos los proveedo- 
res de las corporaciones municipales. Y, efec- 
tivamente, hay vías por las que el Gobierno 
se propone atender a las legítimas aspiracio- 
nes y a las urgentes necesidades de estos 
municipios. En primer lugar, para los créditos 
de libre disposición del Banco de Crédito 
Local resultantes para el ejercicio de 1980, 
tendrán, como es lógico, un carácter priori- 
tario los correspondientes a las inversiones 
que es preciso hacer en la realización de los 
planes provinciales. Y, de igual manera, es- 
tudiando con espíritu de justicia y de equidad 
las aspiraciones municipales por parte de las 
Instituciones de Crédito, el Gobierno está 
seguro de que esos municipios menores no 
serán el pariente pobre de la Administración 
local española. 

Agradezco a los Grupos Parlamentarios que 
han expresado desde esta tribuna su disposi- 
ción favorable a la convalidación del Real 

Decreto-ley, que me permito, después de lo 
que hemos oído, afirmar que será positiva. 

El señor PRESIDENTE: Vamos a proceder 
a la votación de este Real Decreto-ley 1/1980, 
de 25 de enero. Como vengo advirtiendo, en 
estas votaciones el voto afirmativo, el sí, es 
a favor de la convalidación, y el voto nega- 
tivo, el no, es a favor de la derogación de 
este Real Decreto-ley. 

IComienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente re- 
sultcedo: votos mitidos,  286; a favor, 282; 
en contra, dos; abstenciones, dos. 

El señor PRESIDENTE : Queda convalida- 
do el Real Decreto-ley 1/1980, de 25 de ene- 
ro, sobre Presupuestos extraordinarios de li- 
quidación de deudas de las Corporaciones Lo- 
cales y su financiación. 

Los Grupos Parlamentarios Minoría Cata- 
lana, Coalición Democrática, Comunista y So- 
cialistas del Congreso han formalizado en sus 
sucesivas intervenciones la petición de que 
se someta a decisión de la Cámara la trami- 
tación de este Real Decreto-ley como pro- 
yecto de ley. Sometemos, pues, a votación 
si se tramita el Real Decreto-ley como pro- 
yecto de ley. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente re- 
sultado: votos emitidos, 287; a favor, 286; 
abstenciones. una. 

El señor PRESIDENTE: El Real Decreto- 
ley 1/1980, de 25 de enero, será tramitado en 
esta #Cámara como proyecto de ley por el pro- 
cedimiento de uregncia, de acuerdo con el 
artículo 86 de la Constitución. 

El señor A,LAVElDRA MONER: Señor Pre- 
sidente, para explicación de voto. 

El señor PRESIDENTE: Le quiero recor- 
dar que en estos debates de totalidad tenemos 
establecido que no hay explicación de voto, 
puesto que la totalidad de los Grupos tienen 
Ii oportunidad de fijar su posición en el 
debate previo. 
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El señor ALAVEDRA MONER: Quería ex- 
plicarlo, simplemente, porque hemos cambia- 
do el voto que anunciamos en nuestra inter- 
vención. 

El señor PRESIDENTE: Puede explicar el 
voto. 

El señor ALAVEDRA MONER: Simplemen- 
mente, decir que hemos votado sí a la con- 
validación, porque en su intervención el señor 
Ministro ha admitido que se tramitase, como 
ha votado la Cámara, como proyecto de ley 
y, además, ha admitido las observaciones que 
nosotros hemos formulado en nuestra inter- 
vención, es decir, que no se opondría -ha 
dicho el señor Ministro- a la incorporación 
de la carga financiera del 75 que hace refe- 
rencia principalmente, como se 'ha dicho aquí, 
el Ayuntamiento de Barcelona. 

Por otra parte, también ha recogido que 
las operaciones crediticias para financiar los 
presupuestos especiales de urbanismo, serán 
computadas en el coeficiente obligatorio de 
intervención de las instituciones financieras. 

Por estos dos motivos nosotros hemos cam- 
biado el voto que habíamos anunciado y he- 
mos votado sí a la convalidación del Real 
Decreto-ley. Muchas gracias, señor Presi- 
dente. 

B) REAL DECRETO-LEY 2/1980, DE 11 DE 
ENERO, SOBRE MEDIDAS ECONOMI- 
CAS-FISCALES COMPLEMENTARIAS 
DE LA ELEVACION DEL PRECIO DE 
LOS PRODUCTOS PETROLIFEROS. 

El señor PRESFDENTE: Vamos a proceder 
al debate de totalidad respecto al Real De- 
creto-ley 2/1980, de 11 de enero, sobre me- 
didas económicas-fiscales complementarias de 
la elevación del precio de los productos pe- 
trolíferos. ¿Grupos Parlamentarios que de- 
sean intervenir? (Pausa.) Grupo Parlamenta- 
rio $Centrista, turno a favor; Grupo Parlamen- 
tario Socialista, turno en contra; Grupo Par- 
lamentario Comunista, tendrá que ser turno 
de Grupo para fijar su posición, 
tienen que ser alternativos los 

podrán fijar también su posición en el debate 
los Grupos Parlamentarios Andalucista y Coa- 
lición Democrática. 

Queda cerrado el debate con la participa- 
ción de estos Grupos. Para consumir un turno 
a favor, tiene la palabra por el Grupo Parla- 
mentario Centrista el señor Rodríguez-Mi- 
randa. 

El señor RODRIGUEZ-MIRANDA GOMEZ: 
Señor Presidente, señores Diputados, con la 
mayor brevedad para no cansar a esta Cá- 
mara, quiero solicitar el voto favorable de 
la misma para la convalidación, a tenor de 
nuestra Constitución, del Real Decreto-ley 
2/1980, de 1 1  de enero, sobre el que se es- 
tablecen medidas complementarias de carác- 
ter económico-fiscal a la elevación del precio 
de los productos petrolíferos. La razón fun- 
damental de acudir al instrumento jurídico 
del Decreto-ley, viene basada en las razones 
de urgencia, de necesidad que creo que, en 
el presente caso, son sobradamente conocidas 
por la Cámara y no necesitarán que me ex- 
tienda en ellas. 

Efectivamente, la elevación en el precio 
de los productos petrolíferos supone un im- 
pacto en el conjunto de nuestra economía 
al cual responde el Gobierno con rapidez, y 
cuya rapidez requiere el apoyo consistente 
en que se dicten medidas de carácter com- 
plementario para paliar, o corregir al menos, 
aquellas incidencias sectoriales desfavorables 
que hubieran podido producir las disposicio- 
nes iniciales relativas a ,la alternativa del 
precio de los productos petrolíferos. 

He aquí, pues, un instrumento económico, 
una respuesta econdmica del Gobierno, en 
que la razón de urgencia viene sobrada como 
justificación de la apelación al instrumento 
del Decreto-ley y, por tanto, creo que soli- 
citar la convalidación del Decreto-ley por 
parte del Gobierno, en cuyo nombre efectúo 
hoy la petición del voto, está sobradamente 
justificado,. 

Por otra parte, sería importante esbozar a 
esta 'Cámara las (líneas generales del Decreto- 
ley, donde se establece una contemplación 
global de la fiscalidad del petróleo mediante 
la adopción de una serie de 'medidas con- 
cretas. Yo me voy a referir a las cinco más 
importantes que establece el Decretodey. 
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puesto, el gravamen de tenencia y disfrute de 
automóviles, cuyo gravamen, establecido en 
el texto refundido del Impuesto sobre el Lujo, 
desaparece de nuestro texto, implicando una 
pérdida en los conceptos fiscales relativos a 
este i'mlpuesto #próxima a la cifra de 4.000 mi- 
llones de pesetas. 

A cambio de ello, el Gobierno establece 
una subvención correspondiente al 90 por 
ciento de la recaudación obtenida por dicha 
modalidad en el concepto de impuesto más 
la totalidad del importe referido a 1979 por 
otro concepto fiscal, el de patente nacional 
de autom6viles, para ser distribuido entre los 
Ayuntamientos, y es importante seiiaiarlo, 
de acuerdo con el mismo criterio que fija el 
artículo 123 del Real Decreto-ley 3.250, de 
1966. 

La tercera medida que incluye el Decreto-ley 
es la participaci6n de los Ayuntamientos en 
el precio de las gasolinas y en el precio de 
los impuestos de las gasolinas. Se altera aquí 
el criterio inicialmente (fijado de participación 
en una cuota monetaria para establecerlo 
en una cuota de valor, el 4,464 por ciento, 
con lo cual, y es importante destacarlo en el 
mamento en que se solicita el voto favora'ble 
de ila Cámara, cualquier incidencia posterior 
en la elevación del precio de los productos 
petrolíferos determinará automáticamente una 
elevación en el volumen global de la partici- 
pación de los Ayuntamientos, que verán así, 
a través de este instrumento, corregidas las 
alteraciones que la inflación pueda provocar 
en sus economías no saneadas, y que de esta 
manera quedan alteradas fundamentalmente 
para el futuro. 

La 'ley establece una medida complemen- 
taria para el ámbito que escapa, y es la cuarta 
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cas, para aquellos ámbitos territoriales ex- 
cluidos del monopolio de petr6leos ; concreta- 
mente para los ámibitos territoriales de Ca- 
narias y de Ceuta y Melilla, mediante la 
contemplación del mismo fenómeno de par- 
ticipación a través de una exacción regula- 
dora para este ámlbito limitado, que viene a 
establecer el mismo efecto que para los res- 
tantes Ayuntamientos del territorio nacional. 

Por último, el Gobierno establece, a través 
de las disposiciones que contiene el artícu- 
lo 5.", una articulación de créditos extraor- 
dinarios en los presulpuestos de 1980, para 
contemplar y paliar los efectos desfavorables 
que el conjunto de incidencias de elevación 
de precios de productos petrolíferos ha po- 
dido suponer para algunos sectores de nues- 
tra economía. 

En concreto, y en primer lugar, un crédito 
extraordinario de 8.700 millones de pesetas 
para subvencionar la producción de fertilizan- 
tes para el consumo interior. 

A través de estas medidas, lo que se pre- 
tende es un apoyo hacia el sector del campo, 
que ve así otorgada una minoración de lo 
que pueden constituir sus gastos totales, no 
mediante primas directas al consumo de fuel- 
oil o de energía con destinos agrícolas, sino, 
de una manera indirecta, a la producción de 
fertilizantes, con lo cual también se está pri- 
mando de hecho no a quien pueda efectuar 
un mayor consumo, sino a quien establece 
una técnica más depurada para la producción 
agraria. 

El segundo crédito extraordinario que se 
otorga es el de 2.000 millones de pesetas para 
subvencionar a los Ayuntamientos la supre- 
sión del gravamen de tenencia y disfrute de 
automóviles. 

El tercer crédito extraordinario asciende 
a 2.635 millones de pesetas para abonar al 
Fondo de Compensación en la participación 
en carburantes a que se refiere el Real De- 
creto-ley 11/1979, de 20 de julio, e idéntico 
concepto, con menor cuantía, en lo que se 
refiere a los Ayuntamientos de Canarias, Ceu- 
ta y Melilla. 

La sexta de las grandes medidas conteni- 
das en el Decreto-ley es la subvención otor- 
gada a la bomlbona de butano de doce kilo- 
gramos y medio para consumo exclusiva- 
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cargo no a los Presupuestos, sino a 4a renta 
de petróleo, una subvención hasta un límite 
máximo de 13.500 millones de pesetas. 

Quiero aclarar que la justificación de sub- 
vencionar este tipo de derivado energético 
del petróleo tiene su explicación en que el 
consumo de butano en botellas de hasta doce 
kilogramos y medio es básico en las zonas 
agrarias y en las zonas de extrarradio de las 
grandes poblaciones. Con ello se está priman- 
do al consumidor que vería notablemente 
elevados los precios de no haberse otorgado 
(prácticamente me atrevería a decir dupli- 
cado) la subvención que contempla el Real 
Decreto-ley 2, de 1980. 

Quisiera hacer una última consideración en 
orden al Decreto-ley que contemplamos. En 
conjunto no supone una alteración de agra- 
vación de la *fiscalidad del.petr6leo para el 
ejercicio de 1980. No quiero cansar a la Cá- 
mara con cifras, pero la fiscalidad prevista 
en el presupuesto de 1980, que está próxima 
a los 200.000 millones de pesetas, sufre, en 
todo caso, una alteración próxima al 8 por 
ciento por disminución, pero en ningún caso 
por aumento. Es importante destacar que, a 
través del conjunto de medidas articuladas en 
la elevación de precios y en el Decreto-ley 
complementario que examinamos, en ningún 
momento existe elevación de la fiscalidad de 
los productos petroliferos, sino una reduc- 
ción importante de la misma. 

Por último, con las medidas contempladas 
la rfiscdidad petrolffera dentro del ámbito del 
monopolio de petróleos, dentro del ámbito 
del Estado español, se sitúa en cifras enorme- 
mente comparativas con la fiscalidad del pe- 
trdleo y de la renta de las gasolinas de los 
países del contexto europeo. 

En todos los casos, con la sola excepción 
de Inglaterra, nos esta.mos moviendo entre 
porcentajes del 50 y 60 por ciento, y la Única 
excepción a este caso, que era la de Bélgica, 
con las dos últimas elevaciones de precios 
producidas en una sala semana ha venido 
a equipararse al caso espadlol. Con la sola 
excepción del Reino Unido, la fiscalidad es- 
pañola se mueve dentro de las mismas coor- 
denadas en que lo hace la fiscalidad homó- 
nima de la legislacion europea. 

He expuesto las razones sumariamente, sin 
ánimo de cansar a esta Cámara, para solicitar 

el voto favorable a la convalidación del Real 
Decretoalley 2/1980, ,por entender que a tra- 
vés de 41 el Gobierno ha actuado con opor- 
tunidad a una respuesta de urgencia política 
provocada por una elevación por factores 
externos a la política doméstica, y que a tra- 
vés de ella 'ha pretendido cumplir fines justi- 
ficadamente sobrados en el tratamiento de 
los sectores más desfavorecidos de la pobla- 
ción y en el tratamiento de la participación 
municipal en la recaudación total del Estado. 

Señorías, culmino solicitando el voto favo- 
rable a la convalidación del Real Decreto-ley 
2/1980, de medidas complementarias por las 
razones expuestas. Muchas gracias. 

El señor PRESZDENTE: !Por el Grupo Par- 
lamentario Socialista del Congreso, para un 
turno en contra, tiene la palabra el señor 
Peces-Barba. 

El señor PECES-BARBA MARTINEZ : Se- 
ñor Presidente, señoras y señores Di'putados, 
supongo que a Sus Señorías les resultará 
extraño que este Diputado vaya a intervenir 
en un tema como el Real Decreto-ley 2/1980, 
de 1 1  de enero, sobre Medidas Económicas- 
Fiscales complementarias de 'la elevación del 
precio de los productos petrolílferos. Y la in- 
tervención en nombre de mi Grupo Parla- 
mentario no tiene nada que ver con las expli- 
caciones que en nombre del Grupo Parla- 
mentario Centrista en favor de la convalida- 
ción ha dado mi distinguido amigo el señor 
Rodríguez-Miranda. 

Vengo a oponerme a la convalidación de 
este Real Decreto-ley por dos insólitas y es- 
candalosas disposiciones finales, a las que, 
pudorosamente, no se ha referido en su justi- 
ficación el señor RodrgguezUViiranda. Natu- 
ralmente, su sensibilidad de jurista, y de buen 
jurista, como me consta, le 'ha impedido refe- 
rirse a ellas. 

Ya hace algunos meses en esta Cámara el 
señor Fraga llam6 por primera vez la aten- 
ción -y el Grupo Parlamentario Socialista 
se adhirió inmediatamente- sdbre el proble- 
ma que se planteaba entonces y que hoy, rei- 
teradamente, se vuelve a plantear, y es que 
a través de un Decreto-ley se produzca una 
autorización para una delegación al Gobier- 
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no en relación con la regulación de determi- 
nadas materias. 

En ningún momento puede tener justifica- 
ción un desconocimiento de ,los principios 
elementales del IDereeho que están en todos 
los manuales. Quizá entonces fuimos algo 
más benévolos porque aún no había salido 
ningún manual en la materia; hoy, por lo 
menos, ya está la edición del ((Curso de De- 
recho Administrativo», del profesor García 
de Enterría, que trata ampliamente el tema, 
y estamos seguros que no es conocida por los 
responsables del Gobierno que han redactado 
esta disposición, porque si no no hubieran 
podido incurrir en tamaño desatino. Se pro- 
duce la siguiente paradoja, señor Presidente, 
señoras y señores Diputados: que dentro del 
conjunto de posilbilidades de producción nor- 
mativa que existen en general, pero en con- 
creto en nuestra Constitución (la ley, el De- 
creto-ley y la delegación legislativa, todas 
ellas con rango de ley), para que se pueda 
producir la delegación legislativa es nece- 
sario, naturalmente, que sea >por medio de una 
ley (artículo 82 de la Constitución) y, sin 
embargo, el Decreto-ley se produce en casos 
de extraordinaria y urgente necesidad (ar- 
tículo 86) y el Gobierno dicta con carácter 
previo las normas y luego se convalidan aquí. 
Pero de lo que no teníamos conocimiento, ni 
existe precedente en país alguno, es que a 
través de una norma dictada por el Gobierno 
se autorice o se delegue en el Gobierno para 
la redacción de una norma con el rango de 
una ley. 

Es absolutamente inaceptable que se auto- 
rice al Gobierno, a propuesta del Ministerio 
de Hacienda, para dictar las normas relativas 
a la determinación de da lbase imponi4.de y al 
procedimiento para la repercusión del Im- 
puesto de Lujo, etc., por medio de un De- 
creto-ley, y es inadmisible que se autorice al 
Gobierno para refundir las disposiciones vi- 
gentes, los tributos afectados por este Real 
Decreto-ley, por medio de un Decreto-ley, 
porque en este segundo caso se autoriza a 
refundir y se contempla, por consiguiente, 
algo que está establecido en el artículo 82 de 
la Constitución y reservado a las Cortes Ge- 
nerales, que podrán delegar en el Gobierno $la 
potestad de dictar normas con 
sobre materias determinadas 

rango de ley 
que no sean 

l 

leyes orgánicas. Y se dice expresamente : «La 
delegación legislativa deberá otorgarse me- 
diante una ley de bases cuando su objeto sea 
la formación de textos articulados» (Dispo- 
sición final primera) «O por una ley ordinaria 
cuando se trate de refundir varios textos le- 
gales en uno solo)) (Disposición final se- 
gunda de este Decreto-ley). De tal forma que 
el Gobierno, en este Decreto-ley que nos trae 
hoy, que como digo contiene estas Disposi- 
ciones finales escandalosas y absolutamente 
anticonstitucionales, pretende en la primera 
violar un precepto del artículo 82 de la Cons- 
titución y en la segunda violar el otro; es 
decir, es una clase $práctica de lo que no se 
debe hacer. 

Recuerdo que hace unos años, seguramente 
porque aquellos centros carecían de ideario 
educativo, se castigaba a los niños con copiar 
500 veces las cosas, y yo creo que al Go- 
bierno hay que castigarle a que copie 500 ve- 
ces el artículo 82 de la Constitución. 

Por todas estas razones -y creo que es 
un castigo benigno, porque incluso a lo mejor 
habría que imponer alguno de aquellos otros 
castigos que no voy a referir ahora por no 
molestar a los señores Ministros aquí presen- 
tes-, s d o r  Presidente, señoras y señores 
Diputados, sin entrar en las enjundiosas razo- 
nes de fondo que justificaban la oportunidad 
de este Real Decreto-ley, tengo que solicitar 
de Sus Señorías, en nombre del Grupo Parla- 
mentario Socialista, que voten la derogación 
del mismo, ya que es una auténtica vergüenza 
legislativa, que viola todo lo que hay que vio- 
lar en el artículo 82 de la Constitución. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor iRRESIDENTE: Por el Grupo Par- 
lamentario Andalucista, y ,para fijar la posi- 
ción del mismo en relación con este Real 
Decreto-ley, tiene .la palabra el señor Pérez 
Ruiz. 

El señor PEREZ RUIZ: Seflor Presidente, 
Seflorías, en relación con la convalidación 
del Decreto-ley que se nos presenta, nuestro 
Grupo tiene que hacer una serie de conside- 
raciones críticas al mismo, que nos llevan 
obligadamente a votar en contra. 

En primer lugar, 
deracíones, voy a 

y para hacer estas consi- 
analizar rápidamente los 
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artículos, porque en cada uno de ellos existen 
motivaciones suficientes como para rechazar 
el Decreto-ley. 

El primer artículo establece la modificación 
de una ley 'que salió defectuosa de este Con- 
greso de los Diputados, salió defectuosa del 
Senado, incluso fue calificada en aquel mo- 
mento de mala ley, que en este caso concreto 
fue muy debatida, y que evidentemente la 
práctica ha obligado a plantear una modifi- 
cación. 

Sin emibargo, nosotros creemos que esta 
modificación tampoco viene a resolver los 
problemas que había planteado aquella ley. 
Han salido una serie de disposiciones para 
tratar de paliar aquel defecto, que era el 
gravamen sobre los recambios de automó- 
viles, pero insiste el Decreto-ley en el de- 
fecto, 'puesto que se dice concretamente una 
frase : «Para automóviles de turismo». Es 
decir, quedan gravadas, o siguen gravadas, 
las adquisiciones de piezas de recambio, com- 
ponentes, incluso neumáticos, para automó- 
viles de turismo. 

Si nos vamos al artículo 3.", 2, del texto 
del Impuesto de Lujo nos encontramos con 
que no están sujetas al Impuesto las adqui- 
siciones de productos de exclusiva aplicación 
industrial. mies bien, resulta que como se 
gravan las adquisiciones de piezas de recam- 
bio para vehículos de turismo -y ésta es 
una expresión vulgar, una expresión incorrec- 
ta- hay veces que los automóviles de tu- 
rismo son adquiridos por industriales, como 
por ejemplo los taxistas o los vehículos fur- 
gonetas, que utilizan piezas de recambio que 
inicialmente están previstas para vehículos 
de turismo. 
Es decir, se  ha utilizado un concepto no 

técnico en la ley, un concepto vulgar, im- 
preciso, que da lugar a confusión en su apli- 
cación. Esto, evidentemente, dará lugar de 
nuevo a órdenes ministeriales diciendo que 
será necesario hacer una serie de descuentos 
para que se aplique la exención, o la no su- 
jeción mejor dicho, a los 'industriales en el 
momento de la adquisición de los recambios. 

Pensamos que lo lógico hubiera sido, en 
una disposición normativa, haber rectificado 
el concepto y haber utilizado un concepto 
técnico apropiado, de tal manera que los in- 

dustriales hubiesen quedado excluidos abso- 
lutamente. 

El artículo 2." suprime el gravamen sobre la 
tenencia y disfrute de vehículos automóviles. 
Esto produce, inmediatamente, una conse- 
cuencia, que es la congelación de los ingre- 
sos que los municipios percibían por este 
concepto. Congelación que se produce por el 
procedimiento de compensación que el mis- 
mo Decreto-ley prevé. Es decir, los Ayunta- 
mientos percibirán el importe de la recauda- 
ción efectiva del 90 por ciento del Impuesto 
de Tenencia y Disfrute de Automóviles, más 
la patente nacional de automóviles que se ha- 
ya cobrado en 1979. La recaudación efectiva 
de 1979 que no hubiera sido la recaudación 
efectiva de 1980 en caso de no haberse su- 
primido este impuesto. 

Nosotros pensamos que no existen razones 
de peso para haber suprimido este impuesto. 
En la motivación del Decreto-ley se nos dice 
que el impuesto en realidad incurre en un 
doble gravamen, puesto que el patrimonio so- 
bre las personas físicas ya tiene un gravamen 
y por tanto sería, repito, una doble tributa- 
ción sobre este patrimonio. Opinamos que 
quienes tienen el gravamen sobre el patrimo- 
nio de las personas físicas son una minoría 
en España, mientras que los que tienen que 
tributar por este impuesto son la gran ma- 
yoría. 

Por otro lado se nos aduce el alto coste de 
recaudación. Creemos que un impuesto cuyo 
presupuesto en el año 1979 ascendía a 3.100 
millones de pesetas, y cuya recaudación efec- 
tiva, según nos dice la Intervención general 
de ,la Administración del Estado, ha ascendi- 
do a la cantidad de 4.572 millones de pesetas, 
no es un impuesto gravoso para la Hacienda, 
puesto que ha duplicado la cifra presupues- 
taria inicialmente. Por eso opinamos que no 
era necesario suprimirlo, y menos aún dando 
una compensación que congela los ingresos 
para 1980. 

Preguntamos qué tiene previsto el Gobier- 
no para ejercicios sucesivos; si va a seguir 
siendo la misma cifra de 1979 o se va a esta- 
blecer otro sistema de compensación por esta 
participación. Preguntamos también si se ha 
anulado el concepto presupuestario 431, 2, 
de 2.500 millones de pesetas de la Sección 31, 
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en el cual las Corporaciones tienen prevista 
una participación por el impuesto que ahora 
mismo se elimina, cosa que tampoco nos di- 
ce el Decreto-ley. 

El artículo 3." modifica la participación de 
las dos pesetas litro de los Ayuntamientos 
por una participación proporcional, con lo 
cual evidentemente nosotros reconocemos 
que ha venido a establecer una proporciona- 
lidad para impedir los problemas monetarios 
que puede suponer el dejar una cantidad fi- 
ja, la inflación, etc. Lo que ocurre es que 
analizando las cifras parece que tampoco los 
Ayuntamientos saben bien de esta operación, 
y vamos sencillamente a hacer un comentario 
viendo las proporciones de subida del precio 
de los carburantes y la proporción de subida 
que supone para la participación de los Ayun- 
tamientos. 

De dos pesetas litro en concreto, se pasa 
para la gasolina de 90 octanos a 2,14, y de 
dos pesetas para la super a 2,41. En porcen- 
tajes tenemos una subida de un 20 por ciento 
para la de 90 y del 17 por ciento para la su- 
per. Las cifras globales del presupuesto que 
tienen previsto 15.500 millones por este con- 
cepto, se aumentan en 2.635, es decir, un 17 
por ciento, exactamente coincidente con la 
subida de la gasolina super. Pensamos que 
aquí hay un 3 por ciento del otro tipo de ga- 
solina que realmente han perdido los Ayun- 
tamientos. 

El artículo 4." no nos ofrece muchos co- 
mentarios, dada su escasa importancia ab- 
soluta, aunque relativamente pueda tenerla 
por los seis millones de pesetas de importe 
total. 

En cuanto al artículo 5.", sería más bien un 
comentario en relación con el Ministro de 
Agricultura el que debería de hacer. Simple- 
mente quiero dejar constancia de que los 
agricultores no están precisamente muy sa- 
tisfechos de esta medida, y si no que se lo 
pregunten al Vicepresidente negociador del 
frente patronal, que fue sustituido a última 
hora para conseguir una negociación favora- 
ble al Gobierno y no favorable precisamente a 
los agricultores. 

Por último, no puedo añadir más a las ar- 

nes finales, con las que coincido absolutaiiien- 
te, y que anulan, por supuesto, cualquier tipo 
de razón para votar a favor de este Decreto- 
ley. 

Por las razones aquí expuestas y las expre- 
sadas anteriormente por el portavoz del Gru- 
po Socialista, opinamos que es necesario de- 
rogar este Decreto-ley, y si acaso las medidas 
que indudablemente hay que plantear para 
resolver lo que aquí se pretende salvar, que 
se hagan mediante un proyecto de ley que será 
la vía más razonable. Nada más y muchas 
gracias. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra, 
por el Grupo Parlamentario de Coalición De- 
mocrática, el seflor Fraga Iribarne. 

El señor FRAGA IRIBARNE: Señor Pre- 
sidente, señoras y señores Diputados, nues- 
tro Grupo Parlamentario se ve en la ocasión 
de reiterar, dentro de su deseo de ser breve, 
que también reitera, su preocupación por la 
creciente avalancha de Decretos-leyes y por 
la creciente audacia con que están concebidos. 
En nuestra opinión, es muy posible que ha- 
ya que plantear en su momento al Tribunal 
Constitucional, aunque no haya una prohi- 
bición expresa, el tema del uso reiterado de 
estos Decretos-leyes en materias que afectan 
directamente al sistema fiscal. En todo caso, 
el problema de la urgencia está planteado 
también, porque un asunto que proviene de la 
Ley de Régimen Transitorio de la Imposición 
Indirecta es dudoso que pueda considerarse 
como urgente en el sentido estricto. Una vez 
más hemos de reiterar que este procedimien- 
to quita al Senado toda capacidad de actua- 
ción, que ya es limitada, y es otra razón para 
que debamos considerar con toda prudencia 
el uso de los Decretos-leyes. 

Debo decir que ya me referí a este tema 
y el tiempo me da la razón, si bien no es siem- 
pre simpático. Pero es lo cierto que si se 
hubieran aceptado las enmiendas de nuestro 
Grupo, brillantemente defendidas por el se- 
ñor Osorio, al artículo que ahora se corrige 
en dicha Ley de Régimen Transitorio de la 
Imposición Indirecta, no habría que tocarlo 

gumentaciones que el portavoz del Grupo So- ¡ después. Debemos poner de manifiesto nues- 
cialista ha hecho respecto de las Disposicio- 1 tra coherencia, la experiencia ajena y la falta 
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de técnica y de criterios adecuados, en con- 
traste con lo que se habla sobre materias de 
esta trascendencia. 

Tengo que decir que espero que no se con- 
sidere un pensamiento temerario, pero creo 
que este Decreto-ley no ha debido ser redac- 
tado en vn Departamento de la solera y tra- 
dición como el de Hacienda, y que no ha 
pasado por un organismo del prestigio de la 
Dirección General de lo Contencioso, sino 
quizá en otras mentes, sin duda bien inten- 
cionadas, pero menos preparadas técnicamen- 
te, sin lo cual creo que en esta forma no hu- 
biese llegado a esta Cámara. 

La supresión del gravamen de tenencia y 
disfrute de automóviles, cuyo importe se con- 
vertirá en subvención desde los Presupues- 
tos del Estado a los Ayuntamientos, sin duda 
estará basada en la falta de rentabilidad en 
la gestión del Impuesto, por lo que parece 16- 
gico que esa sí que es una supresión; lo que 
no parece lógico es que se compense a los 
Ayuntamientos con una subvención que en 
1980, que estamos iniciando, habrá que aten- 
der por medio de créditos extraordinarios, 
que normalmente -y vuelvo a repetirlo con 
gran sentimiento- aumentará el déficit del 
sector público. Nuevamente aquí se demues- 
tra la falta de previsión en la política del Go- 
bierno. 

Por otra parte -y ahora entro en una se- 
gunda parte de mi intervención- es evidente 
que las cuestiones planteadas por el profesor 
Peces-Barba son de gran trascendencia. Yo 
tengo que decir que estoy seguro que él al 
querer castigar al Gobierno lo ha hecho en 
su buen sentido del humor, en aquel sentido 
de la frase del clásico castigo (cidendo mo- 
res» o, poniéndolas en adecuada solfa, casti- 
gar, es decir, corregir ciertas costumbres o 
malas prácticas administrativas. En este caso 
debo decir que para mí no es dudoso, desde 
el punto de vista de una interpretación clara 
y correcta de la Constitución, que la delega- 
ción legislativa -y esto afecta a la primera 
de las dos Disposiciones finales- ha de con- 
cederse por una ley de bases, cuando su ob- 
jeto sea la formación de textos articulados, y 
por una *ley ordinaria cuando se trate de re- 
fundir varios textos legales en uno solo, lo 
cual afecta a la ley y, en ambos casos, no 

cabe el Decreto-ley, porque dice el número 1 : 
«Las Cortes Generales podrán delegar.. .», etc. 
En este sentido creo que se plantea un serio 
problema constitucional. 

Estoy seguro de que el señor Peces-Barba 
ha dado el sentido del humor y el sarcasmo 
diciendo que una vez más abro mi capote 
para cubrir una situación delicada, pero creo 
que es obligación de todos en estos momen- 
tos buscar soluciones. Es indudable que todo 
lo que hemos dicho, todos los problemas que 
aquí se plantean, son de la mayor trascenden- 
cia y, algunos de ellos, que igualmente de- 
bieron plantearse hace tiempo, como la pre- 
visible subida de los abonos, en este momen- 
to es un asunto indeclinable. Hay algunos si- 
tios en los cuales no se está abonando porque 
las fábricas retienen los abonos por problema 
de precios. 

Buscando una solución correcta -y me 
doy cuenta, señor ,Presidente, que aquí se 
plantea una cuestión nueva, pero no por nue- 
va no menos legítima-, voy a plantear lo si- 
guiente : primero, mi Grupo Parlamentario 
votará la ratificación del Decreto-ley exclu- 
yendo las Disposiciones finales. No hay na- 
da que prahíba la ratificación parcial; se- 
gundo, entiende que debe ser tramitado todo 
este Decreto-ley como proyecto de ley, y ter- 
cero, entiende que deben votarse por separa- 
do las Disposiciones finales primera y segun- 
da, y anuncia SU voto negativo a la ratifica- 
ción de las mismas. 

Finalmente, entiende que el Gobierno pue- 
de perfectamente presentar cuanto antes sen- 
dos proyectos de ley diciendo lo que debe 
decir en lugar de las, en mi opinión, no apro- 
bables Disposiciones finales primera y segun- 
da de este Decreto-ley. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Por el Grupo Par- 
lamentario Comunista tiene la palabra el se- 
ñor Pérez Royo. 

El señor PEREZ ROYO: Señor Presiden- 
te, Señorías, para Ajar la posición del Grupo 
Parlamentario Comunista en relación a la ra- 
tificación del presente Decreto-ley, posición 
que es contraria a la ratificación, por una se- 
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rie de razones que voy a intentar explicar, 
aunque a esta altura del debate es difícil en- 
contrar razones nuevas, aparte de las que se 
han dado y, sin embargo, estas razones exis- 
ten. 

La primera de ellas hace referencia no a 
la ratificación en sí, sino al uso que se hace 
de este Decreto-ley y en relación al problema 
normativo; en cuanto a los precios de los 
productos petrolíferos, a mi Grupo le llama 
la atención el que el Gobierno, después de 
aprobar, por Orden Ministerial, la subida de 
los precios dei petróleo, después de aprobar 
por procedimiento semejante subidas que yo 
calificaría de salvajes, en cuanto a las tarifas 
de determinados servicios públicos ; es decir, 
después de hurtar a la competencia del Par- 
lamento esos temas (temas que en una in- 
terpretación correcta de la Constitución de- 
berían haber venido aquí, al Parlamento), 
ahora, en cambio, nos someta a consideración, 
al debate de la Cámara en definitiva, la par- 
te, yo me atrevería a decir, menos importan- 
te, de menor incidencia, de todo el paquete 
conjunto que afecta al tema de los productos 
petrolíferos. 

Hubiera sido de desear que aquí hubiéra- 
mos discutido, si  no la subida en concreto, 
por lo menos criterios con carácter general 
para aplicar al tema de los precios del petró- 
leo y a todos los temas conexos con él. 

En cualquier caso, estamos ante la ratifi- 
cación de este Decreto-ley, y yo he de decir, 
y en parte se ha dicho aquí, que este Decre- 
to-ley representa un caso, como suele decir- 
se, de libro, sobre el desorden con el que se 
está produciendo la normativa fiscal en pe- 
ríodos recientes y sobre el menoscabo de las 
competencias de las prerrogativas constitu- 
cionalmente reconocidas al Parlamento en ma- 
teria fiscal y, en general, en la producción 
normativa. 

Las cuestiones involucradas en el presente 
Decreto-ley, como nos ha recordado perfecta- 
mente el portavoz del Grupo Centrista, señor 
Rodríguez-Miranda, son cuestiones múltiples. 
Está el problema de la supresión del Impues- 
to de Tenencia; el de la rebaja del Impuesto 
de Lujo sobre accesorios; el de la modifica- 
ción en cuanto a la participación de los Ayun- 
tamientos en el precio de la gasolina; el de 

créditos extraordinarios y el de la subvención 
a la bombona del gas butano. 

Nosotros tenemos criterios distintos en re- 
lación a estos puntos. Tenemos criterios con- 
trapuestos ; pero, en cualquier caso, todo su- 
mado, podríamos dar nuestro voto afirmati- 
vo a la ratificación del fondo del Decreto-ley 
en cuanto a esos temas, aunque, como digo, 
tenemos posiciones diferentes en relación a 
ellos, posiciones que podrían contrastarse y 
argumentarse en una forma correcta, que se- 
ría tramitando el presente Decreto-ley como 
proyecto de 'ley, cosa que anuncio que vamos 
a pedir. Pero, en cualquier caso, nuestro cri- 
terio sería diferente, y hay determinados te- 
mas a los cuales me quiero referir un mo- 
mento nada más, porque han sido aludidos 
aquí, pero son los que plantean precisamente 
con mayor crudeza el problema de las Dispo- 
siciones finales, la gravedad de esas Disposi- 
ciones finales anticonstitucionales a que se 
ha referido el señor Peces-Barba. Se trata del 
caso del Impuesto de Lujo sobre accesorios, 
creado, como Sus Seflorías recuerdan, por la 
Ley sobre Régimen Transitorio de la Impo- 
sición Indirecta de 25 de septiembre de 1979. 

Ya se dijo desde esta tribuna que el actual 
Ministro de Hacienda -y entonces M4nistro 
de Hacienda- daba a esta ley la calificación 
de bodrio. 

En relación a esta ley hemos asistido a 
espectáculos insólitos; no es este el primer 
episodio que tenemos que contemplar en re- 
lación con esta ley. Hemos asistido a es- 
pectáculos auténtkamente insdlitos en cuan- 
to a la tecnica de producción normativa, como 
es el primer fenómeno que nada menos que 
un Decreto-ley de 21 de septiembre que mo- 
difica la Ley de 25 de septiembre. Si Sus 
Señorías observan las fechas, el Decreto-ley 
de 21 de septiembre modifica la Ley de 25 
de septiembre. Es decir, es una ley, una cria- 
tura que antes de nacer, ya en el seno mater- 
no, se le estaban produciendo operaciones 
m cierta medida quirúrgicas. 

Esa misma ley planteaba el problema de 
la asociación del gravamen del Impuesto de 
Lujo de los accesorios y recambios de auto- 
móviles, y ya en aquella ocasión mi Grupo 
-el Grupo Parlamentario Comunista-, en 
una enmienda defendida por el compañero 
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señor Bono propuso la no sujeción a grava- 
men de este tipo de accesorios y mercancías. 
Entendíamos que no debería someterse a gra- 
vamen por una razón clara: sencillamente no 
se trata de un caso de lujo, se trata de algo 
que escapa claramente al concepto de lujo 
que se gravaba por esa ley. 

La UCD, el Gobierno de UCD, el Grupo 
Parlamentario de UCD, no accedió en aquel 
momento a las razones que daba la oposición 
-y concretamente el Grupo Parlamentario 
Comunista-, pero, curiosamente, después a 
través de una serie de episodios, a cuya cul- 
minación estamos asistiendo hoy, ha cedido. 
Ya que no cedió a los argumentos que aquí 
se dieron, sí que ha cedido a la presión social 
de los grupos sociales afectados por la inno- 
vación legislativa. 

Quiero recalcar esto, porque el Grupo de 
UCD (alguno de cuyos representantes se han 
referido reiteradamente en ocasiones recien- 
tes de manera desfavorable a las presiones 
sociales en relación a temas que estaban 
siendo objeto de debate en esta Cámara) nos 
ha dado repetidos ejemplos en relación al 
tema que estamos observando de cesión pre- 
cisamente, como digo, a la presión por parte 
de cdobbp) o de grupos sociales afectados, 
y as'r, al poco tiempo de aprobarse la ley a 
que ha hecho referencia anteriormente, asis- 
timos al segundo episodio de la novela; es la 
Orden Ministerial de 19 de octubre de 1979, 
Orden Ministerial por la cual se alteraba sus- 
tancialmente el gravamen,y enmendando la 
Nana al Parlamento el gravamen pasaba de 
destino a gravamen en origen, lo cual alte- 
raba sustancialmente la filosofía del proyecto, 
aparte del gravamen efectivo sobre los re- 
cambios. 

Tercer episodio, otra Orden Ministerial de 
29 de diciembre de 1979 por la cual, enmen- 
dando una vez más la plana al Parlamento, 
se altera de nuevo el gravamen efectivo en 
la medida en que esta Orden establece que 
cuando se trate de artículos de venta al pú- 
blico -Impuesto sobre el Lujo incluido-. 
con lo cual se ajusta a tarifas incluidas por 
los fabricantes e importadores en su caso, 
el impuesto establecido por el fabricante se 
fija con carácter general en el 37,50 por ciento 
del indicado precio de venta, lo cual quiere 

decir que a efectos exclusivamente tributarios 
se considera como valor en origen, incluyendo 
el ,impuesto, el 62,50 por ciento del precio de 
venta al público, lo cual a su vez se des- 
compone en un 50 por ciento precio-base y 
un 12,50 por ciento que corresponde al im- 
puesto. 

De esta manera -y excusen Sus Señorías 
las cifras- la presión tributaria real que el 
Parlamento había fijado en un 25 por ciento 
sobre el precio base en destino, es decir, pre- 
cio base de venta al público o lo que es igual, 
el 20 por ciento sobre el precio de venta al 
público incluyendo el impuesto, queda redu- 
cido al 12,5 por ciento sobre el precio de 
venta al público. 

El último episodio es una ulterior rebaja, 
la rebaja que se produce con el presente De- 
creto-ley; como he indicado anteriormente, a 
juicio de mi Grupo Parlamentario, no es que 
estemos en contra de esta rebaja, al contrario, 
estaríamos por la supresión absoluta del gra- 
vamen, y si el presente Decreto-ley se tra- 
mita, como esperamos, como proyecto de ley, 
propondremos la supresión del gravamen y, 
si no, anunciamos desde ahora la presenta- 
ción de una proposición de ley para suprimir 
el gravamen, porque entendemos que no hay 
razón para gravar como lujo este tipo de 
gravamen. 

Se deduce en contrario por el Gobierno que 
hay que ir acostumbrando a este tipo de pro- 
ductores al impuesto sobre el valor añadido, 
porque precisamente al haber cambiado la tri- 
butación de destino a origen se pierde preci- 
samente esta labor de entrenamiento para la 
entrada en vigor del impuesto sobre el valor 
añadido, que se podría conseguir de la otra 
manera. 

Es un tema exclusivamente tangencia1 que 
estamos considerando y lo obvio, y voy a 
las consideraciones 'finales por las cuales nos- 
otros vamos a votar en contra del presente 
Decreto-ley. 

Nuestro voto en contra se basa, preoisa- 
mente, en la razón de anticonstitucionalidad 
que por diversos motivos se deslizan en el 
presente Decreto-ley; y se deslizan precisa- 
mente de las disposiciones finales y a las 
cuales han hecho referencia el Profesor Peces- 
Barba y el Profesor Fraga y creo que, incluso, 
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a pesar de tan doctas intervenciones, hay aún 
ulteriores puntos que han escapado a su fina 
observac.ión o, al menos, yo no los he es- 
cuchado. 

Está claro que por Decreto-ley no se puede 
hacer una delegación, aparte de que la Cons- 
titución dice, las Cortes Generales y no el 
Gobierno; hay ausencia de criterios, es decir, 
ausencia de bases; en cuanto a la Disposición 
final primera está la ausencia de plazo, tema 
al cual no han hecho referencia, creo, los 
anteriores portavoces. Está la ausencia de 
plazo que claramente marca el artículo 82 de 
,la Constitución que dice que la delegación 
legislativa habrá de otorgarse al Gobierno de 
forma expresa para materia concreta y con 
fijación del plazo para su ejercicio. 

Se trata de una flagrante vulneración de 
la Constitución; no se trata simplemente de 
un tema puramente formal, sino que las con- 
sideraciones que anteriormente he expuesto, 
en cuanto al desarrollo de esta materia, no 
eran a título puramente ilustrativo, sino que 
eran para demostrar precisamente la grave- 
dad de una habilitación en los términos en 
que se concibe la habilitación establecida en 
las disposiciones finales. 

He expresado anteriormente cómo en esta 
materia el desbarajuste legislativo ha llevado 
a acumular, sobre la inicial norma estable- 
cida por este Parlamento, varias disposiciones 
de rango de Orden ministerial que ahora, en 
base a esta autorización, serían objeto de re- 
fundición en un texto refundido, en relación 
al cual una vez más el ,Parlamento no habría 
tenido ocasión de pronunciarse; de ahí que 
el problema no sea solamente de forma, sino 
de fondo, un problema de menosprecio a la 
técnica legislativa. 

Para finalizar tengo que decir que yo, que 
no voy a castigar al Gobierno -no vaya a 
ser que el Gobierno se decida a castigar a 
la Cámara- yo que no voy a castigar al 
Gobierno, repito, sí que voy a hacer una re- 
comendación, y ésta -siento decirlo- tam- 
poco puede ser la del Profesor Fraga, porque 
la Constitución nos impide acceder a la re- 
comendación del Profesor Fraga. El Profesor 
Fraga proponía anteriormente que se haga 
una votación, segregando la primera parte del 
Decreto-ley, lo que no sería anticonstitucional 

de la otra parte, la que sería anticonstitucio- 
nal. Pero da la casualidad que la Constitución 
nos dice que el voto de ratificación del De- 
creto-ley debe ser de totalidad. 

En consecuencia, lamentablemente no po- 
demos acceder a esto. La solución, señores 
del Gobierno, a mi modo de ver, es muy clara: 
votar en contra di! la ratificación del pre- 
sente Decreto-ley y, adecuadamente, mañana 
mismo se puede publicar otro Decreto-ley 
que, pasado mañana, podía ser convalidado 
por esta Cámara. 

No cabe duda que, de esta manera, el Go- 
bierno sufre una cierta pérdida de prestigio 
político; pero, como Sus Señorías saben per- 
fectamente, el Estado no tiene solamente el 
Gobierno, el Estado tiene la in~tituc~ión del 
Gobierno y la institución de esta Cámara y 
si hoy esta Cámara votara la ratificación de 
este Decreto-ley, el desprestigio correría a 
cargo de la Cámara y puestos a elegir entre 
el desprestigio de una instituoión del Estado 
y de la otra, mi Grupo Parlamentario prefiere 
que se desprestigie el Gobierno antes que se 
desprestigie esta Cámara. Nada más. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra 
el señor Ministro de Hacienda. 

El señor MINISTRO DE HACIENDA (Gar- 
cía Añoveros): Señor \Presidente, señoras y 
señores Diputados, me voy a referir a los 
distintos puntos planteados en la discusión 
previa sobre la ratificación de este Real De- 
creto-ley y a los puntos que no han sido plan- 
teados sobre la cuestión de fondo que este 
Real Decreto-ley plantea y pretende resolver. 

En primer lugar, sobre el problema consti- 
tucional suscitado tengo que decir lo siguien- 
te: si se examina adecuadamente el texto de 
las disposiciones finales que han sido objeto 
de consideración, se verá que de acuerdo con 
un principio de interpretación armónica del 
ordenamiento jurídico, del que forma parte 
también h Constitución, no existe ninguna 
deslegalizacih, no existe ninguna delegación 
legislativa. No existe deslegalización porque 
no la puede haber en un Decreto-19, y por- 
que a efectos de deslegalización no se cum- 
plen las normas que establece la Constitución. 
Y dentro de este principio de intenpretacih 
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armónica, el único sentido que tienen esta  
disposiciones finales es el de habilitar para e 
ejercicio de la facultad reglamentaria del Go. 
b imo,  ya que en nuestro Derecho y en nues. 
tra Constitución no hay principio de reserva 
reglamentaria, sino un principio de habilita. 
ción reglamentaria. 

Cuando se aprobó la Ley del Impuesto de 
Lujo, esta Ley contenía una habilitación re- 
glamentaria; se modifica un artículo de la Ley 
del Impuesto de Lujo y se reitera la habilita- 
ción reglammtaria, de acuerdo con el más 
riguroso respeto a lo que establecen los prin- 
cipios constitucionales. 

Es una interpretacióii sesgada la que quiere 
ver aquí una deslegalización o la que quiere 
ver aquí que las normas que se dicten en des- 
arrollo de estas autorizaciones van a ser otm 
cosa que normas reglamentarias con valor 
reglamentario exclusivamen te, como es lógico. 

Repito : dentro de una interpretación armó- 
nica del ordenamiento jurídico, del que for- 
ma parte la Constitución, no cabe otra inter- 
pretación más que la que yo estoy diciendo 
aquí, me parece. 

Por otro lado, está claro que si el Gobier- 
no pretendiera dictar al amparo de esta auto- 
rización una norma Con rango de ley, que es 
lo que sería al supuesto de deslegalización o 
el de delegación, no podría hacerlo, esa norma 
nunca tendría rango de ley, no puede tener 
mngo de ley, y, como no lo puede tener, sim- 
plemwte no lo tiene. En comxuencia, noso- 
tros creemos que esta es la interpretación 
correcta, y con este espiritu se han estable- 
cido estas normas. 

Por otra parte, quiero indicar que para el 
supuesto de que existan dudas, y comprendo 
que puedan existir, no digo que no vayan a 
existir dudas, la ulterior tramitación de este 
Decreto-ley como proyecto de ley permitiría 
resolver el problema de una manera más ta- 
jante si se quiere, pero no cabe otra interpre- 
tación que la que estoy dando aquí, y desde 
luego el Gobierno no ha tenido nunca en la 
mente otra inte~rpretación; el Gobierno no ha 
pretendido ampararse en un Decreto-ley para 
deslegalizar un tema y dictar normas con ran- 
go de ley, sino disponer de una habilitación 
reglamentaria, y tiene que disponer de la ha- 
bilitación reglamentaria porque en nuestro 

Deecho y en nuestra Coristitucióci no hay un 
principio de reserva reglamentaria, sino de 
habilitación reglamentaria que se reitera y 
debe reiterarse una tras otra en todas las le- 
yes, y por esa se habla del Gobierno y no del 
Ministerio de Hacienda. Se habla del Gobier- 
no porque el poder reglamentario, en princi- 
pio, según la Constitución, es el Gobierno. 
Esta es la interpretación del Gobierno que yo 
dejo aquí, porque creo que es la que pone de 
manifiesto la coherencia del Decreto-ley con 
la Constitución. 

lPor lo que se refiere a las cuestiones de fon- 
do, quiero poner de manifiesto una muy im- 
portante. Me parece que el sentido de este 
Decreto-ley no ha sido entendido, quizá por- 
que no lo hayamos explicado entre todos de 
manera conveniente. Este Decreto-ley surge 
como consecuencia de una subida de las ga- 
salinas y de los demás derivados del petróleo, 
subida de precios. Esta subida de precios de 
las gasolinas y otros derivados del petróleo 
es a su vez consecuencia de una subida del 
precio de los crudos, conocida de todos. 

El Gobierno, cuando estableció la subida de 
los precios de la gasolina, tuvo por objeto o 
persiguió tres finalidades : la primera, cubrir 
los costos adicionales de los crudos con los 
nuevos precias de los derivados del petr6leo. 
La segunda, man,tener la misma fisalidad que 
existía con anterioridad a la subida de las ga- 
solinas; es decir, adoptar las disposiciones 
oportunas parta que la fiscalidcid neta adicio- 
nal fuera cero y, en SU caso, que fuera algo 
menor. Y la tercera, que .la estructura de los 
precios de los derivados del petróleo se racio- 
nalizaran en el sentido de que se hcremen- 
tax-an más que proporcionalmente los precios 
de los gacóleos y del fue1 de uso industrial 
que el de (las gasolinas, para acercar así la 
Estructura de precios derivados del petróleo 
en nuestro país a la estructuna de precios de 
derivados del petróleo en tudos los países 
wopeos y en el mundo en genenal. Y esto 
es lo que h,izo el Gobierno. 

El Gobierno, por tanto, se plmteó el proble- 
na de que tenía que subir los 'precios y fijar 
]nos precios, y con estos objetivos partió de 
mos supuestos fundamentados en hechos rea- 
es. Naturalmente, supuestos que están suje- 
tos a lo larpo del tiempo a variaciones cons- 
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tantes, como es sabido. Partió del supuesto 
de que en el período en que hubieran de estar 
vigentes estos precios de las gasolinas el cos- 
to medio del barril de crudo para el Monopo- 
lio sería de 27,5 dólares, y en la fecha en que 
se Subieron los precios de las gasolinas este 
precio estaba documentado, fundamentado, 
por adquisiciones hechas ya en el trimestre 
anterior y por nuestros contratos como con- 
secuencia de la subida de los precios. 

Sobre esta base, y ajustándose al máximo 
en el cálculo para no incidir en ningún tipo 
de elevación que generara una renta adicional 
de petróleos, partimos del precio de 27,5 d6- 
lares, que es un precio ajustado, pero real. 
El dato siguiente de que partimos fue cuál 
era la previsión presupuestaria de ingresos de- 
rivados del petróleo y gasolinas y carburan- 
tes en general. La previsión presupuestaria 
era en los distintos conceptos a los que ahora 
me referiré, de 177.000 millones de pesetas en 
el Presupuesto, de los cuales son 80.000 mi- 
llones de pesetas de impuestos y 97.000 millo- 
nes de pesetas de la renta del Monopolio de 
Petróleos. En el momento de la subida de las 
gasolinas, las previsiones presupuestarias en 
cuanto a su distribución en conceptos se ha- 
bían modificado, porque entretapito esta Cá- 
mara y el Senado habían aprobado una modi- 
ficación de la Ley de Impuestos Especiales 
en la que se modificaba sustancialmente la 
Gibutación de las gasolinas y otros deriva- 
dos del petróleo. Y entonces el Gobierno se 
planteó la necesidad de establecer unos pre- 
cios que garantizaran esta recaudacibn, por- 
que la obtención de la recaudación era abso- 
lutamente necesaria por razones generales de 
política global y de equilibrio presupuestario 
de mantenimiento del déficit presupuestado, 
con la diferencia de que en la nueva regula- 
ción el impuesto es mucho más elevado que 
antes: en los cálculos actuales los ingresos 
fiscales en sent'ido propio de impuestos son 
165.000 millones de pesetas para estos precios 
y la Renta del Monopolio de Petróleos de 
11.900 millones de pesetas; pero la suma total 
es de 177.000 millones de pesetas, sustancial- 
mente idéntica a la suma de ingresos que se 
preveía en el Presupuesto y consta en el Pre- 
supuesto aprobado por esta Cámara. 

Dentro de la ubtencih de los mismos in- 

gresos fiscales con cargo a la Renta de Pe- 
tróleos, se estableció y S e  establece así en el 
Decreto-ley una subvención para el butano 
doméstico, y se estableció una subvencih 
para el butano doméstico hasta el importe de 
13.500 'millones de pesetas, sin por eso redu- 
cir los ingresos fiscales derivados del petró- 
leo, 'por una razón elemental: el butano do- 
méstico ha pislado, despup de esta subida y 
con esta subvención, a un precio de 360 pese- 
tas, aproximadamente, !la bombona, partiendo 
de 240 6 250 pesetas, no recuerdo con preci- 
sión la cantidad. Si no se hubiera establecido 
la subvención, el butano doméstico hubiera 
pasado a un precio por bombona de 500 pe- 
setas, y teniendo en cuenta que el butano do- 
méstico se consume fundamentalmente en las 
áreas rurales de este país y en las zonas de 
los extrarradios, de escaso nivel de renta, pa- 
reció oportuno establecer esta subvención, y 
esta subvmción se compensa con los ingresos 
de la Renta de Petrdleos, de tal manera que 
el conjunto de ingresos fiscales netos sea el 
mismo que esta previsto en los Presupuestos. 
Pero es que, además de esto, el Gobierno esti- 
mó que había que tomar otra medida, tanto 
en el orden de las subvenciones como en el 
orden de la tributación. En el orden de la tri- 
butaciópi se tomaron dos tipos de medidas 
exclusivamente, dos medidas : la reducción 
da1 Impuesto de Lujo pam los repuestos de 
los automóviles y la supresión del Impuesto 
de Tenencia de Automóviles. 

¿Por qué se 'tomaron estas dos medidas? 
Porque consideraba el Gobierno que la eleva- 
ción del precio de la gasolina suponía una in- 
cidencia alta y", muy alta, sobre el costo de 
funcionamiento de ilos automóviles y, por tan- 
to, sobre los consumidores, y que procedía re- 
ducir o eliminar algunos impuestos que, pro- 
duciendo escasa recaudación, genmban in- 
convenientes graves a los usuarios de  los au- 
tomóviles y era, por tanto, coherente con la 
subida de la gasoliina el reducir o eliminar 
alguno de estos impuestos. 

Se eliminó el Impuesto de Tenencia de Au- 
tomóviiles, porque es un impuesto engorroso 
y se eliminó, además, en respuesta a una peti- 
ción constante que habia de los Ayuntamien- 
tos de que se eliminara este impuesto y se 
sustituyera por una subvención del Estado, 
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porque es un impuesto muy engorroso para 
los destinatarios y tiene un costo de gestión 
muy elevado y en él se producen, además, 
con frecuencia posibilidades de evasidn que 
sólo se pueden combatir con un esfuerzo ad- 
ministrativo muy grande y 0 un alto costo. 
Y se redujo el Impuesto de Lujo sobre los 

repuestos de automóviles por la exalusiva m- 
z h  de que resultaba incómodo pana los usua- 
rios por tratarse de un impuesto nuevo, y se 
dejó en un tipo impositivo que equivale más 
o menos al tipo impositivo que siempre ten- 
drán que mantener, en el supuesto de que en 
este país se establezca un Impuesto sobre el 
Valor Añadido. No parecía procedente 10 su- 
pWi6n total por razones de recaudación y 
tampoco porque es necesario que este tipo de 
productos se vaya acostumbrando a lo que 
va a ser una tributacih sobre el vallor aña- 
dido en el futuro. 

Esta es la razón por la que se suprimieron 
estos impuestos, para compensar la subida de 
las gasolinas, para no hacer tan gravosa laa 
subida de las gasolinas sobre los usuarios de 
los automóviles con impuestos, repito, que 
eran mal recibidos o con impuestos que eran 
de gestión costosa, con los más incómodos de 
los impuestos que gravan el sector del auto- 
móvil. 

Además se pensó que la subida de los pre- 
cios del petróleo era una subida que podía 
incidir negativamente en el precio de los fer- 
tilizantes, y ya que había una subida impor- 
tante del gas-oil agrícola, de ailguna manera, 
y parcialmente, era necesario compensar esa 
subida con una subvención para los fertilizan- 
tes, porque de lo contrario el incremento de 
costos en 10 agricultura hubiera sido intole- 
rable e incompatible con una política de pre- 
cios y rentas razonable; por eso se incrementó 
la subvencitin, que ya figura en los Presu- 
puestos, de 3.000 millones de pesetas en 
5.000 millones de pesetas, y además se utilizó 
este Decreto-ley para dar una solución defi- 
nitiva a lo que era une promesa del Gobierno 
con motivo del Decreto-ley de los Ayunta- 
mientos, que ena transformar en participación 
porcentual en el precio de las gasolinas 110 que 
venía siendo un limpuesto específico de dos 
pesetas por litro, de manera que, de una vez 
por todas, quedara establecida esta participa- 

ción porcentual de tal manera que, sin nece- 
sidad de modificaciones legales ulteriores, 
cualquier subida de las gasolinas en el futuro 
tuviea 9u repercusión favorable en la parti- 
cipación que en estas subidas corresponde a 
los Ayuntamientos, según aquel Decreto-ley 
que se ratificó por esta Cámara en el mes de 
julio. 

Como consecuencia de todo esto, los ingre- 
sos fismles derivados del petróleo, impuestos 
más renta de petrdleos, se mantienen invaria- 
bles. Ciertamente hay una pérdida adicional 
para el Tesoro por estas supresiones de im- 
puestos y por estas subvenciones nuevas. Pe- 
ro parecía oportuno no recargar más los pre- 
cios y sufrir este costo de unos 13.000 millo- 
nes de pesetas inicialmente, con objeto de no 
recargar más los precios, lo cual time una 
incidencia muy negativa desde todos los pun- 
tos de vista. 

Ahora bien, quiero indicar en relación a 
esto, que todo eco se basa en unos cálculos 
de una paridad de la peseta determinada, la 
que existía en ila fecha en que se subieron los 
precios de la gasolina, y se basa en unos cos- 
tos del crudo de 27,50 dólares el barril. Sabía 
el Gobierno cuando subió los precios de las 
gasolinas -y así se manifestó en una rueda 
de prensa por el Vicepresidente segundo del 
Gobierno y por el [Ministro de Industria- que 
esta subida no es estable para siempre, que 
depende de la Wolucidn de los precios de los 
crudos y calculábamos que durante unos cua- 
tro, o cinco, o seis meses se podrían mantener 
estos precios estables. 

Naturalmente, los hechos del mundo del 
petróleo son mucho más cambiantes que cual- 
quier previsión por ajustada que sea, y, aun- 
que hemos asegurado los suministros y tene- 
mos contratos importantes, hemos aumentado 
el suministro de los países suministradores, 
lo cual nos evita recurrir al mercado libre: a 
pesar de eso, como es sabido porque ha sido 
publicado en la prensa, países suministra- 
dores importantes han subido dos d6lares el 
barril con efectos de 1 de enero y con pos- 
terioridad a esta subida (tal es el caso de 
Aralbia 'Saudita e Irak) el movimiento se está 
extendiendo, por lo cual quiero indicar aquí 
una vez más, en nombre del Gabierno, que la 
subida de los precios de la gasolina no es 
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definitiva y que, en la medida que se aumen- 
ten los costos de los crudos para el Mono- 
polio, se incrementarán los precios, siempre 
dentro de la mayor prudencia y dentro del 
cálculo más ajustado. 

Estas son las razones que amparan este 
Decreto-ley, y por ello el Gobierno pide, me- 
diante esta intervención, s u  ratificación. 

El señor Peces-Barba pide la palabra. 

El señor PRESEDENTE: ¿Con qué objeto, 
señor Peces-Barba? 

El señor PECES-BARBA MARTINEZ : Pa- 
ra rectificar al señor Ministro. 

El señor 'PRESIDENTE: Sabe el señor Pe- 
ces-Barba que no procede la petición de pa- 
labra en este momento, y safbe que en estos 
debates de totalidad lo ha venido sosteniendo 
así la Presidencia, y la Presidencia ha negado 
la palabra al Gobierno cuando correspondía 
a un Grupo el cierre del debate, como la niega 
en este momento a un Grupo cuando corres- 
ponde al Gobierno el cierre del debate. La 
intervención del señor Ministro ha sido de 
cierre del debate. 

El señor PECES-BARBA MARTINEZ : Qui- 
siera que constase en acta que los Grupos 
Parlamentarios quedan indefensos ante una 
intemención del señor Ministro, que ha sido 
de cierre de debate y de rectificación de las 
posiciones de los demás, y, por consiguiente, 
que es algo que nos deja en inlferioridad de 
condiciones. 

Pediría por 'fin, señor 'Presidente -es un 
punto distinto del debate- que se publique 
rápidamente el «Diario de Sesiones)) de esta 
sesión porque tenemos interés en ver en le- 
tra impresa la interesante interpretación cons- 
titucional del señor Ministro. 

El señor (PRESIDENTE : Vamos a proceder 
a la votación en relación con la convalida- 
ción o derogación del Real Decreto-ley 2/1980, 
de 11 de enero, sobre medidas económicas 
fiscales complementarias de la elevación de 
precios de los productos petrolíferos. 

El señor FRAGA IRIBARNE: Para una 
cuestión de orden. 

El seiíor PRESIDENTE: Tiene la ,pa,labra 
Su Señoría. 

El señor FRAGA IRIBAlRNE: Creo que 
implícitamente se ha rechazado mi interpre- 
tación de que se voten por separado las 
cláusulas finales. 

El señor PRESIDENTE: Excuse a la R e -  
sidencia por no haber atendido su petición 
inicial. Entiende la ,Presidencia que lo que 
hay constitucionalmente es la exigencia de 
una votación de totalidad y que la previsión 
constitucional para el supuesto de discrepan- 
cia parcial es precisamente la de tramitación 
como proyecto de ley que permita, con la 
urgencia que sea posible, que el Decreto-ley 
sea reconvertido en los términos que la Cá- 
mara desee. 

El señor FRAGA IRIBARNE: Deseo insis- 
tir en una cuestión de orden para salwar 
algunas conciencias. 

¿Podría el Gobierno hacer la declaración 
de que, en la tramitación como proyecto de 
ley, puede retirar inmediatamente del pro- 
yecto esas dos cláusulas? 

El sefior <PRESIDEiNTE: Por favor, repita 
su pregunta, ,porque, a.1 parecer, el señor Mi- 
nistro de Hacienda no la ha entendido. 

El señor FRAGA IRIBARNE : Entendemos 
que en la tramitación como proyecto de ley 
puede el Gobierno declarar que retira del 
proyecto de (ley esas dos cláusulas, lo cual 
simplificaría el problema en muchas concien- 
cias. En la mía, desde luego. Si no, nuestro 
voto puede ser di'ferente. 

El señor MINISTRO DE HACIENDA (Gar- 
cía Añoveros) : Señor Presidente, el Gobier- 
no no ha presentado un proyecto de ley; el 
Gobierno presenta un Decreto-ley a ratifi- 
cación. 

En consecuencia, cuando se tramite como 
proyecto de ley, si así se aprueba - e s p e r o  
que el Grupo 'Parlamentario del Gobierno así 
lo apruebe también-, el Gobierno se com- 
promete a considerar positivamente las en- 
miendas que se presenten en el sentido de 
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retirar esas Disposiciones adicionales, que es 
lo que técnica.mente podemos hacer. 

El seflor PRESIDENTE : Retiren, por favor, 
las llaves; vamos a hacer otra vez la verifi- 
cación del marcador. (Pausa.) Por favor, re- 
tiren las llaves ... (Pausa.) 

Vista la falta de seriedad, vamos a proceder 
a la votación por el procedimiento de puesta 
en pie. En lugar de retirar las llaves, hay al- 
gún señor Diputado que vuelve a colocarla, 
porque varias veces han aparecido números 
superiores a los de la veriificación anterior. 
De manera que vamos a proceder a la vota- 
ción por el procedimiento de levantarse quie- 
nes aprueben o desaprueben el Real Decreto- 
ley, sucesivamente, en los términos que prevé 
el reglamento como votación ordinaria. 

En primer lugar se pondrán de pie quienes 
votan a favor de la convalidación del Real 
Decreto-ley de que se trata. (Pausa.) Seguida- 
mente se pondrán de pie los que *votan a fa- 
vor de la derogación del Real Decreto-ley. 
(Pausa.) 

En votación ordinaria y con recuento de 
los wñom diputados por filas, se obtuvo 
el siguiente resultado: a favor de la convali- 
dación, 158 votos; en contra, 120, y ninguna 
abstención. 

El señor PRESIDENTE : En consecuencia, 
queda convalidado el Real Decreto-ley 2/1980, 
de 11 de enero, sobre medidas económicas- 
fiscales complementarias de la elevación del 
precio de los productos petroliferos. 

¿ISolicita algún Grupo Parlamentario su 
tramitación como proyecto de ley? (Pausa.) 
Vamos a someter a decisión de la Cámara la 
tramitación de este Real mDecreto4ey como 
proyecto de ley. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada ia votación, dio el siguiente re- 
sultado: votos mitidos,  274; a favor, 273; 
abstenciones, una. 

El señor PRESIDENTE: Queda, en conse- 
cuencia, acordada la tramitación del Real De- 
creto-ley 2/1980, de 11 de enero, como pro- 
yecto de ley, por el procedimiento de urgen- 
cia, conforme al artículo 86 de la Consti- 
tución. 

La sesión se reanudará mañana, comen- 
zando por interpelaciones y preguntas, a las 
cuatro y media de la tarde. Se levanta la 
sesión. 

Eran las nueve y cincuenta minutos de la 
noche. 



Iieclo del eJemplPr ................ W Ptas. 
Venta de ejemplares. 
SUCESORES DE RIVADENPTRA, S. A., 

Paseo de Onesimo M o n d o .  36 
Teléfono 247-23-00. Madrid (8) 
DepósItO leppl: M. 12.W - IOBl 

Imprlme: IIIVADENEYRA. S. A.-MADRID 


